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La publicación de este segundo tomo de la Revista Jurídica del 
Colegio de la Abogacía de la Primera Circunscripción de Río Negro 

reafirma el compromiso asumido con la construcción de un es-

pacio permanente para la producción, el intercambio y la difu-

sión del conocimiento jurídico.

Esta nueva edición consolida un proyecto editorial que reúne 

a profesionales de la abogacía, docentes e investigadores com-

prometidos con la reflexión crítica y el desarrollo del derecho 
frente a los desafíos contemporáneos. Los trabajos que integran 

este volumen abordan problemáticas actuales desde diversas 

ramas de la disciplina, ofreciendo aportes que enriquecen el de-

bate académico, fortalecen el ejercicio profesional y promueven 

una mirada comprometida con la calidad institucional y la tute-

la efectiva de los derechos.
En un contexto atravesado por profundas transformaciones 

sociales, tecnológicas y normativas, el estudio riguroso y la 

producción científica constituyen herramientas indispensa-

bles para comprender la complejidad del presente y proyectar 

respuestas jurídicas acordes a las demandas de una sociedad en 

constante evolución. Cada artículo aquí reunido representa una 

invitación al diálogo, al pensamiento crítico y a la construcción 

colectiva del conocimiento.

Este segundo tomo reafirma la vocación del Colegio de la 
Abogacía de impulsar la formación permanente, la investiga-

ción jurídica y el intercambio de ideas como pilares del forta-

lecimiento institucional y del ejercicio profesional. Confiamos 
en que estas páginas continúen promoviendo nuevas reflexio-

nes, inspirando futuras investigaciones y consolidando una co-

munidad jurídica comprometida con la excelencia, la ética y la 
construcción de una justicia cada vez más accesible, humana y 
cercana a la ciudadanía.

https://www.editoresdelsur.com/
https://www.instagram.com/colegioabogacia?igsh=MTAwNWVndGZ0ZXY4Yw==
https://colegioabogaciarn.org.ar/
https://www.google.com/maps/place/Colegio+de+la+Abogac%C3%ADa/@-40.8082737,-62.9964828,17z/data=!3m1!4b1!4m6!3m5!1s0x95f698749fe4d4a3:0xd9c22d61f10f4d8c!8m2!3d-40.8082737!4d-62.9964828!16s%2Fg%2F1q628q763?entry=ttu&g_ep=EgoyMDI1MDYzMC4wIKXMDSoASAFQAw%3D%3D
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Prólogo
El mundo cabe en un tomo

Es fácil caer en un lugar común: elogiar la producción 

de doctrina porque es realizada desde el interior del 

país y desde el sur. Es un completo error que encubre, 

inclusive, un menosprecio académico y profesional, el 

de valorar lo que se hace desde el lugar en que se ha-

ce físicamente, partiendo del prejuicio de que todo lo 

que esté alejado de alguna gran ciudad padece de una 

capitis deminutio que debe ser enmendada con elogios 

forzados.

Nada que ver aquí. Todo depende del punto de vista 

en que se miren las ideas y las cosas. El foro de Río Ne-

gro es poderoso en abogados litigantes, magistrados y 

académicos. Me consta cada vez que fui honrado con 
invitaciones a esa hermosa provincia, pero segura-

mente es una apreciación pobre, corta y apresurada. Es 

obvio. La prueba completa escrita en cambio, la tiene 

entre manos el lector de este nuevo tomo Revista Jurí-

dica del Colegio de la Abogacía de la Primera Circunscripción 

de Río Negro.

Quien esto escribe tiene alguno que otro ejercicio 

cotidiano en el examen de trabajos de tesis de todos los 
niveles, artículos de doctrina e investigaciones de todo 

tipo y libros jurídicos, nacionales e internacionales de 

diferente alcance. Cuando leo y releo lo que aquí se pro-

porciona de modo multidisciplinario, se advierte que 

un mundo cabe en un tomo cuando se sabe escribir.

Estamos en un momento de cambios jurídicos 

profundos. Están cayendo paradigmas y no sé, dudo 

acerca de si están surgiendo otros nuevos o, simple-

mente, se están destruyendo o al menos deconstru-

yendo los que la cultura jurídica nacional e interna-

cional han venido desarrollando durante décadas. Me 
refiero al modelo de relaciones jurídicas prerrevolu-

ción tecnológica, ahora “patas para arriba” en todos 
los ámbitos; las configuraciones familiares tradicio-

nales hoy transformadas profundamente; las relacio-

nes de consumo hasta hace poco tiempo en manos 
exclusivas de quién las gobernaba; las tensiones y 
transformación institucional del federalismo; la revi-

sión de cánones tradicionales de prueba en materia 

penal; la afirmación de un mundo del trabajo exento 
de violencia y acoso aun frente al impacto regresivo 

—no dudo— de las recientes reformas de las leyes 

27.742 (2024) y 27.802 (2026) y, finalmente, la revisión 

de los procesos judiciales y administrativos a partir el 

reconocimiento del derecho de acceso a tutela judicial 
efectiva como derecho humano.

Todos esos temas nacionales y mundiales están 

estudiados por los colegas Catalina Joelson, Mariano 

Zanco, Verónica Arizcuren, Franco Gastón Pulichino, 
Marianela Holm, Natalia Cerutti, Lourdes Soledad Ma-

ciel, Lucas Romeo Pica y Paula Rial.

No sé si me expliqué bien: ellas y ellos trabajaron 
sobre un universo de ideas nacionales e internacio-

nales de fondo y forma difícil de encontrar en otras 

publicaciones.

Por último, y sin llegar a decir todo lo necesario, co-

mo siempre, el género se viene imponiendo en todos 

lados y aquí hay una demostración del ímpetu inteli-
gente que las mujeres. La mayoría de los trabajos están 

firmados por ellas. De ellas es el presente y el futuro.
No caben más que felicitaciones para la digna ins-

titución profesional que reunió estos trabajos. Se con-

centran —es obvio que injustamente porque hay todo 
un equipo trabajando— en la figura de su presidente 
Dr. Gastón Suracce. En realidad, mejor pensado, se de-

ben compartir justamente con todos aquellos y todas 

aquellas que paran el tráfago diario de barandillas fí-

sicas o virtuales, trato con clientes y todas sus vicisitu-

des, ganar y perder juicios, contar el dinero para llegar 

a fin de mes con los gastos del estudio, cuidar a sus fa-

milias y afectos para un cumplir con la celebración de 

una ceremonia solitaria: escribir para pensar el mundo 

en que vivimos y que queremos.

César Arese 

Profesor Emérito de la Universidad  
Nacional de Córdoba
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1 Harari, Y. N. (2018), 21 lecciones para el siglo XXI, Barcelona: Debate, p. 61.

2 Para un mayor abundamiento, ver Schwab, K. (2016), La cuarta revolución industrial, Barcelona: Debate.

Cuando lo falso produce daño real
Violencia digital en la era de la inteligencia artificial generativa: 

nuevos desafíos para la tutela judicial efectiva
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La IA suele asustar a la gente porque esta no cree que vaya a ser siempre 

obediente. Hemos visto demasiadas películas de ciencia ficción sobre robots 
que se rebelan contra sus amos humanos, que corren descontrolados por las 

calles matando a todo el mundo. Pero el problema real con los robots es justo el 

contrario. Debemos temerlos porque probablemente obedecerán siempre a sus 

amos y nunca se rebelarán.

Yuval Noah Harari1
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Resumen

El presente trabajo analiza la violencia digital agravada 

por el uso de la Inteligencia Artificial Generativa. Sos-

tenemos que, al reducir los costos técnicos de produc-

ción del daño, facilitar el anonimato, acelerar la virali-

zación y dificultar la remoción efectiva del contenido, 
la inteligencia artificial generativa intensifica formas 
preexistentes de violencia, particularmente contra 
mujeres, niñas y adolescentes. Desde esta perspectiva, 
el presente trabajo analiza la violencia digital intensi-

ficada por el uso de estas herramientas, con especial 
atención a la creación, manipulación y difusión no 

consentida de imágenes, audios o videos de contenido 

íntimo o sexual.
Frente a este escenario, el derecho argentino ex-

hibe tres déficits principales: lagunas normativas, 
insuficiente especialización de operadores jurídicos, 
y demoras procesales incompatibles con la urgencia 

que exige el daño digital. A partir del análisis de la Ley 
N° 26.485, modificada por la Ley N° 27.736 (Olimpia), 
la Ley N° 25.326 de Protección de Datos Personales y 
el Proyecto de Ley Belén, se examinan los alcances y 

límites del marco jurídico vigente frente a las nuevas 

modalidades de agresión digital mediadas por inteli-

gencia artificial generativa.
Asimismo, el trabajo aborda una manifestación 

específica de esta problemática: la creación y difusión 
no consentida de imágenes falsas de contenido sexual 
mediante herramientas capaces de producir deepfakes.

Finalmente, se analiza el caso “C. R. A. y otros s/ 
Acciones derivadas – Protección Niñez y Adolescen-

cia”, vinculado al bloqueo cautelar del sitio Undress-

Her.app, como antecedente relevante para pensar la 

tutela judicial urgente frente a la violencia digital po-

tenciada por IA. Sobre esa base, se proponen líneas de 

acción orientadas a fortalecer la respuesta normativa, 

judicial, educativa e institucional frente a estas nuevas 

formas de daño en entornos digitales.

Palabras clave

Violencia digital; inteligencia artificial generativa; 
violencia de género digital; deepfakes sexuales; tutela 
judicial efectiva; protección de datos personales; ley 

Olimpia; tecnologías; prompt; derecho de autodetermi-
nación informativa.

I. Introducción

En la actualidad, atravesamos la denominada “Cuarta 
Revolución Industrial”2, caracterizada por la conver-

gencia entre tecnologías digitales, y por la incorpora-

ción creciente de sistemas capaces de procesar grandes 

volúmenes de información, automatizar decisiones y 

transformar las formas tradicionales de producción, 

comunicación y vinculación social. En este contexto, 
herramientas como el Big Data, el Internet de las Co-

sas, la minería de datos, la computación en la nube y, 

más recientemente, la inteligencia artificial generati-
va, ocupan un lugar central en la reorganización de la 

vida social, económica e institucional.

La inteligencia artificial generativa constituye una 
de las expresiones más disruptivas de este proceso. 
Su capacidad para producir textos, imágenes, au-

dios, videos y otros contenidos sintéticos a partir de 

instrucciones formuladas en lenguaje natural amplía 
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significativamente las posibilidades de creación, auto-

matización y circulación de información. Sin embar-

go, junto con sus potencialidades, estas herramientas 
también presentan riesgos específicos cuando son uti-
lizadas para afectar derechos fundamentales, en par-

ticular la intimidad, la imagen, la identidad, la digni-

dad, la libertad y la autodeterminación informativa de 

las personas.

En la sociedad de la información, donde la extrac-

ción, tratamiento y circulación de datos personales se 

realiza con una facilidad creciente, los límites entre lo 

público y lo privado se tornan cada vez más difusos. Fo-

tografías, videos, audios y otros rastros digitales que 

una persona comparte en un determinado contexto 
pueden ser reutilizados, manipulados o difundidos con 

finalidades completamente distintas de aquellas para 
las cuales fueron originalmente producidos o consenti-

dos. Esta situación adquiere especial gravedad cuando 

tales contenidos son alterados mediante inteligencia 

artificial generativa para crear representaciones falsas 
de una persona sin su consentimiento.

Dentro de este panorama, la violencia digital apa-

rece como una problemática jurídica de creciente rele-

vancia. No se trata de una forma de violencia comple-

tamente nueva, sino de una modalidad que se ejerce, 

amplifica o agrava mediante el uso de tecnologías di-
gitales. En particular, la creación de imágenes falsas 

de contenido íntimo o sexual mediante herramientas 
de IA —como deepfakes o aplicaciones de simulación de 

desnudez— expone con crudeza la insuficiencia de las 
respuestas jurídicas tradicionales frente a daños que se 

producen y multiplican a gran velocidad.

Estas prácticas afectan de manera profundamente 

significativa a mujeres, niñas y adolescentes, en tanto 
reproducen y amplifican patrones de violencia de gé-

nero, control, humillación y afectación de la reputa-

ción. La posibilidad de construir artificialmente una 
imagen íntima o sexualizada de una persona sin que 
haya existido participación real de la víctima elimina el 
consentimiento y genera una pérdida profunda de con-

trol sobre la propia imagen, identidad y vida privada. A 

su vez, la permanencia, replicabilidad y masividad del 

entorno digital impiden que el daño se agote en el acto 

inicial de difusión, dado que cada descarga, reenvío, 

captura o nueva publicación puede actualizar y profun-

dizar la afectación sufrida por la víctima.

Frente a este fenómeno, el derecho argentino ha re-

gistrado avances relevantes, especialmente a partir de 

la ley 27.736 (conocida como Ley Olimpia), que intro-

dujo la violencia digital o telemática en la ley 26.485. 

Sin embargo, persisten desafíos normativos e institu-

cionales vinculados con la prevención, investigación, 

remoción del contenido, reparación del daño y sanción 

de los responsables.

El presente artículo parte de esa tensión: mientras 

las tecnologías digitales y la inteligencia artificial ge-

nerativa avanzan con una velocidad que transforma 

prácticas, vínculos y formas de daño, las herramientas 
normativas, procesales e institucionales suelen despla-

zarse a un ritmo mucho más lento. Por ello, analizare-

mos el concepto de violencia digital y sus principales 

3 ONU Mujeres (2025), La violencia digital es violencia real. La lucha de una activista por la seguridad y los derechos humanos, ONU Mujeres [web], 18/11/2025, disponible en: https://www.
unwomen.org/es/noticias/reportaje/2025/11/la-violencia-digital-es-violencia-real-la-lucha-de-una-activista-por-la-seguridad-y-los-derechos-humanos.

modalidades, con especial atención a la violencia digi-

tal por motivos de género; examinaremos el marco nor-

mativo argentino aplicable, en particular la ley 26.485, 

modificada por la ley 27.736, la Ley 25.326 de Protec-

ción de Datos Personales y el Proyecto de Ley Belén; y 
abordaremos específicamente la creación y difusión no 
consentida de imágenes falsas de contenido sexual me-

diante inteligencia artificial generativa.
Finalmente, analizaremos el caso “C. R. A. y otros s/ 

Acciones derivadas – Protección Niñez y Adolescencia”, 
vinculado al bloqueo cautelar del sitio UndressHer.
app, como antecedente relevante para pensar la tutela 

judicial urgente frente a la violencia digital impulsada 

por inteligencia artificial. A partir de ese análisis, pro-

pondremos algunas líneas de acción orientadas a dar 

una respuesta integral a esta problemática.

II. Problema jurídico

La violencia digital, agravada por la utilización de nue-

vas tecnologías y, en particular, por la inteligencia arti-

ficial generativa (en adelante, IAGen), provoca formas 
de agresión que desafían los institutos jurídicos tradi-

cionales. Si bien muchas de estas conductas reproducen 
violencias preexistentes, el entorno digital modifica sus-

tancialmente su alcance, intensidad y permanencia: el 

daño puede producirse de manera anónima, replicarse 

en segundos, circular masivamente y permanecer dis-

ponible aún después de iniciadas las acciones judiciales 

o administrativas tendientes a su remoción.

Como manifestamos, esta problemática tiene una 

incidencia especialmente marcada en mujeres, niñas 

y adolescentes, en tanto la creación, manipulación y 

difusión no consentida de contenidos íntimos o se-

xualizados suele operar como mecanismo de degrada-

ción, dominación, coerción y perjuicio reputacional. 

La IAGen profundiza esa vulnerabilidad, permitiendo 

crear imágenes, audios o videos falsos con apariencia 

verosímil sin necesidad de que la víctima haya produ-

cido o consentido el contenido original. De este modo, 
se debilita el control sobre la propia imagen, identidad 

digital, intimidad y autodeterminación informativa.

Frente a este fenómeno, identificamos tres proble-

mas jurídicos e institucionales centrales.

En primer lugar, existe una insuficiencia normativa 
ante ciertas modalidades actuales de violencia digital. 

Gran parte de las normas vigentes fueron pensadas 

para un contexto previo a la masificación de las redes 
sociales y de las herramientas de inteligencia artificial 
generativa. Si bien la ley 27.736 incorporó avances rele-

vantes en materia de violencia digital o telemática, aún 

persisten dificultades para encuadrar jurídicamente 
conductas como la creación de deepfakes sexuales, la 
simulación de desnudez, la suplantación de identidad 

mediante IA o la circulación de contenidos íntimos fal-

sos que afectan gravemente la dignidad, la intimidad y 

la reputación de las personas.

En segundo lugar, se advierte un déficit de espe-

cialización técnica y jurídica por parte de los ope-

radores del sistema. El abordaje de estos casos exige 

conocimientos específicos sobre evidencia digital, pre-

servación de prueba, cadena de custodia informática, 

funcionamiento de plataformas, trazabilidad de conte-

nidos, anonimato, algoritmos de recomendación, mo-

deración de contenidos y herramientas de inteligencia 
artificial. La ausencia de formación adecuada en jue-

ces/zas, fiscales/as, defensores/as, abogados/as y per-

sonal auxiliar puede traducirse en respuestas tardías, 
medidas ineficaces o dificultades para dimensionar 
correctamente la gravedad del daño.

En tercer lugar, el daño digital viaja a una velocidad 

que resulta incontenible para las instituciones. Mientras 

que la difusión de una imagen falsa o íntima puede multi-

plicarse en minutos, la obtención de una medida cautelar, 

la identificación de responsables, la preservación de evi-
dencia y la remoción efectiva del contenido pueden de-

morar días, semanas o incluso meses. Esta desproporción 

temporal afecta la tutela judicial efectiva y profundiza la 

revictimización, ya que cada nueva visualización, descar-

ga, reenvío o publicación reproduce el daño inicial.

A estos déficits se suma la necesidad de una alfabeti-
zación digital que no se limite al uso instrumental de la 

tecnología. No basta con enseñar a utilizar herramientas 
digitales: resulta imprescindible formar criterio, con-

ciencia de riesgo y responsabilidad frente a los efectos 

que estas prácticas pueden generar sobre derechos fun-

damentales. La prevención de la violencia digital requie-

re comprender que la tecnología no es neutra cuando se 

utiliza para producir, amplificar o perpetuar daños.
En consecuencia, el problema jurídico no se reduce 

a la ausencia de una figura legal específica. Se trata de 
una cuestión más amplia, que involucra la adecuación 

del marco normativo, la formación de los operadores 

jurídicos, la eficacia de los mecanismos procesales ur-

gentes, la preservación de la evidencia digital, la coo-

peración con plataformas y la construcción de políticas 

educativas capaces de prevenir nuevas formas de vio-

lencia en entornos digitales.

Frente al problema descripto, corresponde exami-
nar el marco teórico conceptual para abordar la violen-

cia digital.

III. Marco teórico conceptual

III.1. Concepto de violencia digital

La violencia digital constituye una modalidad especí-

fica de ejercicio de violencia que se produce, facilita, 
amplifica o agrava mediante el uso de tecnologías de la 
información y la comunicación, plataformas digitales 

u otras herramientas tecnológicas. Puede afectar dere-

chos fundamentales como la intimidad, la imagen, la 
identidad, la dignidad, la libertad, la seguridad perso-

nal, la reputación y la autodeterminación informativa.

En este sentido, ha sido definida como todo acto 
que se comete, asiste, agrava o amplifica mediante el 
uso de tecnologías digitales y que tiene o puede tener 

como resultado daños físicos, sexuales, psicológicos, 
sociales, políticos o económicos, o bien la afectación de 

derechos y libertades fundamentales3.

https://www.unwomen.org/es/noticias/reportaje/2025/11/la-violencia-digital-es-violencia-real-la-lucha-de-una-activista-por-la-seguridad-y-los-derechos-humanos
https://www.unwomen.org/es/noticias/reportaje/2025/11/la-violencia-digital-es-violencia-real-la-lucha-de-una-activista-por-la-seguridad-y-los-derechos-humanos
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Esta definición permite advertir que la violencia di-
gital no constituye necesariamente una violencia ais-

lada del mundo físico. Por el contrario, muchas veces 
funciona como una extensión, intensificación o repro-

ducción de relaciones de poder preexistentes. Su parti-
cularidad radica en el medio utilizado, en la velocidad 

de propagación del daño, en la dificultad de remoción 
del contenido y en la posibilidad de que la afectación se 

renueve indefinidamente mediante capturas, descar-

gas, reenvíos o nuevas publicaciones.

III.2. Concepto de violencia digital por 
motivos de género

Dentro de las formas de violencia digital, adquiere 
especial relevancia la violencia digital por motivos 

de género. Esta comprende aquellas conductas que, 

mediante el uso de tecnologías digitales, afectan de 

manera diferenciada a mujeres, niñas y adolescentes 

por razones vinculadas a su género, su cuerpo, su se-

xualidad, su identidad o su participación en espacios 
públicos y digitales.

La ley 27.736, conocida como Ley Olimpia, incorpo-

ró expresamente la violencia digital o telemática a la 
ley 26.485. Desde una perspectiva conceptual, esta in-

corporación resulta relevante porque reconoce que las 

agresiones producidas en entornos digitales también 

pueden afectar la vida, la libertad, la dignidad, la inte-

gridad psicológica, sexual, económica o patrimonial, 
la reputación, la identidad y la seguridad personal de 

las mujeres.

La violencia digital de género puede manifestarse a 

través de la difusión no consentida de material íntimo, 

la creación de imágenes falsas de contenido sexual, el 
acoso en redes sociales, la vigilancia digital, la suplan-

tación de identidad, la extorsión, el robo y publicación 
de datos personales, los discursos de odio misóginos y 

otras formas de hostigamiento que buscan intimidar, 
humillar, controlar o expulsar a las mujeres del espacio 
digital.

En estos casos, el daño no se agota en la afectación 

individual. También produce efectos disciplinadores y 

colectivos, en tanto restringe la participación de mu-

jeres, niñas y adolescentes en entornos digitales, con-

diciona su libertad de expresión y refuerza patrones 
históricos de desigualdad.

III.3. Principales modalidades de 
violencia digital

a)  Acecho o acoso digital (cyberstalking): Consiste 

en la vigilancia, monitoreo, persecución o con-

tacto no deseado a través de medios digitales, 

generando, intimidación o afectación de la li-

bertad de la víctima.

b)  Grooming: Implica la acción deliberada de una 

persona adulta dirigida a ganarse la confianza 
de una niña, niño o adolescente mediante entor-

nos digitales, con fines sexuales. La Inteligencia 

4 Faro Digital (2025), Guía EMA para el abordaje de casos de difusión de contenido íntimo sexual sin consentimiento en ámbitos educativos, Buenos Aires: Faro Digital, disponible en https://farodigital.org/
wp-content/uploads/2025/08/EMA-editorial.pdf.

Artificial puede agravar esta conducta al facili-
tar la creación de perfiles falsos hiperrealistas, 
la automatización de conversaciones o la gene-

ración de contenido manipulado.

c)  Sexting: Comprende la publicación, envío o cir-

culación de imágenes, videos o audios íntimos 

sin autorización de la persona afectada. Incluye 

supuestos conocidos como “pornovenganza”, 
aunque no siempre la motivación sea vengati-

va. La inteligencia artificial añade una variante 
especialmente grave: la creación de deepfakes se-

xuales o simulaciones de desnudez.
d)  Suplantación de identidad digital: Consiste en 

la creación de perfiles falsos que imitan a la víc-

tima para dañar su reputación, cometer delitos 

en su nombre o engañar a sus contactos.

e)  Doxing: Refiere a la publicación maliciosa de 
datos personales (domicilio, teléfono, lugar de 

trabajo, datos de familiares) con el fin de expo-

ner a la víctima a acoso offline o peligro físico.

f)  Violencia digital de género en particular: Ade-

más de las anteriores, comprende conductas 

como el control o la vigilancia de la pareja o 

expareja mediante herramientas digitales, el 
uso de spyware o stalkerware, el envío masivo de 

mensajes intimidatorios, la difusión de rumo-

res sexuales, los discursos de odio misóginos y 
la utilización de IA para generar imágenes se-

xualizadas falsas (aplicaciones como DeepNude 
o similares).

Para una mejor visualización incorporamos una info-

grafía con algunas de las principales modalidades de 

violencia digital4.

(Fuente: Elaboración propia)

III.4. Inteligencia artificial generativa 
como factor de intensificación del 
daño

Dicha herramienta ha transformado cualitativa y cuan-

titativamente la violencia digital. Su impacto no radica 

únicamente en la aparición de nuevas herramientas, 
sino en la posibilidad de producir daños de manera 

más rápida, masiva, anónima y técnicamente sofisti-
cada. Conductas que antes requerían conocimientos 

especializados o acceso a determinados programas hoy 
pueden realizarse mediante aplicaciones de uso exten-

dido, a partir de una fotografía, un fragmento de voz o 

una instrucción formulada en lenguaje natural.

Dentro de estas prácticas se encuentran los deno-

minados deepfakes, entendidos como contenidos sin-

téticos o manipulados que representan falsamente la 

imagen, el cuerpo, el rostro, la voz o la identidad de 

una persona, generando la apariencia de que realizó, 

dijo o protagonizó una situación que en realidad nunca 

ocurrió. En el caso de los deepfakes sexuales o pornográ-

ficos, la afectación adquiere especial gravedad, ya que 
la víctima es expuesta a una representación íntima o 
sexualizada sin haber participado en su producción ni 
haber prestado consentimiento para su elaboración o 
difusión.

Para comprender esta problemática resulta útil re-

ferir brevemente al concepto de contenido sintético. 

Se trata de información, imágenes, audios o videos 

generados artificialmente mediante sistemas informá-

ticos, que pueden reproducir, imitar o simular rasgos 

del mundo real. Las imágenes sintéticas impulsadas 

por inteligencia artificial constituyen una especie den-

tro de este género: son imágenes producidas o modi-

ficadas por algoritmos, generalmente a partir de una 
instrucción escrita o verbal brindada por una persona 

usuaria.

La gravedad actual del fenómeno se vincula con la 

accesibilidad de estas herramientas. Ya no se requiere 
que la víctima haya producido una imagen íntima real: 
puede bastar una fotografía de su rostro obtenida de 

redes sociales para crear contenido falso de carácter 

sexual. A ello se suma la existencia de aplicaciones y 
sitios de acceso público que, en cuestión de segundos, 

permiten generar simulaciones de desnudez o imáge-

nes sexualizadas artificiales.
La inteligencia artificial generativa se convierte así 

en una herramienta capaz de intensificar la violencia 
digital, al permitir la construcción de una representa-

ción falsa de la víctima sin necesidad de su participa-

ción real. En estos casos, la afectación no se limita a 

la privacidad, sino que alcanza también el derecho a la 
imagen, la dignidad, la identidad digital y la autode-

terminación informativa.

El daño digital presenta, además, una capacidad de 

reproducción potencialmente ilimitada. Una vez que el 
contenido ingresa al entorno digital, puede ser descar-

gado, reenviado, capturado, republicado o almacenado 

en múltiples espacios. Por ello, la revictimización se 

multiplica con cada nueva visualización o circulación, 

generando un impacto que trasciende el ámbito virtual 

y se proyecta sobre la vida familiar, educativa, laboral, 

social y emocional de la persona afectada.

Ante este contexto, el derecho enfrenta el desafío 
de brindar respuestas eficaces y rápidas ante prácti-
cas que evolucionan con una velocidad superior a la 

de los marcos normativos y procesales. Las dificulta-

des para identificar responsables, preservar evidencia 
digital, ordenar medidas urgentes de remoción, exigir 
colaboración a plataformas y evitar la reproducción del 

contenido profundizan los niveles de desprotección e 

impunidad.

https://farodigital.org/wp-content/uploads/2025/08/EMA-editorial.pdf
https://farodigital.org/wp-content/uploads/2025/08/EMA-editorial.pdf
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IV. Marco normativo argentino 
aplicable

El abordaje jurídico de la violencia digital amplifica-

da por la IAGen exige analizar un conjunto de normas 
que, aunque no fueron diseñadas específicamente 
para este fenómeno, ofrecen herramientas relevantes 
para su prevención, sanción y reparación. En el dere-

cho argentino, el marco normativo aplicable se integra 
principalmente por la Ley Nº 26.485 de Protección In-

tegral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra las Mujeres, la Ley Nº 27.736 —conocida como 
Ley Olimpia—, la Ley Nº 25.326 de Protección de Da-

tos Personales y las iniciativas legislativas orientadas 

a modificar el Código Penal, entre ellas el denominado 
Proyecto de Ley Belén.

IV.1. Ley 26.485 y Ley Olimpia

La ley 26.485 constituyó un avance fundamental en ma-

teria de protección integral frente a la violencia con-

tra las mujeres. Sin embargo, fue sancionada en el año 

2009, en un contexto previo a la expansión actual de 
las redes sociales, la masificación de los smartphones 
y el desarrollo de herramientas de inteligencia artifi-

cial generativa. Por ello, su texto originario no contem-

plaba de manera específica las agresiones cometidas, 
facilitadas o amplificadas en entornos digitales. Esta 
situación fue modificada por la ley 27.736, conocida 
como Ley Olimpia, publicada en el Boletín Oficial el 23 
de octubre de 2023. La norma incorporó la violencia di-
gital o telemática como modalidad de violencia contra 

las mujeres y reconoció expresamente la necesidad de 
proteger su dignidad, reputación e identidad también 

en los espacios digitales.

La relevancia de esta modificación no se limita a 
una cuestión terminológica. La Ley Olimpia permitió 
trasladar al entorno digital herramientas de protección 
que antes estaban pensadas principalmente para espa-

cios físicos o analógicos. Así, la norma prevé medidas 

vinculadas al cese de actos de perturbación o intimi-

dación realizados en el espacio digital, la prohibición 
de contacto por medios tecnológicos y la posibilidad de 

ordenar a plataformas digitales, redes sociales o pági-

nas electrónicas la supresión de contenidos que consti-

tuyan violencia digital o telemática.

Otro aspecto central es el resguardo de evidencia 
digital. La Ley Olimpia incorporó el derecho al res-

guardo diligente y expeditivo de evidencia en soportes 
digitales por cuerpos de investigación especializados u 

organismos públicos correspondientes. Esta previsión 

resulta especialmente importante en casos de deepfakes 

sexuales, difusión no consentida de imágenes íntimas, 
suplantación de identidad o acoso digital, donde la 

prueba puede ser eliminada, modificada, replicada o 
desplazada rápidamente.

No obstante, la eficacia de estas herramientas de-

pende de su implementación concreta. La existencia 
de facultades judiciales para ordenar la remoción de 

contenidos o preservar evidencia no garantiza, por sí 

sola, una respuesta efectiva. En la práctica, subsisten 

dificultades vinculadas con la identificación precisa 
de URL, la velocidad de viralización, la cooperación de 
plataformas extranjeras, la falta de peritos especializa-

dos y la demora en la tramitación de medidas urgentes.

IV.2. Proyecto de Ley Belén y respuesta 
penal pendiente

Desde el punto de vista penal, uno de los principales 
desafíos consiste en determinar si las conductas vin-

culadas con la creación, manipulación y difusión no 

consentida de contenido íntimo o sexual encuentran 
un encuadre suficiente en los tipos penales vigentes. 
El Código Penal argentino contiene figuras vinculadas 
con la protección de la privacidad, la integridad sexual, 
las amenazas, la coacción, la extorsión, la identidad 
y el acceso indebido a sistemas informáticos, pero no 

contempla de manera integral una figura autónoma de 
violencia digital.

En este contexto se inscribe el denominado Proyec-

to de Ley Belén, inspirado en el caso de Belén San Ro-

mán. La iniciativa propone modificar el Código Penal 
para sancionar la elaboración, producción, difusión 

o puesta a disposición de terceros de documentos de 

contenido íntimo, de desnudez, de naturaleza sexual 
o de representaciones sexuales explícitas sin consen-

timiento de la víctima. También contempla supuestos 

en los que el contenido no corresponde con la persona 

señalada o identificada, aspecto especialmente rele-

vante frente a imágenes falsas o generadas mediante 

inteligencia artificial.
El valor del proyecto radica en que intenta dar res-

puesta a una zona actualmente problemática: la afecta-

ción producida no solo por la difusión de contenido ín-

timo real, sino también por la creación y circulación de 

contenido falso atribuido a una persona determinada. 

En los casos de deepfakes sexuales, la gravedad del daño 
no depende de que el hecho representado haya ocurri-
do, sino de la exposición pública de una representación 
sexualizada que afecta la imagen, la dignidad, la inti-
midad y la reputación de la víctima.

Sin perjuicio de ello, mientras no exista una refor-

ma penal específica, muchas de estas conductas de-

ben ser encuadradas de manera fragmentaria en las 

figuras actualmente tipificadas. Esto puede generar 
respuestas insuficientes, discusiones interpretativas 
y dificultades para captar la dimensión específica del 
daño digital, especialmente cuando el contenido es 

falso, sintético o manipulado mediante inteligencia 

artificial.

IV.3. Protección de datos personales, 
imagen e identidad digital

La Ley Nº 25.326 de Protección de Datos Personales 
también resulta relevante para el análisis de la temá-

tica en estudio. Aunque fue sancionada en el año 2000 

y no contempla expresamente la inteligencia artificial 
generativa, establece principios que permiten abor-

dar algunas dimensiones del problema, en especial el 

consentimiento, la finalidad, el deber de información 
y los derechos de acceso, rectificación, actualización y 
supresión.

El consentimiento constituye un eje central. La ma-

nipulación de fotografías, videos, audios o datos per-

sonales para generar contenido íntimo o sexual falso 
supone una utilización ilegítima de información vincu-

lada a la identidad de la persona afectada. En muchos 
casos, el material de base pudo haber sido obtenido de 
redes sociales, aplicaciones de mensajería o espacios 

privados, pero luego es reutilizado con una finalidad 
completamente ajena a aquella para la cual fue produ-

cido, compartido o eventualmente consentido.

También adquiere relevancia el principio de fina-

lidad. Los datos personales no deberían ser utilizados 

para objetivos incompatibles con aquellos que justifica-

ron su obtención. En los casos de violencia digital me-

diante IA, esta regla se ve gravemente afectada cuando 

una imagen compartida en un contexto social, laboral, 
educativo o familiar es empleada para crear una repre-

sentación sexualizada falsa, degradante o humillante.
A su vez, los derechos de acceso, rectificación, 

actualización y supresión ofrecen herramientas im-

portantes, aunque limitadas. En el entorno digital, 

la supresión de un contenido no siempre implica la 

desaparición efectiva del daño, ya que pueden existir 
copias, capturas, reenvíos, nuevas publicaciones o alo-

jamientos en servidores extranjeros. Por ello, la protec-

ción de datos personales debe ser complementada con 

medidas procesales urgentes, cooperación con plata-

formas y preservación adecuada de evidencia.

IV.4. Límites del marco normativo 
actual

El marco normativo argentino muestra avances signi-

ficativos, especialmente a partir de la Ley Olimpia. Sin 
embargo, todavía presenta límites frente a la violen-

cia digital perpetrada mediante IAGen. El primero es 

la insuficiencia penal para abordar de manera clara y 
autónoma la creación y difusión de contenido íntimo 

falso o sintético. El segundo es la dificultad procesal 
para remover contenidos con la velocidad que exige el 
daño digital. El tercero es la falta de especialización 

técnica suficiente para preservar evidencia, identificar 
responsables y comprender la dinámica de plataformas 

y herramientas de IA.
A ello se suma que las plataformas digitales cum-

plen un rol decisivo en la circulación, amplificación o 
remoción del contenido. Sin mecanismos de coopera-

ción eficaces, canales de denuncia accesibles y cumpli-
miento rápido de órdenes judiciales, las herramientas 
normativas pueden resultar insuficientes. La respuesta 
jurídica, por tanto, no puede limitarse a reconocer de-

rechos o tipificar conductas: debe asegurar mecanis-

mos efectivos de tutela urgente, reparación, preven-

ción y no revictimización.

En definitiva, el derecho argentino cuenta con ba-

ses normativas relevantes, pero todavía fragmentarias. 

Este fenómeno exige una respuesta integral que com-

bine perspectiva de género, protección de datos per-

sonales, tutela judicial efectiva, reforma penal, alfa-

betización digital, capacitación técnica y cooperación 

público-privada con plataformas tecnológicas.

IV.4.1. Derechos y garantías en procedimientos 
judiciales y administrativos

Se garantiza la gratuidad de toda diligencia e instan-

cia en el curso de las actuaciones judiciales; y el acceso 

a los recursos públicos disponibles para la producción 

de prueba, en particular para la realización de pericias 

informáticas y al patrocinio jurídico preferentemente 

especializado (cfr. art. 8º de la ley 27.736 que modifi-

ca el inc. a) del art. 16 de la ley 26.485). Se garantiza el 
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resguardo diligente y expeditivo de la evidencia en so-

portes digitales por cuerpos de investigación especia-

lizados u organismos públicos correspondientes (cfr. 

art. 16 inc. l) de la ley 26.485, incorporado por el art. 9 

de la ley 27.736).

IV.4.2. Intervención judicial ante la violencia 
digital

- Frente al agresor

En cualquier etapa del proceso, el juez o jueza intervi-

niente podrá ordenar al presunto agresor que cese en 

los actos de perturbación o intimidación que, directa 

o indirectamente, realice hacia la mujer, tanto en el es-

pacio analógico como en el digital (art. 26 inc. a.2 de 

la ley 26.485, según modificación del art. 10 de la ley 
27.736). Además, podrá ordenar la prohibición de con-

tacto del presunto agresor hacia la mujer que padece 
violencia por intermedio de cualquier tecnología de la 

información y la comunicación, aplicación de mensa-

jería instantánea o canal de comunicación digital (art. 

26 inc. a.8 de la ley 26.485, según modificación del art. 
11 de la ley 27.736).

- Facultades judiciales sobre plataformas y redes 

sociales

El juez o jueza interviniente, de manera fundada, en 

cualquier etapa del proceso, podrá ordenar a las em-

presas de plataformas digitales, redes sociales, o pági-

nas electrónicas, de manera escrita o electrónica, la su-

presión de contenidos que constituyan un ejercicio de 

la violencia digital o telemática. A tal fin deberá identi-
ficarse en la orden la URL específica del contenido cuya 
remoción se ordena.

La autoridad interviniente en el caso debe solicitar 

a las empresas de plataformas digitales, redes sociales, 

o páginas electrónicas, el aseguramiento de los datos 

informáticos relativos al tráfico, a los abonados y con-

tenido del material suprimido, que obren en su poder 

o estén bajo su control, para las acciones de fondo que 

correspondan, durante un plazo de noventa (90) días 

que podrá renovarse una única vez por idéntico plazo a 

pedido de la parte interesada.

Se deberá ordenar mantener en secreto la ejecución 

de dicho procedimiento mientras dure la orden de ase-

guramiento. Por último, la autoridad podrá, a requeri-

miento de parte y únicamente para la investigación de 

las acciones de fondo que correspondan, solicitar a las 

requeridas que revelen los datos informáticos de abo-

nados que obren en su poder o estén bajo su control 

e igualmente los relativos al tráfico y al contenido del 
material suprimido mediante auto fundado de acuer-

do con los mecanismos de cooperación interna y/o 
procedimientos previstos en el marco de las normas y 

tratados sobre cooperación internacional vigentes (art. 

5 Macha, M. (2024), Proyecto de Ley Belén. Proyecto de Ley 1123-D-2024, Buenos Aires: Honorable Cámara de Diputados de la Nación, disponible en https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dse-

cretaria/Periodo2024/PDF2024/TP2024/1123-D-2024.pdf.

6 En relación con la resolución 47/2018, se trata de medidas de seguridad de carácter potestativo. Expresamente se encuentra establecido en el anexo I de la norma citada: "De modo referencial 
y con el objetivo de facilitar el cumplimiento de la Ley N° 25.326 de Protección de los Datos Personales, se establecen las medidas de seguridad recomendadas para la administración, planifica-

ción, control y mejora continua de la seguridad de la información. Los procesos aquí señalados reúnen el conjunto de tareas y especialidades que las entidades pueden poseer, con estas u otras 

denominaciones y en la composición orgánica que mejor satisfaga sus intereses y funcionamiento”. Cfr. Agencia de Acceso a la Información Pública (2018), Medidas de seguridad recomenda-

das para el tratamiento y conservación de los datos personales en medios informatizados y no informatizados (Resolución 47/2018), disponible en https://www.argentina.gob.ar/normativa/
nacional/resoluci%C3%B3n-47-2018-312662/texto.

26 inc. a.9 de la ley 26.485, según modificación del art. 
12 de la ley 27.736)

IV.4.3. Proyecto Ley Belén

En el Código Penal argentino no se encuentra tipifica-

da la violencia digital. El proyecto de Ley Belén5 inspi-

rado en el caso de Belén San Román, quien fue induci-

da al suicidio luego de sufrir la difusión no consentida 

de material íntimo, propone modificaciones al código 
penal argentino, estableciendo que “se aplicará prisión 
de tres meses a dos años y el doble de la multa estable-

cida en el artículo 155 a quien, por cualquier medio, sin 

autorización de la víctima o mediando engaño, video-

grabe, audiograbe, fotografíe, filme o elabore, docu-

mentos con contenidos de desnudez, naturaleza sexual 
o representaciones sexuales explícitas”.

Asimismo prevé que se aplicará prisión de tres me-

ses a tres años y el doble de la multa establecida en el 

párrafo anterior a quien, por cualquier medio, y sin 

autorización de la víctima, difunda, publique, envíe o 

de cualquier manera ponga al alcance de terceros los 

documentos referidos en el párrafo anterior obtenidos 

con o sin mediar su consentimiento.

Se aplicará prisión de seis meses a tres años y el do-

ble de la multa establecida en el primer párrafo a quien 

por cualquier medio, y sin autorización produzca y a 

posterioridad difunda, publique, envíe o de cualquier 

manera ponga al alcance de terceros los documentos 

referidos en el primer párrafo, obtenidos con o sin me-

diar consentimiento de la víctima.

Se aplicará prisión de un mes a dos años y el doble 

de la multa establecida en el art. 155 cuando los docu-

mentos que se elaboren, difundan, publiquen, envíen 

o de cualquier manera se pongan al alcance de terce-

ros, no correspondan con la persona que es señalada e 

identificada en los mismos
El proyecto establece agravantes para los delitos 

vinculados a la difusión o producción no consentida 

de contenido íntimo cuando el hecho sea cometido 
por quien se encontraba unido a la víctima, con fines 
económicos, por motivos discriminatorios, o cuando la 

víctima sea menor de edad. Asimismo, incorpora pe-

nas de prisión para quien utilice la amenaza de divul-

gar contenido íntimo, sexual o privado como mecanis-

mo de extorsión o coacción.
Como mencionamos el Código Penal argentino aún 

no contempla una figura específica de violencia digital. 
Esta ausencia obliga a intentar encuadrar conductas 

cada vez más complejas dentro de tipos penales tradi-

cionales que fueron pensados para realidades comple-

tamente distintas. La respuesta jurídica o mejor dicho, 
la ausencia de la misma, resulta insuficiente frente a 
modalidades de violencia que poseen un alcance ma-

sivo y una capacidad de reproducción prácticamente 

ilimitada. De esta forma, la carencia de una respuesta 

penal efectiva continúa consolidando la impunidad de 

los agresores y profundiza la revictimización de quie-

nes padecen estas situaciones.

IV.4.4. Ley de Protección de Datos Personales

En el marco de la legislación argentina, la actual Ley N° 

25.326 de Protección de Datos Personales sancionada 
en el año 2000, como mencionamos, no contiene dis-

posiciones que hagan referencia al objeto del presente 
artículo.

Encontramos receptado en nuestra legislación la 

resolución 47/2018 sancionada sobre “Medidas de Se-

guridad recomendadas para el Tratamiento y Conser-

vación de Datos Personales en Medios Informatizados 
y no Informatizados”.6

Resulta importante resaltar aspectos de la legisla-

ción actual que son relevantes a la hora de la recolec-

ción y tratamiento de datos:

- Consentimiento previo

La actual normativa establece que el tratamiento de 

datos personales es ilícito cuando “el titular no hubiere 
prestado su consentimiento libre, expreso e informa-

do, el que deberá constar por escrito, o por otro me-

dio que permita se le equipare, de acuerdo con las cir-

cunstancias. El referido consentimiento prestado con 

otras declaraciones deberá figurar en forma expresa y 
destacada, previa notificación al requerido de datos” 
(art 5 de la ley 25.326). Seguidamente incluye varias 
excepciones.

El consentimiento previo es una de las aristas cen-

trales en las iniciativas que impliquen la utilización de 

IAGen, ya que suele suceder que una persona preste su 

consentimiento en un principio para un fin determi-
nado, y luego se utilice ese mismo consentimiento para 

finalidades incompatibles respecto de aquellas para las 
cuales fue otorgado originalmente. Esta problemática 

se potencia en los casos de violencia digital, donde se 

observa que fotografías, videos, grabaciones de voz o 

contenido compartido en ámbitos privados pueden ser 

posteriormente manipulados mediante herramientas 
de IA para crear deepfakes sin conocimiento ni autori-

zación de la víctima.

En estos supuestos, la vulneración no surge única-

mente de la ausencia de consentimiento actual, sino 

también de la utilización ilegítima de datos o conteni-

dos obtenidos bajo un contexto de confianza o con una 
finalidad totalmente ajena a aquella para la que fueron 
inicialmente proporcionados.

- Deber de informar
Es indispensable para la licitud de todo tratamiento 

de datos personales el informar a quienes vayan a ser 

objeto de tratamiento, con la mayor especificidad po-

sible, respecto de las características y finalidades del 

https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2024/PDF2024/TP2024/1123-D-2024.pdf
https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2024/PDF2024/TP2024/1123-D-2024.pdf
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/resoluci%C3%B3n-47-2018-312662/texto
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/resoluci%C3%B3n-47-2018-312662/texto
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tratamiento, en particular: a) la finalidad para la que 
serán tratados y quiénes pueden ser sus destinatarios 

o clase de destinatarios; b) la existencia del banco de 
datos, identidad y domicilio de su responsable; c) el ca-

rácter obligatorio o facultativo para brindar los datos 

requeridos; d) las consecuencias; e) la posibilidad del 

titular del dato de ejercer sus derechos de acceso, recti-
ficación y supresión (art. 6 ley 25.326).

Por lo tanto el titular del dato debe tener conoci-

miento de los riesgos a los que se enfrenta su informa-

ción personal y poder decidir en base a ello y ejercitar 

en plenitud todos sus derechos.

- Derecho de acceso, supresión, actualización y 
rectificación
La normativa actual contempla el derecho de acceso, 
supresión, rectificación y actualización (art. 14 y 16, ley 
25.326). Es así como el titular del dato tiene derecho a 
solicitar y obtener información de sus datos personales 

incluidos en los bancos de datos públicos, o privados 

y el responsable del tratamiento debe otorgarlos en el 

plazo de 10 días corridos computados desde la intima-

ción. En igual sentido, el titular del dato tiene derecho 
a que sus datos que se encuentren en un banco de datos 

sean rectificados, actualizados y, cuando corresponda, 
suprimidos o sometidos a confidencialidad, debiendo 
actuar el responsable en el plazo máximo de 5 días de 
recibido el reclamo del titular de los datos o advertido 

el error o falsedad.

Asimismo, el titular del dato cuenta con la acción de 

protección de datos personales establecida en el capí-

tulo VII de la normativa citada.

IV.4.5. Proyecto de Reforma de la Ley de 
Protección de Datos Personales

Luego de más de veinte años desde la sanción de la Ley 

de Protección de Datos Personales, se inició el proceso 
de actualización normativa. Es así como en el mes de 

junio del año 2023 fue presentado ante el Congreso de 
la Nación el Proyecto Definitivo de Reforma a través del 
mensaje 87/2023, en concordancia con el crecimiento 
exponencial de las tecnologías en las últimas décadas.

El Proyecto de Reforma avanzó sobre aspectos que 

resguardan en mayor medida la privacidad de las per-

sonas y que resultan de vital importancia en materia de 

la IAGen, como así también se incurrieron en grandes 

desaciertos.

a. Principio de neutralidad tecnológica: se intro-

duce este concepto al indicar que la ley de da-

tos personales y sus normas reglamentarias se 

aplican a cualquier tratamiento de datos perso-

nales, con independencia de las técnicas, proce-

sos o tecnologías —actuales o futuras— que se 

utilicen para dicho efecto (art 5). De la lectura 
de este artículo se puede inferir que los princi-

pios y derechos establecidos en la presente ley 
se aplican cuando se realizan tratamientos de 

datos a gran escala.

b. Principio de finalidad, minimización, exacti-
tud, transparencia: los principios indicados 

resultan clave en la utilización de la IAGen. 

El principio de finalidad alude a que los da-

tos personales deben ser recogidos con fines 

determinados, explícitos y legítimos, y no deben 
ser tratados de manera incompatible con estos 

(art. 7). La minimización implica que solo sean 

recogidos aquellos datos personales que resul-

ten indispensables para la finalidad solicitada. 
Ello es para evitar un exceso innecesario en la 
recolección de datos personales. El principio de 

exactitud se refiere a la prohibición del trata-

miento de datos falsos, desactualizados, inexac-

tos, incompletos o que induzcan a error (art. 9). 

El principio de transparencia hace referencia a 
que los titulares de los datos personales deben 

tener acceso a toda la información para poder 

otorgar un consentimiento válido. La informa-

ción deberá ser brindada en un lenguaje claro, 

sencillo y accesible para cualquier persona, sin 

recaer en tecnicismos legales. Es decir el titular 

debe comprender de forma acabada la informa-

ción que se le está otorgando (art. 6).

c.  Consentimiento: en el art 13 del Proyecto se in-

cluyeron dentro de las bases legales para el tra-

tamiento de datos, al consentimiento del titular 

del dato como una alternativa dentro del listado. 

En ese sentido, consideramos que la base legal 

para el tratamiento de datos debe ser siempre el 

consentimiento del titular del dato, y a partir de 

este piso mínimo legal se pueden establecer las 

excepciones de interpretación siempre restric-

tiva. De manera equívoca se incluyó al consenti-
miento como una mera posibilidad.

d.  Responsabilidad proactiva: el principio de res-

ponsabilidad proactiva es otra de las grandes in-

novaciones presente en el Proyecto de Reforma 

importado del RGPD (Reglamento General de 
Protección de Datos —Unión Europea, 2018—, 
por sus siglas en inglés). Este concepto impli-

ca que el responsable del tratamiento tiene la 

obligación de aplicar medidas técnicas y orga-

nizativas apropiadas a fin de garantizar y poder 
demostrar que el tratamiento es conforme con 

la ley. Lo interesante en este punto es que se 

amplió el espectro al contemplar que los riesgos 

pueden provenir tanto de la acción humana co-

mo del medio técnico utilizado.

e.  Delegado de Protección de Datos Personales: 
otra de las novedades del Proyecto fue la incor-

poración de la figura del delegado de protección 
de datos personales, figura también importada 
del Reglamento Europeo.

En este escenario, los principios como consentimien-

to, finalidad, minimización, exactitud, transparencia 
cobran especial relevancia, porque buscan evitar que 

los datos personales sean utilizados para fines distin-

tos de aquellos para los que fueron brindados y, al mis-

mo tiempo, garantizar que las personas no pierdan el 

control sobre su imagen, identidad y privacidad frente 

al avance de tecnologías capaces de alterar y difundir 

contenido.

V. Análisis jurisprudencial

a. El fallo dictado por el Juzgado de Familia, Niñez 

y Adolescencia de Paso de los Libres, Provincia de 

Corrientes, en los autos “C. R. A. y otros s/ Acciones 
derivadas – Protección Niñez y Adolescencia”, consti-
tuye un antecedente relevante en materia de violencia 

digital agravada por inteligencia artificial generativa, 
especialmente por haber dispuesto una medida caute-

lar orientada a bloquear el acceso a una plataforma uti-

lizada para la creación de imágenes sexualizadas falsas 
de adolescentes.

El presente caso se origina con la denuncia presen-

tada por los progenitores de dos adolescentes mujeres, 

luego de que comenzaran a circular por WhatsApp 
imágenes alteradas digitalmente en las que los rostros 

de las menores habían sido incorporados sobre cuer-

pos desnudos, generando contenido sexual falso me-

diante técnicas de manipulación digital.

Las medidas ordenadas fueron:

a.i. Informe pericial

Inicialmente, el Juzgado adoptó medidas de protección 

en el marco de la Ley 26.061 y solicitó una pericia téc-

nica al Área de Seguridad Informática de la Dirección 
de Informática del Poder Judicial de Corrientes. A par-

tir de dicho informe, se determinó que la herramien-

ta presuntamente utilizada habría sido la aplicación 
UndressHer.app, una plataforma sustentada en inte-

ligencia artificial generativa que utiliza redes neuro-

nales —entre ellas modelos GANs (Redes Generativas 

Antagónicas) o de modelos de difusión— para generar 

imágenes que simulan desnudez a partir de fotografías 

aportadas por los usuarios.

El informe técnico advirtió que la aplicación posi-

bilita la creación de imágenes con apariencia realista 

de desnudez, sin controles adecuados de edad ni me-

canismos destinados a verificar el consentimiento de 
las personas afectadas. Asimismo, señaló que la plata-

forma operaría bajo condiciones de anonimato y con 

posible almacenamiento de datos en servicios de nu-

be, sin información precisa sobre sus responsables o 

desarrolladores.

a.ii. Medida cautelar

A partir del análisis de la prueba, el tribunal dictó la re-

solución Nº 408, de fecha 21 de mayo de 2025, mediante 
la cual ordenó, como medida cautelar, dar intervención 

al Ente Nacional de Comunicaciones —ENACOM— a 
fin de que adopte las medidas necesarias, por sí o a 
través de los proveedores de servicios de Internet, pa-

ra proceder al bloqueo inmediato del acceso desde el 

territorio argentino al sitio web UndressHer.app (una 
plataforma que permite generar imágenes sexualiza-

das simuladas mediante inteligencia artificial) y a los 
servidores DNS sujetos a su control. Asimismo, dispu-

so que se informe el cumplimiento de la medida o, en 

caso de no resultar técnicamente posible, se indiquen 

alternativas para su ejecución.

La resolución también dio intervención a la Unidad 
Fiscal Especializada en Ciberdelincuencia (UFECI) pa-

ra su conocimiento, colaboración e intervención en el 

ámbito de su competencia, con el objeto de impulsar 

investigaciones técnicas que permitan identificar a los 
responsables y evitar nuevas vulneraciones de dere-

chos, especialmente respecto de personas menores de 
edad

a.iii. Fundamento normativo
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Las medidas adoptadas encuentran sustento en los 

artículos 33 a 35 de la ley 26.061; en el artículo 706 del 
Código Civil y Comercial de la Nación; en el artículo 

26, inciso a. 9, de la ley 26.485 —incorporado por la ley 

27.736— y en los artículos 18, incisos h) e i), del Código 
Procesal de Familia, Niñez y Adolescencia de la Provin-

cia de Corrientes.

a.iv. Crítica razonada

Entendemos que el fallo refleja una mirada atravesa-

da por la perspectiva de género y por los estándares de 

protección integral de niñas, niños y adolescentes. En 

ese marco, el tribunal aplicó las herramientas incorpo-

radas por la Ley Olimpia a una problemática tecnoló-

gica novedosa, vinculada con la creación de imágenes 

sexualizadas falsas mediante inteligencia artificial 
generativa. La decisión reafirma la obligación estatal 
de intervenir de manera inmediata y efectiva frente a 

nuevas formas de violencia digital que afectan dere-

chos fundamentales como la intimidad, la dignidad, 
la imagen, la identidad y la integridad psíquica de las 

víctimas.

Sin embargo, también corresponde advertir algu-

nos límites. La eficacia de una orden de bloqueo pue-

de resultar parcial, en tanto este tipo de restricciones 

puede ser sorteado mediante VPN, DNS alternativos, 
sitios espejo u otros mecanismos técnicos disponibles 

para usuarios con conocimientos básicos. A ello se su-

ma la posibilidad de que surjan nuevas plataformas 

con funcionalidades similares, lo que reduce el alcance 

práctico de una medida dirigida a un sitio específico.
Por otro lado, si bien resulta pertinente la interven-

ción de la UFECI, este tipo de casos exige protocolos de 
actuación claros, ágiles y coordinados, que permitan 

preservar evidencia digital, identificar responsables, 
requerir cooperación internacional y evitar nuevas vul-

neraciones. Asimismo, la respuesta judicial no debería 

limitarse a la remoción o bloqueo del contenido, sino 

incorporar medidas integrales de acompañamiento, 

contención y reparación para las víctimas.

En definitiva, el fallo posee un valor institucional 
significativo porque marca una posición clara frente 
a la violencia digital mediada por la inteligencia arti-

ficial. No obstante, también evidencia la necesidad de 
avanzar hacia marcos normativos más precisos, meca-

nismos procesales urgentes, estándares mínimos de 

control y herramientas eficaces de cooperación inter-

nacional frente a conflictos que se desarrollan en en-

tornos digitales de alcance transnacional.

b. Jurisprudencia provincial

En el ámbito provincial también pueden advertirse re-

soluciones que, en el marco de causas de violencia de 

género, han comenzado a aplicar la Ley Olimpia para 
extender las medidas de protección al entorno digital. 
Así, junto con las tradicionales prohibiciones de acer-

camiento o contacto, algunos tribunales han incorpo-

rado órdenes dirigidas a impedir la difusión, distribu-

ción o conservación de material íntimo en dispositivos 

físicos o digitales del agresor.

En ese sentido, el Juzgado de Familia de Luis Bel-

trán resolvió en autos “C.M.S. c/ C.R.D. s/ Violencia”, 
Expte. N.º RC-00126-JP-2026, hacer referencia a la ley 
27.736 —Ley Olimpia—, destacando que la difusión, 
publicación, distribución, facilitación, cesión o entrega 

a terceros de imágenes, grabaciones o filmaciones de 
carácter íntimo sin consentimiento, mediante medios 

electrónicos, páginas web o cualquier otro canal de co-

municación, constituye una forma de violencia de gé-

nero digital.

Sin embargo, la inteligencia artificial generativa 
introduce una dimensión adicional: ya no se trata úni-

camente de prohibir la difusión de contenido íntimo 
real o previamente existente, sino también de impedir 
la creación de contenido sintético, falso o manipulado 

con la imagen, el rostro, la voz o la identidad de la víc-

tima. Por ello, sería conveniente que tanto las normas 

como los criterios judiciales incorporen expresamente 
la prohibición de crear, generar, manipular, distribuir 
o difundir contenido sintético de carácter íntimo o 

sexual mediante inteligencia artificial u otras herra-

mientas tecnológicas.

VI. Recomendaciones

El crecimiento de la inteligencia artificial generativa 
transformó profundamente la forma en que pueden 

crearse, manipularse y difundirse imágenes, videos 

y audios digitales. Actualmente existen herramientas 
capaces de producir contenidos con un nivel de realis-

mo tan elevado que, en muchos casos, resulta difícil 
distinguirlos de un registro auténtico. Esta capacidad 

técnica adquiere especial gravedad cuando se utiliza 

para generar imágenes sexuales falsas, simular desnu-

dez, clonar voces o construir escenas íntimas inexis-

tentes atribuidas a una persona determinada.

El mayor riesgo aparece cuando la IAGen es utiliza-

da como instrumento para potenciar nuevas formas de 

violencia digital, con consecuencias que trascienden 

el entorno virtual y se proyectan sobre la vida familiar, 

educativa, laboral, social y emocional de las víctimas. 

En estos supuestos, la afectación compromete dere-

chos fundamentales como la intimidad, la imagen, la 
dignidad, la identidad digital, la reputación y la auto-

determinación informativa.

A ello se suma que el acceso a este tipo de tecnolo-

gías es cada vez más sencillo. Ya no se requieren cono-

cimientos técnicos avanzados ni equipos especializa-

dos. Plataformas como UndressHer.app, mencionada 
en el fallo analizado, evidencian que una persona usua-

ria puede cargar una fotografía y obtener en pocos se-

gundos una imagen manipulada que simula desnudez. 

Esa facilidad de acceso expone con claridad los riesgos 
que enfrentan la privacidad y el consentimiento en en-

tornos atravesados por inteligencia artificial.
Frente a esta situación entendemos que la respues-

ta jurídica no puede limitarse a la remoción posterior 

del contenido ni a la aplicación de las figuras tipifica-

das actuales. La violencia digital potenciada por inteli-

gencia artificial exige una intervención integral, capaz 
de combinar prevención, tutela urgente, investigación 

eficaz, sanción, reparación y acompañamiento.
En primer lugar, resulta necesario avanzar hacia 

una tipificación penal precisa de las conductas vincu-

ladas con la creación, manipulación, difusión o pues-

ta a disposición de contenidos íntimos, sexuales o de 
desnudez sin consentimiento, tanto reales como sin-

téticos generados por IA. La gravedad del daño no de-

pende exclusivamente de que la escena representada 

haya ocurrido, sino de que la persona sea identificada 
o identificable y quede expuesta a una representación 
sexualizada no consentida. Por ello, la regulación pe-

nal debería contemplar expresamente los supuestos de 
deepfakes sexuales, simulaciones de desnudez, clona-

ción de voz, suplantación de identidad digital y ame-

nazas de difusión de contenido íntimo.

La regulación en esta materia debería ser realizada 

con la participación de un equipo interdisciplinario de 

actores provenientes de distintos sectores, tales como 

técnicos especialistas en IAGen, en Data Analytics, en 
Data Mining; especialistas en materia de derecho in-

formático, en seguridad; matemáticos/as, ingenieros/
as, abogados/as, entre otros. De esta forma, al tomar 
en consideración la opinión de distintos expertos, con-

juntamente con la visión de los riesgos legales acerca 

de la vulneración del derecho de autodeterminación 
informativa de las personas, obtendremos un resul-

tado legislativo que será más integral y eficiente en la 
práctica.

Lógicamente, deben estar incorporados en la re-

gulación los principios de consentimiento informado, 

transparencia, minimización y conservación del dato. 

También los derechos ARCO (Acceso, Rectificación, 
Cancelación y Oposición), sumando el derecho al ano-

nimato, al olvido digital y portabilidad. Sobre todo 

consideramos que debe hacerse referencia de manera 
expresa al principio rector en materia de protección 
de datos que es el derecho de autodeterminación in-

formativa, contemplado afortunadamente en el pro-

yecto de Reforma de Protección de Datos Personales en 
Argentina.

Es necesario que en las organizaciones se aplique el 

principio de responsabilidad proactiva. En ese orden es 

necesario establecer medidas técnicas y organizativas 

desde el diseño y por defecto. Sería recomendable que 

la normativa, además de incluir lineamientos genera-

les en relación a estos conceptos, introduzca un listado 

de cuáles son esas medidas. Por ejemplo: minimizar, 

utilizando la menor cantidad de datos personales posi-

bles en los procesos de tratamiento; controlar e infor-

mar a los titulares de los datos personales acerca de sus 

derechos; demostrar de manera fehaciente que se está 
cumpliendo con la normativa en materia de protección 

de datos personales mediante informes a la autoridad 

de aplicación; realizar auditoría externa respecto a las 
medidas implementadas; realizar revisiones periódi-

cas ya que siempre pueden surgir nuevos riesgos; he-

rramientas de cifrado; fomentar e la capacitación y for-

mación en esta materia y los riesgos inherentes a ella.
Por otro lado, es necesario regular el proceso de 

evaluación de impacto cuando se lleven a cabo proyec-

tos, con el objetivo de poder determinar de manera es-

pecífica cuál va a ser el impacto en los datos personales 
en todas las fases de un proyecto. Consideramos que 

esta evaluación es esencial y debe realizarse en todo 

tratamiento de datos personales, sin necesidad de que 

exista una escala de valor en relación con el riesgo a los 
derechos y libertades fundamentales de los titulares 
de los datos personales, incluso si ello se traduce en un 

proceso costoso para las entidades.

El compliance en esta materia resulta imprescindi-

ble, y sería recomendable contar con una certificación 
que acredite el cumplimiento frente a terceros. La fun-

ción del compliance officer tiene que ser independiente, 
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y se encargará principalmente de prevenir, analizar y 

corregir una vez que el daño sea producido. Asimismo 

deben encontrarse detalladas sus funciones, entre las 

que podemos mencionar: identificar los riesgos para 
los titulares de los datos y para la organización, pre-

venir riesgos en esta materia, elaborar un plan de pro-

tección de datos personales, imponer límites al acceso 

a la información, controlar las relaciones con terceros 

exigiéndoles el cumplimiento de la normativa interna, 
actualizar los términos y condiciones en los acuerdos 

de confidencialidad, concientizar sobre la importan-

cia del cumplimiento en la empresa. También deberá 

tomar especial recaudo en controlar que existe un tra-

tamiento consensuado, resguardando la información 

sensible. Por otro lado, deberá garantizar que existan 
canales de denuncia, asegurando que no se tomen re-

presalias contra el denunciante. También sería reco-

mendable la incorporación de la figura del Delegado de 
Protección de Datos, para que asesore al responsable 
del tratamiento y funcione de nexo con la autoridad de 
aplicación.

Otro de los puntos clave en este asunto son las me-

didas de seguridad y la correcta notificación de los 
incidentes de seguridad, tanto a la autoridad de apli-

cación como a los interesados. Entendemos que, en 

el sector privado, deberían tener procedimientos in-

ternos incorporados a sus códigos de conducta, sobre 

qué se entiende por incidente de seguridad y cuáles 

son los pasos específicos para seguir cuando sucede, 
para mitigar al máximo el daño producido. Se vuelve 
indispensable, en este caso, nombrar a un responsable 

de seguridad.

En los procesos de anonimización, poder detectar 

y notificar, en todo el ciclo de vida del dato y durante 
todas las fases del proyecto, cuando es posible que se 

produzca un caso de reidentificación, realizando en es-

te punto también revisiones periódicas.

El elemento principal que debe transmitir la regu-

lación a implementar es generar una confianza real en 
los titulares de los datos personales. Ello se logra por 

un lado garantizando todas las medidas de seguridad 

correspondientes para evitar una vulneración al dere-

cho de autodeterminación informativa (incluso crean-

do herramientas que aseguren la privacidad desde el 
diseño de la tecnología), y por otro lado aplicando san-

ciones económicas rigurosas ante el incumplimiento 

de la normativa.

En segundo lugar, corresponde fortalecer los me-

canismos procesales actuales. En materia de violencia 

digital, el tiempo cumple un rol decisivo: una demora 

de días puede significar la multiplicación irreversible 
del contenido. Por ello, las medidas cautelares deben 

poder adoptarse con rapidez, incluyendo órdenes de 

cese, prohibición de contacto digital, preservación de 
evidencia, bloqueo o remoción de contenidos, identifi-

cación de responsables y requerimientos inmediatos a 

plataformas. La tutela judicial efectiva, en estos casos, 

exige respuestas compatibles con la velocidad del daño 
digital.

En tercer lugar, resulta indispensable profundizar 

la especialización de los operadores jurídicos. Jueces/
zas, fiscales/as, defensores/as, abogados/as, equipos 
técnicos y personal auxiliar requieren formación es-

pecífica en evidencia digital, cadena de custodia infor-

mática, funcionamiento de plataformas, preservación 

de prueba, anonimato, trazabilidad, inteligencia arti-

ficial generativa, perspectiva de género y derechos de 
niñas, niños y adolescentes.

 En cuarto lugar, debe promoverse una educación 

digital interdisciplinaria. Es necesario concientizar 

acerca de las herramientas contenidas en la normati-
va vigente para abordar las situaciones de violencia de 

género digital.

La prevención de la violencia digital no puede 

quedar limitada al ámbito jurídico ni reducirse a en-

señar el uso instrumental de tecnologías. Se requiere 

una formación que integre derecho, comunicación, 
informática, psicología, ética y ciudadanía digital. La 

alfabetización digital debe incluir el conocimiento de 

los riesgos asociados a la circulación de imágenes, el 

consentimiento en entornos digitales, la protección de 

datos personales, la responsabilidad en el uso de herra-

mientas de inteligencia artificial y el impacto concreto 
que estas prácticas producen en la vida de las personas 

afectadas.

En quinto lugar, es necesario revisar el rol de las 

plataformas digitales. Muchas de las violencias anali-
zadas se producen, circulan o amplifican en entornos 
administrados por empresas tecnológicas. Por ello, 

resulta imprescindible contar con canales de denuncia 

accesibles, mecanismos rápidos de preservación y re-

moción de contenido, representantes con capacidad de 

responder a órdenes judiciales, cooperación interna-

cional efectiva y mayores estándares de transparencia 

respecto de las políticas de moderación y circulación 

algorítmica de contenidos.

El fallo “C. R. A. y otros s/ Acciones derivadas – Pro-

tección Niñez y Adolescencia” constituye un antece-

dente relevante porque muestra que el Poder Judicial 

puede adoptar medidas urgentes frente a nuevas for-

mas de violencia digital impulsada por inteligencia ar-

tificial. Sin embargo, también evidencia los límites de 
una respuesta caso por caso: bloquear un sitio puede 

ser necesario, pero no suficiente, especialmente cuan-

do pueden surgir nuevas plataformas, sitios espejo o 

mecanismos técnicos para eludir la restricción.

En definitiva, la violencia digital por medio de la 
inteligencia artificial generativa obliga a repensar las 
figuras jurídicas actuales. No alcanza con considerar 
si el contenido es “real” o “falso”; lo decisivo es que la 
persona afectada sea expuesta, sexualizada, humillada 
o violentada sin su consentimiento mediante una re-

presentación que compromete su identidad, intimidad 

y dignidad. El daño digital no es menor por ser virtual: 

es real, persistente y muchas veces expansivo.
Por ello, la respuesta debe ser integral. Se requie-

re una legislación más precisa, operadores jurídicos 

capacitados, procesos urgentes, cooperación con pla-

taformas, educación interdisciplinaria, cooperación 

internacional y políticas públicas orientadas a prevenir 

la revictimización.

VII. Conclusión

En definitiva, la violencia digital agravada por la uti-
lización de la inteligencia artificial generativa obliga 
a revisar las categorías jurídicas con las que tradicio-

nalmente se han abordado la intimidad, la imagen, la 
identidad y el consentimiento.

El caso analizado demuestra que el Poder Judicial 

cuenta con herramientas para intervenir de manera 
urgente, pero también evidencia que las respuestas 

aisladas resultan insuficientes frente a daños digita-

les que se producen, circulan y se replican con enorme 

velocidad. La tutela judicial efectiva requiere no solo 

decisiones oportunas, sino también operadores espe-

cializados, protocolos claros, preservación adecuada 

de evidencia, cooperación con plataformas y medidas 

de acompañamiento integral para las víctimas.

Por ello, la respuesta frente a estas nuevas formas de 

violencia no puede descansar únicamente en la refor-

ma legislativa, aunque esta resulte necesaria. También 

exige educación digital interdisciplinaria con perspec-

tiva de género, orientada no solo al uso instrumental 

de las tecnologías, sino a la formación de criterio, res-

ponsabilidad y pensamiento crítico. Quienes utilizan 

herramientas de IA generativa deben comprender qué 
tipo de tecnología tienen delante, qué riesgos conlleva 

su utilización y qué consecuencias puede producir so-

bre los derechos de otras personas.
La IA generativa no crea por sí sola la violencia di-

gital. Son las personas quienes formulan la instrucción 

(el prompt) y utilizan la herramienta como medio para 
concretar el daño. Su particularidad radica en que am-

plifica la escala, la velocidad y la capacidad de repro-

ducción de esa afectación.

La transformación digital atraviesa hoy a todos los 
sectores de la sociedad. La IA generativa existe, se ex-

pande y ya forma parte de nuestras prácticas cotidia-

nas. La pregunta, entonces, no es si debemos negar o 

demonizar su existencia, sino más bien nos interpela 
a comprender, regular y utilizar esta herramienta de 
manera compatible con la protección de los derechos 
fundamentales.

La violencia digital potenciada por la IA Generativa 

no puede ser tolerada. Sin embargo, ello no implica re-

chazar la tecnología en sí misma. El desafío consiste en 
construir mecanismos que permitan orientar su desa-

rrollo y utilización hacia fines compatibles con la pro-

tección de derechos, evitando que se convierta en una 
mera amplificadora de daño, sin caer en regulaciones 
desproporcionadas que anulen los beneficios que estas 
tecnologías pueden aportar.

El justo equilibrio debe ser el faro que oriente la la-

bor legislativa, judicial y educativa: proteger a las víc-

timas, prevenir nuevas formas de violencia y, al mismo 

tiempo, regular la tecnología con la precisión necesa-

ria para no eliminar sus usos legítimos y socialmente 

valiosos.
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He aquí mi secreto, que no puede ser más simple: sólo con el corazón se 
puede ver bien; lo esencial es invisible a los ojos.

Antoine de Saint-Exupéry
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Resumen

El artículo analiza críticamente el fallo de la Corte Su-

prema de Justicia de la Nación en la causa “K., D. V. y 
otros s/ información sumaria”, mediante el cual se re-

chazó el reconocimiento de la triple filiación o pluripa-

rentalidad con fundamento en el artículo 558 del Códi-

go Civil y Comercial. La autora sostiene que la decisión 

constituye un retroceso en materia de derechos de las 
familias, ya que desconoce la evolución jurisprudencial 

y las nuevas configuraciones familiares reconocidas 
por tribunales inferiores.

A lo largo del trabajo se argumenta que la Corte 

omitió realizar un adecuado control de constitucio-

nalidad y convencionalidad, privilegiando una inter-

pretación estrictamente legal por sobre los derechos 
humanos, el interés superior del niño, la identidad y el 
principio de igualdad y no discriminación. Asimismo, 

se cuestionan los fundamentos relativos a la eventual 

conflictividad derivada de la existencia de más de dos 
progenitores y la sugerencia de recurrir a la adopción 

por integración como solución alternativa.

Como conclusión, se sostiene que el derecho debe ade-

cuarse a las transformaciones sociales y reconocer ju-

rídicamente la pluriparentalidad cuando ello responda 

al interés superior del niño y a la realidad afectiva y fa-

miliar efectivamente construida.

Palabras clave: 

Pluriparentalidad; Triple filiación; Filiación; Interés su-

perior del niño; Voluntad procreacional; Derechos hu-

manos; Control de convencionalidad; Control de cons-

titucionalidad; Identidad; Técnicas de reproducción 

humana asistida (TRHA); Responsabilidad parental; 

Adopción por integración; Diversidad familiar; Dere-

cho a la vida familiar; Suprema Corte de Justicia.

I. Introducción

La Corte Suprema de Justicia de la Nación acaba de 

pronunciarse por primera vez sobre la pluriparentali-

dad —o triple filiación—, fijando una doctrina restric-

tiva que niega la posibilidad de reconocer más de dos 

progenitores. El fallo “K., D. V. y otros s/información 
sumaria” se erige como precedente del máximo tri-
bunal, aunque contrasta con la práctica judicial de los 

últimos diez años, en la que numerosos juzgados y cá-

maras han admitido inscripciones registrales con más 
de dos vínculos filiales.

Se ha definido a la familia pluriparental como aque-

lla que está conformada por más de dos adultos asu-

miendo y ejerciendo el rol de padres de los hijos que la 
constituyen (De Lorenzi, y Varas, 20181).

Al invocar el artículo 558 del Código Civil y Co-

mercial, la Corte se aparta del camino trazado por 

los tribunales inferiores, que desde una perspectiva 

constitucional y convencional había cuestionado re-

iteradamente la rigidez del precepto. El resultado es 

un retroceso frente a la dinámica social y jurídica que 

reclama respuestas acordes a nuevas configuraciones 
familiares.

El propósito de este artículo es aportar fundamen-

tos consistentes para demostrar que el fallo de la Corte 

Suprema que deniega la triple filiación es deficitario, 
marcado por errores de carácter socio-jurídico. En su 

razonamiento, el tribunal incurre en afirmaciones doc-

trinarias genéricas y de corte anacrónico, sin profun-

dizar en el análisis del principio rector en materia de 

infancia: el interés superior del niño.

II. El fallo traído a comentario

El fallo cuyo análisis me propongo es “K., D. V. y otros 
s/ información sumaria”, expediente CIV 21175/2022/
CA1-CS1 dictado por la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación, con fecha 12 de marzo del 2026.

III. Hechos

Dos hombres se encontraban en pareja y deseaban te-

ner un hijo. En consecuencia, crearon un perfil en una 
página de Internet para conocer otras personas que 

tuvieran el mismo deseo. En ese marco, fueron con-

tactados por una mujer que les manifestó su intención 

de sumarse al proyecto parental. Luego de conocerse, 

acordaron que, si lograban tener un hijo, los tres iban 
a compartir su crianza. Para ello, recurrieron a las téc-

nicas de reproducción humana asistida de baja y alta 
complejidad, por la que el embrión se formaría con un 

gameto femenino aportado por D.V.K, quien actuó co-

mo mujer gestante, y un gameto masculino aportado 

por P.A.B.

Para quienes deseen profundizar en la historia de 
esta familia desde una mirada sensible y detallada, re-

sulta recomendable escuchar el segmento realizado por 
la periodista Gisele Sousa Dias en el programa Vuelta y 

Media de Radio Urbana Play 104.3 FM (Buenos Aires), 
emitido el 30 de abril de 20262. Allí se relata, con respe-

to y minuciosidad, el proyecto de vida y crianza llevado 

adelante por sus integrantes, ofreciendo un testimonio 

valioso que complementa la dimensión jurídica con la 

experiencia humana.
Continuando con el aspecto jurídico, antes del na-

cimiento, los tres progenitores iniciaron una acción de 

información sumaria para que se ordenara al Registro 

https://www.youtube.com/watch?v=7PIdIfv4f4Y
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de Estado Civil y Capacidad de las Personas de la Ciu-

dad de Buenos Aires la inscripción de la triple filiación 
del niño. Solicitaron que se dejara de lado el límite im-

puesto por el último párrafo del artículo 558 del CCyCN 

y que se aplicaran directamente al caso los derechos a 
conformar una familia, a desarrollar un plan de vida 

autónomo en ejercicio de la voluntad procreacional 

compartida y a la no discriminación, con fundamen-

to en los artículos 14 bis y 19 de la Constitución Nacio-

nal y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos con jerarquía constitucional. En subsidio, 
plantearon la inconstitucionalidad de dicha norma, 
en tanto prohíbe que una persona pueda tener más de 
dos vínculos filiales, cualquiera sea la naturaleza de la 
filiación.

III.1. La decisión de primera instancia

El Juzgado Nacional en lo Civil N° 7 hizo lugar a la ac-

ción y decretó tanto la inconstitucionalidad como la 

inconvencionalidad del artículo 558 último párrafo del 

Código Civil y Comercial de la Nación. La magistrada 

sostuvo que la triple filiación está resguardada por el 
artículo 19 de la Constitución Nacional y que “su pro-

yección no genera daños a terceros”, valorando así 
también el interés superior del niño. Asimismo, afirmó 
que no existe interpretación posible del artículo 558 
del citado código que permita la triple filiación, por lo 
que correspondía declarar su inconstitucionalidad. En 

consecuencia, ordenó de manera cautelar la inscrip-

ción de la triple filiación del niño, nacido antes del dic-

tado de la sentencia.

El Ministerio Público de la Defensa y el Ministerio 
Público Fiscal apelaron la decisión. Argumentaron que 

la determinación del límite de dos filiaciones estable-

cido en la citada norma del Código Civil y Comercial de 

la Nación constituye una cuestión que le corresponde 

definir al legislador, sin que quepa evaluar las cuestio-

nes de oportunidad, mérito y conveniencia ni sustituir 

su criterio.

III.2. La decisión de Cámara

La Sala E de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil confirmó la sentencia. Consideró probado que 
los tres solicitantes habían manifestado su “voluntad 
concurrente de llevar adelante un proyecto de repro-

ducción humana asistida de alta complejidad en virtud 
del proyecto de coparentalidad conjunta entre ellos 

trazado”.
Entendió que, a partir de lo dispuesto en los ar-

tículos 558 y 562 del CCyCN, se presenta un supuesto 

que no está normativamente regulado, por cuanto este 

último artículo dispone cómo se determina la filiación 
en un caso de reproducción humana asistida cuando, 
además de la mujer que da a luz, hay una sola persona 
que expresa su voluntad procreacional, mientras que 
en autos hay dos personas que expresan tal voluntad. 
Así entonces, interpretó que, toda vez que “la ley no 
aporta algún criterio razonable para preferir a uno o a 

otro, no se advierte cómo puede seleccionarse a uno de 

los interesados sin incurrir en una arbitraria discrimi-

nación con relación al otro”.

Sostuvo que el artículo 558 del código de fondo re-

sulta discriminatorio en tanto, según la jurisprudencia 

de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, no 
puede justificarse la imposición de un concepto “tra-

dicional” o “cerrado” de familia, por resultar violatorio 
del derecho a no ser objeto de injerencias arbitrarias en 
la vida privada familiar (artículos 11.2 y 17 de la Conven-

ción Americana sobre Derechos Humanos).
El fiscal general y la defensora de menores e inca-

paces de segunda instancia dedujeron sendos recursos 

extraordinarios. Ambos representantes de los minis-

terios públicos argumentaron que la aplicación al caso 

del límite de dos filiaciones establecido en el artículo 
558 del CCyCN es constitucional.

III.3. Decisión de la Corte

La Corte Suprema reafirmó que la ley establece con cla-

ridad que cada persona puede tener hasta dos vínculos 
filiales, definición que forma parte del régimen de fa-

milia diseñado por el Congreso, por lo cual no puede 

invocarse que exista un vacío normativo.
Los jueces remarcaron que declarar la inconstitu-

cionalidad de una norma es un recurso excepcional y 
que, en este caso, no se demostró que el límite de dos 

progenitores sea irrazonable o discriminatorio.

El fallo explicó que permitir más de dos vínculos 
podría generar conflictos en la responsabilidad pa-

rental, especialmente en decisiones sobre educación, 

residencia o patrimonio del niño, donde la ley exige 
consenso entre los progenitores.

Al mismo tiempo, la Corte aclaró que el límite le-

gal no excluye la participación de otras personas en la 
crianza, ya que el Código Civil y Comercial reconoce fi-

guras como la del progenitor afín, que otorga derechos 
y deberes en las familias ensambladas, como también 

la adopción por integración.

IV. Marco teórico en tensión

La problemática objeto de análisis se centra en deter-

minar si el artículo 558 del CCyCN, al limitar la filiación 
a únicamente dos vínculos, incurre en una restricción 

que podría resultar contraria y discriminatoria fren-

te a los estándares de protección consagrados en los 

tratados internacionales de derechos humanos con je-

rarquía constitucional. En este sentido, la cuestión se 

vincula con la tensión entre el principio de supremacía 

constitucional y convencional —que exige la adecua-

ción normativa interna a los compromisos internacio-

nales asumidos por el Estado argentino— y la potestad 

del legislador para definir el alcance de las institucio-

nes jurídicas.

Mientras que una interpretación crítica sostiene 

que la norma podría ser inconstitucional por desco-

nocer el principio de igualdad y el derecho a la identi-
dad en su dimensión familiar y afectiva, el Ministerio 

Público de la Defensa y el Ministerio Público Fiscal ar-

gumentan que el artículo 558 constituye una decisión 

de política legislativa, cuya valoración en términos de 

oportunidad, mérito y conveniencia excede el ámbito 
de control judicial. De este modo, se plantea un dilema 

teórico y práctico: si corresponde al Poder Judicial de-

clarar la inconstitucionalidad de la norma por su even-

tual contradicción con los tratados internacionales, o 

si debe prevalecer la deferencia hacia el legislador en el 
diseño de las categorías filiatorias.

Seguidamente, se presentarán algunos de los fun-

damentos invocados por la Corte Federal, tras lo cual 

se formularán observaciones críticas orientadas a evi-

denciar las tensiones y contradicciones que emergen 

en su interpretación constitucional y convencional de 

la legislación civil.

IV.1. El bloque de convencionalidad 
como parámetro interpretativo en el 
derecho civil argentino

En el Considerando 8vo, los Magistrados Rosenkrantz 

y Lorenzetti manifiestan: “En el presente caso, tenien-

do en cuenta que se debate sobre la validez de la regla 

que establece un máximo de dos vínculos filiatorios de 
manera genérica, sin distinciones basadas en las carac-

terísticas de los progenitores, se advierte la razonabili-

dad de la decisión del legislador (artículo 28 de la CN)”.
Con la constitucionalización del derecho priva-

do —esto es, a partir de la reforma constitucional de 

1994 que incorporó en el art. 75, inc. 22, los Tratados 

y Convenciones internacionales al ordenamiento jurí-

dico argentino—, el Código Civil dejó de ser la única 

respuesta normativa frente a las demandas sociales. 

En consecuencia, la Constitución Nacional (CN) y los 

instrumentos internacionales de derechos humanos 
con jerarquía constitucional poseen fuerza normativa 

de aplicación directa. El sistema judicial se encuentra 

obligado a ejercer un control de constitucionalidad y 

convencionalidad difuso, teniendo como parámetro la 

CN y los tratados internacionales de derechos huma-

nos. Del mismo modo, el Código Civil y Comercial de la 
Nación en sus arts. 1, 2 y 3, dispone que toda situación 
debe resolverse conforme a la CN y a los tratados de 

derechos humanos, imponiendo a los jueces el deber de 
dictar decisiones razonablemente fundadas no sólo en 

la ley interna, sino también en la Constitución.

Los derechos fundamentales y los derechos huma-

nos en sus distintas variables (expresos o implícitos, 
subjetivos o colectivos, no patrimoniales y patrimonia-

les) son creados exclusivamente por la Constitución y 
los instrumentos internacionales sobre derechos hu-

manos con jerarquía constitucional. Las leyes no crean 

derechos, tan solo cumplen la función de garantizar, 
de manera primaria y general, los derechos creados. 
El techo del sistema de fuentes argentino no es la ley 
—por más que se trate del Código Civil y Comercial—, 

sino la Constitución y los instrumentos internaciona-

les sobre derechos humanos con jerarquía constitucio-

nal. En nuestro modelo, los jueces y las juezas tienen la 

facultad y la obligación de ejercer —aún de oficio— el 
control de constitucionalidad y el control de conven-

cionalidad interno judicial (especialmente cuando los 

otros poderes omitieron ejercer el control de conven-

cionalidad interno dentro del ámbito de sus competen-

cias) teniendo como parámetro la Constitución los ins-

trumentos internacionales sobre derechos humanos 
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que tienen jerarquía constitucional (Gil Domínguez y 
Herrera, 2024)3.

El eje del planteo consiste en determinar, a la luz del 

control de constitucionalidad y convencionalidad, si la 

limitación binaria de la filiación vulnera derechos hu-

manos y desconoce el principio del interés superior del 

niño, sin perder de vista que se trata de un niño nacido 

mediante técnicas de reproducción humana asistida, 
respecto del cual tres adultos manifestaron su voluntad 

procreacional y la exteriorizaron en los correspondien-

tes consentimientos informados, dando lugar a una 

configuración familiar no tradicional.
La postura mayoritaria de la Corte se ha limitado a 

subsumirse a la voluntad del legislador, bajo el argu-

mento de que la declaración de inconstitucionalidad 

constituye un acto de última ratio y que no corresponde 

a la judicatura sustituir al legislador. Ello implicó, en 

los hechos, una renuncia al control de constitucionali-
dad y convencionalidad judicial interno, contrariando 

el mandato constitucional previamente señalado.

IV.2. Interés Superior del niño versus 
Intereses de los adultos

En el considerando 11° Rosenkrantz y Lorenzetti 

agregan:

Por lo demás, la decisión de la Cámara resulta evi-

dentemente infundada en este aspecto. Se ha ba-

sado primordialmente en el interés de los peticio-

narios adultos a la par que ha afirmado, mediante 
consideraciones dogmáticas, que el régimen de 

triple paternidad se efectúa en el interés superior 

del niño” A lo que Rosatti añade que: “Ello conduce 
a presumir que lo decidido tiene fundamento en el 

mero interés de los adultos que pretenden ser ins-

criptos como progenitores. (Considerando 16)

En el campo del derecho filial, la gran mayoría de las 
decisiones son llevadas adelante por adultos en conso-

nancia con el interés superior del niño. En la filiación 
biológica, la mayoría de los niños nacen como conse-

cuencia de decisiones y/o búsquedas de los adultos, 
quienes además adoptan múltiples determinaciones 

vinculadas a su crianza —como la elección del jardín de 

infantes o la vestimenta— sin que ello pueda calificar-

se, en sí mismo, como una decisión adultocéntrica. En 

la filiación adoptiva, los adultos transitan un proceso 
institucionalizado que culmina con la inscripción en el 

registro de pretensos adoptantes. De modo semejante, 
en las técnicas de reproducción humana asistida, los 
adultos expresan su voluntad procreacional mediante 
el consentimiento informado.

Precisamente, es en el ámbito del derecho filial 
donde el interés de los adultos converge con el inte-

rés superior del niño: sin la decisión de los primeros, 

3 Gil Domínguez, A. y Herrera, M. (2024), Gestación por sustitución: un fallo de la Corte Suprema de Justicia que desconoce el Estado constitucional y convencional de derecho argentino, La 
Ley, 5 de noviembre de 2024, Cita: TR LALEY AR/DOC/2793/2024.

4 Herrera, M. (2026), La Corte Federal que no queremos - Una respuesta conservadora para una sociedad plural, Boletín Diario Rubinzal Culzoni, marzo de 2026, disponible en Rubinzal Online, 
RC J 1453/26.

5 Pietra, M. L. (2020), Pluriparentalidad en la filiación por naturaleza y humanización de la justicia, Revista Código Civil y Comercial, diciembre de 2020, pp. 135-146, disponible en: TR LALEY AR/
DOC/3592/2020.

6 De la Torre, N. (2016), La triple filiación desde la perspectiva civil, Revista de Derecho Privado y Comunitario, tomo 2016-1, pp. 117-143.

jamás podría configurarse el interés de los segundos. 
Por ello, salvo excepciones, no se verifica una relación 
de oposición o tensión, sino más bien una conjunción, 

complementariedad o incluso una “sociedad” entre 
ambos intereses (Herrera, 2026)4.

Se trata de decisiones que involucran derechos de 
niños y niñas, los cuales, en caso de hallarse en pug-

na con los de personas adultas, deben prevalecer, con-

forme al principio del interés superior del niño, que 

consiste en la satisfacción de una mayor cantidad de 

derechos en el caso concreto. Y es esta la norma de in-

terpretación que guía todas las decisiones que se adop-

ten en torno a ellos (Pietra, 2020)5. En el caso en con-

creto, la decisión de los adultos involucrados respeta el 

interés superior del niño, cuya existencia es fruto de 
esa decisión y quien, gracias a ella, disfruta de la crian-

za y del afecto legítimo de tres adultos con quienes ha 
forjado un vínculo parental de hecho, cuyo reconoci-
miento jurídico se reclama.

La Corte, sin embargo, se muestra ajena a la diná-

mica social contemporánea, en la que proliferan casos 

semejantes. Esta desconexión revela una demanda in-

soslayable: el reconocimiento jurídico de nuevas for-

mas de organización familiar, especialmente aquellas 

integradas por tres adultos, que desafían el paradig-

ma binario tradicional y exigen un marco normativo 
acorde.

En palabras de la especialista De la Torre (2016): 
“Muchas veces, los discursos más encendidos en defen-

sa del derecho a la identidad de los niños/as nacidos/
as por Técnicas de Reproducción Humana Asistida (en 

adelante, TRHA) heterólogas esconden, tras el sofisma 
del “interés superior del niño” y con alusiones de índole 
constitucional y/o convencional, una oposición férrea a 
estas realidades familiares diversas, es decir, constitui-

das por fuera del binarismo filial heterosexual”6.

IV.3. Titularidad y ejercicio de la 
responsabilidad parental. Dos figuras 
distintas

“Además, el Código Civil y Comercial diferencia en-

tre la titularidad de la responsabilidad parental, el 

ejercicio de la responsabilidad parental y su dele-

gación (artículos 638 a 645); el cuidado personal de 
los niños (artículos 648 a 657); así como la existen-

cia de progenitores afines (artículos 672 a 676); y 
contempla un derecho de comunicación amplio en 
favor de “quienes justifiquen un interés afectivo le-

gítimo” (artículo 556). Como se advierte, la ley prevé 
la posibilidad de que se desarrollen numerosas re-

laciones entre niños y adultos —y se reitera— sin 

que ninguna de ellas constituya una discriminación 

en razón del sexo, género, orientación sexual, ca-

lidad de filiación matrimonial o extramatrimonial 
(artículo 558, segundo párrafo) u otra categoría. En 

rigor, no efectúa distinción alguna, sino q ue limita 

el número de filiaciones, sin que esto pueda consi-
derarse discriminatorio en ningún sentido razona-

ble de esta calificación”. (Considerando 9°)

Otro error en el que incurre la Corte es no diferenciar la 
titularidad de la responsabilidad parental de otras figu-

ras que implican el ejercicio de dicha responsabilidad. 
Cuando se reconoce el vínculo filial, tal determinación 
trae otras consecuencias como ser el ejercicio de la res-

ponsabilidad parental, el cuidado personal, alimentos, 

entre otros. Esto no tiene nada que ver con el recono-

cimiento de determinados derechos a ciertas personas 
con quien se tiene un vínculo afectivo por derivación, 

como sucede por ejemplo con el progenitor afín.

En este considerando se advierte una confusión 

conceptual: se mezclan derechos y deberes familiares 
que operan en situaciones distintas al caso bajo aná-

lisis. Aquí lo que se pretende es el reconocimiento del 

vínculo filial entre tres adultos. Si los tres han mani-
festado su voluntad procreacional conforme a derecho 
(arts. 560 a 562 del CCyCN), ¿cuál de ellos debería ser 
desplazado de ese vínculo para asumir el rol de “proge-

nitor afín” o limitarse a un régimen de comunicación, 
cuando el niño mantiene con los tres una relación de 

hijo con padre/madre en igualdad de condiciones?
La petición se centra en el reconocimiento de un 

vínculo filial, lo cual no guarda relación con la figura 
del progenitor afín, ni con la delegación del ejercicio 

de la responsabilidad parental regulada en el art. 643, 
ni con el derecho de comunicación del art. 556. Tales 
instituciones no han sido objeto del planteo y resultan 
ajenas al pedido formulado.

El examen realizado por los miembros de la Corte 
revela, en consecuencia, un desconocimiento del ob-

jeto del debate y una imposibilidad —alimentada por 

una fuerte barrera ideológica— de comprender y aten-

der las realidades familiares actuales.

Y como si esto no fuera suficiente, avanzando en la 
lectura del fallo, precisamente en el considerando nro. 

15, el juez Rosatti asevera: “los demandantes no han de-

mostrado de modo fundado que sus pretensiones filia-

torias carezcan de respuesta en otro instituto jurídico, 

tal como podría ser la adopción de integración, meca-

nismo previsto en la legislación vigente (artículo 630 y 
ccdtes. Del Código Civil y Comercial de la Nación)”. Pa-

rece ser que ahora sería necesario probar un hecho ne-

gativo, algo inédito en nuestro ordenamiento jurídico, 

demostrando que no existen otras figuras adecuadas al 
planteo en cuestión.

La adopción por integración no puede ser el insti-

tuto jurídico que otorgue respuesta al caso en análi-

sis. Por un lado, porque aquí no está en duda la causa 

fuente filial, sino el aspecto numérico. Por otro lado, 
porque la adopción por integración presenta varios in-

convenientes: supone la adopción del propio hijo bio-

lógico, y además violaría el principio de igualdad y no 

discriminación, en razón de que un progenitor tendría 
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un vínculo filial por aplicación de la institución del re-

conocimiento (perteneciente a la figura de la filiación 
biológica y no de las TRHA) y el otro progenitor lo sería 

a través de la adopción de integración, siendo esta últi-

ma más endeble a tenor de sus consecuencias jurídicas, 

en particular, la revocación.

Sin embargo, no es la primera vez que la Corte 

Suprema sugiere la utilización de la adopción de in-

tegración como mecanismo para resolver conflictos 
filiatorios. En el precedente “S., I. N. c. A., C. L. s/im-

pugnación de filiación” (2024), el tribunal confirmó la 
sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 

Civil, Sala E, que rechazó la demanda de impugnación 
de maternidad promovida por un matrimonio iguali-

tario contra la mujer que actuó como gestante sin in-

tención de asumir la maternidad, en el marco de un 

proceso de gestación por sustitución. En esa oportuni-

dad, se ordenó inscribir a la gestante como madre y se 

indicó que el copadre, con voluntad procreacional pero 

sin aporte genético, debía recurrir a la adopción por 

integración prevista en el artículo 630 del Código Civil 
y Comercial. Entre los considerandos, la Corte sostu-

vo: “Que, por lo demás, las partes no han demostrado 
de modo fundado que sus pretensiones filiatorias ca-

rezcan de respuesta en otro instituto jurídico, tal co-

mo podría ser la adopción de integración, mecanismo 

previsto por la legislación vigente (art. 630 y ccdtes. del 
Cód. Civ. y Com.)”. Esta misma lógica se repite en el 
fallo actualmente bajo análisis.

No obstante, las dificultades que presenta la adop-

ción de integración son múltiples. Además de la po-

sibilidad de revocación, en casos como el señalado se 

plantea la paradoja de que el progenitor debe adoptar 

a su propio hijo biológico o genético. Surgen entonces 
interrogantes relevantes: ¿qué sucedería si, luego de 
varios años, la pareja se separa? ¿Podría mantenerse la 
adopción de integración cuando ya no se trata del hi-
jo de un conviviente o cónyuge, como exige el artículo 
620, último párrafo, sino del hijo de un exconviviente o 
excónyuge? ¿No implica ello condicionar el ejercicio de 
derechos constitucionales y convencionales al mante-

nimiento forzado de una convivencia, bajo el riesgo de 

que la adopción sea rechazada por incumplir requisitos 
formales? Estas tensiones evidencian que la adopción 
de integración, lejos de ser una respuesta adecuada, 

puede convertirse en un obstáculo para la protección 

plena del interés superior del niño.

IV.4. Más progenitores, ¿más 
desacuerdos?

Los magistrados Rosenkrantz y Lorenzetti continúan 

desatendiendo la fuerza de la realidad en la crianza 

pacífica y amorosa que han venido llevando estos tres 
adultos durante cuatro años, y señalan en el Conside-

rando 9° : “En otras palabras, restringir la posibilidad 
de desacuerdos es preciso si se quiere limitar las ins-

tancias en que el Estado deba intervenir para dirimir 

conflictos intrafamiliares y los efectos negativos de la 

7 Krasnow, A. N. (2026), Emplazamiento en el triple vínculo familiar: incidencia de la biografía familiar, La Ley, 4 de mayo de 2026, pp. 10-14.

8 Herrera, M. (2026), La Corte Federal que no queremos. Una respuesta conservadora para una sociedad plural, Boletín Diario Rubinzal Culzoni, 18 de marzo de 2026, disponible en: Rubinzal 

Online, RC D 121/2026.

9 T., L. G. (D.A.M.R.) s/ adopción integrativa, Expediente VI-00620-F-2024, Unidad Procesal de Familia N.º 5 de Viedma (Río Negro), 2024.

conflictividad familiar que se generaría potencialmen-

te por la existencia de tres o más progenitores o, inclu-

so, de la filiación comunitaria”.
No existen datos fidedignos que respalden la pos-

tura de los magistrados al sostener que la existencia de 
más de dos vínculos filiales incrementaría el nivel de 
conflicto intrafamiliar. Tampoco se citan doctrinas ni 
investigaciones que avalen dicha teoría.

Por el contrario, basta con observar la realidad ju-

dicial de los tribunales de familia para advertir que la 

mayoría de los conflictos se originan en familias “tra-

dicionales”, donde rige el doble vínculo filial clásico. 
Ello demuestra que la conflictividad no depende de la 
cantidad de vínculos reconocidos, sino de la dinámica 

relacional y del cumplimiento efectivo de las responsa-

bilidades parentales.

Desde este argumento que utiliza la Corte en cuan-

to a sostener que el emplazamiento en el triple vínculo 

complejiza la solución de controversias derivadas del 

incumplimiento de los deberes de la responsabilidad 

parental presupone una consecuencia negativa que en 

la misma dimensión puede concurrir cuando el empla-

zamiento se corresponde con la regla del doble vínculo 

(Krasnow, 20267).

En lugar de proyectar conflictos futuros, el verda-

dero desafío de un derecho de las familias humanizado 
consiste en diseñar estrategias y soluciones orientadas 

a prevenir —o al menos mitigar— los desencuentros 

entre los adultos responsables. El Derecho, como cons-

trucción social, debe estar al servicio de la comunidad 

y no a la inversa; su finalidad esencial es garantizar un 
orden social justo, guiado siempre por el valor justicia.

Lastimosamente, la Corte desaprovechó la oportu-

nidad de pronunciarse sobre una cuestión respecto de 

la cual los tribunales del país vienen resolviendo desde 

hace años. Existen al menos 58 precedentes en los que 
se ha reconocido la triple filiación, con diversas fuen-

tes filiales, lo que demuestra que la práctica judicial ya 
ha avanzado en la construcción de respuestas acordes 
a las nuevas realidades familiares: biológica (29), adop-

ción (18), TRHA (4), técnica de inseminación casera (2) 

y socioafectividad (5) (Herrera, 20268).

Afortunadamente, tuve el honor de intervenir como 
abogada patrocinante en uno de esos 58 casos, donde 

el pretenso adoptante —quien durante más de diez 

años había ejercido de hecho el rol de progenitor afín 
de M.— buscó plasmar jurídicamente ese vínculo me-

diante una adopción por integración. Al mismo tiem-

po, solicitamos el reconocimiento de la triple filiación 
de M., sin que ello implique el desplazamiento de su 

padre biológico.

Así, haciendo lugar al planteo realizado, la Jueza 
analizando en clave constitucional – convencional, 

comprendiendo la realidad de esta familia y el deseo 

genuino del adolescente, sentenció:

En este caso, desconocer el derecho de M. al re-

conocimiento judicial de sus dos papás, como él 

considera a A. y L., sería cercenar su derecho a la 

vida privada familiar y el desconocimiento de su 

identidad construida (faz dinámica del derecho a 
la identidad). En suma equivaldría a negar su rea-

lidad, sus afectos y su pedido expreso de reconoci-
miento jurídico del vínculo de afecto paterno-filial 
que se forjó junto a L. en su infancia, se mantuvo 

—y mantiene a lo largo de su vida— (…). Aquí no se 

plantea una tensión entre lo biológico y lo afectivo 

sino que, contrariamente, todos los integrantes de 

este vínculo (M., su mamá, su papá y L.) comparten 

el deseo de obtener el reconocimiento de la pluripa-

rentalidad que ya es un hecho en la realidad, por lo 
cual considero que corresponde hacer lugar a la de-

manda en todos sus términos, por entender que esa 

es la decisión que garantiza el derecho de M. a vivir 
en familia, el respeto a su autonomía progresiva, 

su derecho a que la identidad dinámica construida 
se vea reflejada en su documentación, todo lo cual 
conforma su interés superior.9

Es imprescindible no perder de vista que, al momento 

de dictar sentencia en un caso, el juez debe evaluar qué 

solución concreta está aportando a esa familia. No se 

trata únicamente de realizar un análisis abstracto de 

la normativa vigente, sino también de considerar las 

realidades cotidianas que atraviesan las personas y el 

impacto que una resolución judicial puede tener en sus 

vidas, ya sea para mejorarla o, por el contrario, para 

agravarla.

V. Palabras finales

El sometimiento acrítico a la voluntad legislativa, la 

renuncia al control de constitucionalidad y conven-

cionalidad, la exclusión de la deliberación pública y la 
omisión de la escucha del niño configuran una combi-
nación peligrosa que amenaza los planes de vida de las 

personas. En el marco de un derecho constitucional y 
convencional de las familias, la pluralidad y diversidad 

deben ser garantizadas, no restringidas. Reconocer la 

multiparentalidad es, en definitiva, reconocer la digni-
dad, la libertad y la justicia como valores rectores de 

nuestro sistema jurídico.

La pluriparentalidad existe en la realidad social y, 
por ello, el Derecho y la Justicia no deben negar ni invi-
sibilizar, sino reconocer y regular sus efectos: derechos 
alimentarios, hereditarios, de comunicación y de pa-

rentesco, entre otros. El apellido, además, no se reduce 

a un mero signo de filiación, sino que implica asumir 
responsabilidades y vínculos jurídicos que trascienden 

la formalidad registral.
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Resumen

El presente artículo realiza un análisis de la jurispru-

dencia del Superior Tribunal de Justicia de Río Negro 

en materia de plazo de prescripción aplicable a los con-

tratos de seguro cuando el vínculo entre las partes es 

una relación de consumo. La temática en cuestión no 

ha sido resuelta de manera pacífica por los tribunales 
del país. Tampoco existe coincidencia en las soluciones 
propuestas por la doctrina. Lo dicho torna debatible 
la cuestión y susceptible de un análisis como el que se 

realiza a continuación.

Palabras clave

Plazo de prescripción; Ley de Seguros; derechos del 
consumidor; relación de consumo; Código Civil y 

Comercial.

I. Introducción

En fecha 24 de abril de 2023, el Supremo Tribunal de 
Justicia rionegrino (en adelante, STJ) tuvo oportunidad 

de determinar cuál es el plazo de prescripción aplica-

ble a la obligación que nace de los contratos de seguro 

cuando media una relación de consumo. En particu-

lar, si resulta de aplicación el plazo de un año previsto 

en la Ley de Seguros N° 17.418, o bien el de cinco años 

—genérico— conforme establece el art. 2560 del Códi-

go Civil y Comercial.

En la disyuntiva se encuentra en juego la protec-

ción al consumidor, sujeto de especial tutela, cuyos de-

rechos gozan de jerarquía constitucional, puesto que 
tomar el plazo de un año previsto en la ley de seguros 

implica otorgar un plazo menor al que se toma en las 

acciones promovidas por consumidores y/o usuarios 
en general.

II. El fallo bajo análisis

La sentencia por analizar data de fecha 24/04/2023, 
recaída en el Expte. N° BA-30812-C-0000, en autos 
caratulados como “Torres, Darío Alejandro c/ Caja de 
Seguros S.A. S/ Cumplimiento de Contrato (Ordinario) 
- Casación”, resuelta por el Superior Tribunal de Justi-
cia de Río Negro.

III. Hechos relevantes del caso

En el caso mencionado, la aseguradora demandada 

planteaba la defensa de prescripción en los términos 

del art. 58 de la Ley de Seguros N° 17.418 (LS). Conforme 

antecedentes de la causa, en primera y segunda instan-

cia se rechazó el planteo de prescripción opuesto por 
la aseguradora, ya que para los tribunales inferiores el 

plazo de prescripción aplicable era el genérico de cinco 

años previsto en el Código Civil y Comercial (CCyC).

La temática puesta a revisión del STJ se centra en 

determinar el plazo de prescripción aplicable al recla-

mo efectuado por el asegurado/consumidor. Esto es, si 
resulta de aplicación el término de un año fijado en el 
art. 58 de la Ley de Seguros N° 17.418, conforme pro-

pugna la aseguradora recurrente; o bien el de cinco 

años establecido en el art. 2560 del CCyC, tal como se 

resolvió en las instancias inferiores.

Según el art. 58 de la LS, “las acciones fundadas en 
el contrato de seguro prescriben en el plazo de un año, 

computado desde que la correspondiente obligación es 

exigible”.
Sostiene la demandada que el art. 2560 del Código 

Civil y Comercial de la Nación no resulta de aplicación 

al caso, dado que el art. 2532 de dicho cuerpo legal esta-

blece que las normas de este Capítulo son aplicables a 

la prescripción adquisitiva y liberatoria en ausencia de 

disposiciones específicas y, en materia de prescripción 
de seguros, existe una norma específica.

IV. Problema jurídico

El problema jurídico planteado en el fallo bajo análisis 

es la determinación del plazo de prescripción aplicable 

a la obligación que nace del contrato de seguro, cuan-

do la relación que vincula a las partes es una relación 

de consumo en los términos de la ley Nacional 24.240 

(LDC). En particular, si resulta de aplicación el plazo de 
un año previsto en el art. 58 de la Ley de Seguros, ley 
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17.418, o bien el plazo genérico de cinco años estableci-

do en el Código Civil y Comercial de la Nación.

Para entender el motivo de la dicotomía cabe rea-

lizar un breve repaso histórico: a) En el año 1993 se 
dictó la ley 24.240 que originariamente disponía que 

“las acciones y sanciones emergentes de la presente ley 
prescriben en el término de 3 (tres) años”; b) dicho tex-

to fue modificado por el art. 23 de la ley 26.361, por el 
cual se estableció en el art. 50 que “las acciones judicia-

les, las administrativas y las sanciones emergentes de 

la presente ley prescribirán en el término de tres años. 

Cuando por otras leyes generales o especiales se fijen 
plazos de prescripción distintos al establecido prece-

dentemente se estará al más favorable al consumidor 

o usuario”.
Hasta ahí, el Superior Tribunal provincial (y en ge-

neral la jurisprudencia nacional) aplicó el plazo de pres-

cripción de tres años previsto en la norma consumeril.

El debate se reeditó a partir de la sanción de la ley 

26.994 que sustituyó el art. 50, LDC, y puso en vigencia 
el Código Civil y Comercial de la Nación, provocando 

algunas modificaciones en la ley 24.240, entre ellas, el 
plazo de prescripción aplicable a los contratos de con-

sumo. El nuevo texto del art. 50, LDC, quedó reducido, 
refiriéndose solamente a “las sanciones emergentes de 
la presente ley”, eliminando toda referencia a las accio-

nes judiciales y administrativas.

Es a partir de la entrada en vigencia del CCyC, en-

tonces, que la LDC ya no regula el plazo de prescrip-

ción de las acciones judiciales de consumo. En virtud 

de ello, se han desatado opiniones divergentes tanto en 
la doctrina como en la jurisprudencia respecto de si el 

plazo de prescripción aplicable a las acciones judiciales 

emergentes del contrato de seguro es el de un año esta-

blecido en la Ley de Seguros o el genérico de cinco años 

previsto en el CCyC.

V. Decisión del Tribunal

El máximo Tribunal rionegrino —con los votos de los 
Dres. Barotto y Apcarián, la adhesión de los Dres. Ceci 
y Criado y la abstención de la Dra. Piccinini— acogió 
el recurso deducido por la aseguradora y tomó el plazo 

de prescripción de un año previsto en la ley de seguros, 

revocando la decisión de la instancia anterior.

Tal decisión es resultado de entender que el plazo 

de prescripción para las acciones de consumo es el ge-

nérico de cinco años conforme el art. 2560 del CCyC, 

siempre que no exista un plazo especial, según lo dis-

pone el art. 2532 del mismo cuerpo normativo. Por lo 
tanto, en virtud de existir un plazo especial en materia 
de seguros —ley especial— (art. 58), tiene prevalencia 

este último.

El fallo sostiene, con cita doctrinaria, que tal deci-

sión no implica una violación al principio de interpre-

tación en favor del consumidor previsto en el art. 1094 

del CCyC, ya que, aun cuando otorga preeminencia a 

las disposiciones en materia de consumo, en lo concer-

niente a la prescripción de la acción es el propio Código 

1 Irigoyen, R. (1994), Fundamentos de la cláusula constitucional sobre defensa del consumidor, La Ley, t. 1994-E, p. 1020.

2 Marques, C. L. (2003), Diálogo entre o Código de Defesa do Consumidor e o novo Código Civil: do “diálogo das fontes” no combate às cláusulas abusivas, Revista de Direito do Consumidor, vol. 

45, enero-marzo de 2003, pp. 71-99.

el que reenvía a la ley especial y a su plazo en el art. 

2532.
Echa mano para así decidir al principio de la espe-

cialidad de la norma lex specialis derogat legi generali. En 

tanto la ley de seguros es ley específica en esa materia, 
nunca podría ser dejada sin efecto por una disposición 

de carácter general, como sería el CCyC. Al respecto, 

se apoya en precedentes de la Corte Suprema de la 

Nación, que en materia de seguros ha sostenido que 
“una ley general posterior no deroga ni modifica, im-

plícita o tácitamente, la ley especial anterior” (“Buffo-

ni”) y que “la ley de Seguros constituye una ley especial 
con relación a la que regula los contratos de consumo” 
(“Flores”).

Por otra parte, agregó que en tanto existe una nor-

ma en el derecho positivo nacional que dispone que las 
acciones fundadas en el contrato de seguro prescri-

ben en el plazo de un año, no resultaría válido que se 

decida su inaplicabilidad sin su previa declaración de 

inconstitucionalidad.

VI. Análisis crítico

El fallo en estudio llama la atención si se tiene en cuen-

ta el criterio adoptado en oportunidades anteriores 

por el STJ en materia de derecho de los consumidores 
y usuarios. En particular, cuando estos se encontra-

ron en pugna con otros microsistemas legales, como 

fue el caso del emblemático debate sobre el “pagaré de 
consumo”.

En aquella oportunidad, el derecho cambiario se 
vio enfrentado con el derecho del consumidor y, en tér-

minos muy generales, prevaleció este último, el cual, 

según palabras del tribunal (con otra composición), 

“está dotado de una jerarquía superior a cualquier sub-

sistema legal de derecho común” (Se. 81/17 in re “Credi-
coop”). En consecuencia, bien podría imaginarse que al 
plantearse la cuestión sobre el plazo de prescripción, la 

votación iría en favor del plazo más amplio para el con-

sumidor, priorizando la interpretación más favorable 

para los consumidores y usuarios por sobre el subsis-

tema de seguros.

Allí también se recordaron los fundamentos ex-

puestos en la Asamblea Constituyente del año 1994 a la 

hora de efectuar la presentación del futuro art. 42. En 
esa oportunidad se expresó que: “Esta categorización 
de derechos sirve como finalidad de la política, por una 
parte; como teleológico para los poderes del Estado, 

por otra, y además como específica herramienta her-

menéutica para el Poder Judicial de la Nación”1.

Teniendo en cuenta ello, el STJ dijo que la amplitud 

y el detalle con que se consagran los diversos derechos 
del consumidor dentro del art. 42 “implican un cambio 
evidente del paradigma de interpretación normativa, 

que trasciende holgadamente las fronteras y cánones 
del Derecho Privado, para situarse como uno de los ejes 
centrales del sistema constitucional aparecido a partir 

del año 1994”.

A criterio del autor, entonces, la decisión más 

ajustada a los lineamientos antes dados por el mismo 

cuerpo jurisdiccional era la posición más favorable al 

consumidor. Esta solución estaría dada a partir del art. 

1094 CCyC que establece que, en caso de duda sobre la 

interpretación del Código o las leyes especiales, preva-

lece la más favorable al consumidor. En el caso existía 
tal duda: dos plazos de prescripción distintos para un 

mismo caso. La solución a adoptarse se encuentra en la 

propia norma: debió adoptarse la interpretación más 

favorable al consumidor.

Aplicando esta misma norma, el primer voto, del 

Dr. Apcarián, llega a una solución distinta: entiende 
que en caso de dudas debe prevalecer la norma —no la 

interpretación— más favorable al consumidor, y ella es 

justamente el propio Código que reenvía a la ley espe-

cial de seguros, cuyo resultado es el menos favorable al 

consumidor en pleito.

Por otro lado, no resulta del todo convincente el he-

cho de que la Ley de Seguros sea la ley especial y por 
tanto debe primar esta por aplicación del principio de 

especialidad, puesto que, visto desde la otra óptica, la 

especialidad también estaría dada por la relación de 

consumo subyacente en el contrato, cuyo régimen pro-

tectorio debe ser observado con especial atención por 

tratarse de un régimen legal de orden público (art. 65 

LDC), su calificada finalidad tuitiva (arts. 3 y 37 LDC) y 
su jerarquía constitucional (art. 42 CN). Esto permiti-

ría invertir el principio de especialidad: cuando la “ley 
general” posterior es a su vez una norma de orden pú-

blico con jerarquía constitucional, el principio clásico 

debería ceder.

Además, este criterio interpretativo clásico no re-

sultaría ser el más adecuado a partir de la entrada en 

vigencia del CCyC. Como sostuvieron los autores del 

anteproyecto del CCyC, las previsiones en materia de 

Derecho del Consumidor en dicho cuerpo normativo 
constituyen una “protección mínima”, un “núcleo du-

ro de tutela” que tiene efectos importantes en materia 
de interpretación normativa, puesto que se establece 

un “diálogo de fuentes” de manera tal que el Código 
recupera una centralidad para iluminar a las demás 

fuentes.

En materia de derechos del consumidor, el diálo-

go de fuentes permite asegurar a la persona humana, 
consumidora y lega, una tutela especial y digna, con-

forme los valores y los principios constitucionales de 

protección especial, y renovar la aplicación del propio 

sistema constitucional, con prevalencia de los tratados 

internacionales de derechos humanos, concretizando 
el principio pro homine2.

Esta nueva herramienta de interpretación adopta-

da por los autores del anteproyecto del CCyC implica 

que la solución de los conflictos de leyes emerge aho-

ra de un diálogo entre las fuentes más heterogéneas. 
Estas fuentes no se excluyen, sino que ellas “hablan” 
unas a las otras y los jueces son llevados a coordinar 

esas fuentes “escuchando” lo que las fuentes dicen. De 
esta manera, el intérprete de una ley especial recurrirá 

al Código para determinar los pisos de tutela conforme 
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con el principio de interpretación más favorable al con-

sumidor. Así, el resultado bien podría arrojar que la ley 

especial no puede derogar el piso mínimo de protec-

ción de los consumidores.

Asimismo, indagando en la voluntad del legislador, 

surge que en el capítulo destinado a los contratos de 

consumo los redactores señalan que esta constituye 

una fragmentación del tipo general de los contratos, que influ-

ye sobre los tipos especiales, y de allí la necesidad de incorpo-

rar su regulación en la parte general3.

El Tribunal Superior de la provincia de Córdoba, 

paradójicamente en un fallo cuyo actor se apellida To-

rres, resolvió ante la misma dicotomía en favor del pla-

zo de prescripción de cinco años del CCyC, siguiendo 

estas directrices del nuevo código.

Para el tribunal cordobés resultó trascendental la 

incorporación en el Código Civil y Comercial de un ca-

pítulo especialmente destinado a regular el contrato de 

consumo, en tanto ello determina que la solución de 

los conflictos que se susciten en torno a este instituto 
—como el plazo de prescripción aplicable— debe bus-

carse dentro de ese cuerpo legal, pues ello lo sugiere el 

canon interpretativo denominado “sistémico”, según el 
cual se atribuye el significado de una norma en función 
de su contexto.

El máximo tribunal cordobés también tuvo en 
cuenta las decisiones adoptadas por la Corte Suprema 

en “Buffoni” y “Flores”, pero diferenció que en aque-

llos precedentes “se puso en entredicho el alcance de 
las cláusulas del contrato de seguros, en el sub lite el 

conflicto surge por la existencia de 2 normas jurídicas 
sustanciales que aspiran a reglar la prescripción extin-

tiva”. Ello impedía transpolar directamente el criterio 
adoptado por la Corte al caso en estudio.

Por otra parte, uno de los argumentos más impor-

tantes de la sentencia rionegrina es la necesidad de la 

declaración de inconstitucionalidad de la norma de 

seguros para prescindir de su aplicación. No compar-

to esta lógica, pues una postura a favor del plazo más 

amplio para el consumidor no implica necesariamente 

dejar sin efecto el art. 58 de la LS, sino integrar el sis-

tema mediante el principio pro consumidor del art. 1094 

CCyC y art. 42 de la CN, que opera como herramienta 
interpretativa, no de inaplicabilidad. Es decir, la inte-

gración hermenéutica no implica necesariamente la 
declaración de inconstitucionalidad, herramienta esta 
de última ratio. En tal caso, la norma de seguros que-

dará vigente para los contratos de seguro en los cuales 

no se encuentre configurada una relación de consumo.

VII. Conclusión

El conflicto jurídico resuelto por el Superior Tribunal 
rionegrino es objeto de soluciones contrapuestas. En 

consonancia con lo decidido por el órgano provincial se 

encuentra también la Suprema Corte bonaerense en el 

precedente “Toscano”, que decidió que el plazo aplica-

ble es el de un año previsto en la ley especial de seguros. 

La contracara se encuentra en el resolutorio del Tribu-

nal Superior cordobés aquí sintéticamente reseñado. 

Las soluciones disímiles indican que la interpretación 

3 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos (2012), Proyecto de Código Civil y Comercial de la Nación: mensaje del Poder Ejecutivo Nacional Nº 884/2012, Buenos Aires: Infojus.

y solución final debiera llegar de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación.

Tal solución, conforme se expresa en los apartados 
anteriores, debiera ser la que haga prevalecer el plazo 
de cinco años por ser este el más amplio para el consu-

midor. De esta manera se estaría en favor de la inter-

pretación más favorable al consumidor, como manda 

el art. 1094 del CCyC, priorizando el carácter tuitivo de 

este subsistema dotado de jerarquía constitucional.
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Resumen

El presente trabajo analiza críticamente una línea ju-

risprudencial reiterada de los tribunales provinciales 

de la provincia de Río Negro que sostiene la competen-

cia de la justicia ordinaria en causas regidas por la Ley 

de la Navegación N.º 20.094, cuando los hechos se de-

sarrollan en aguas calificadas como provinciales.
A partir del comentario de un dictamen firme, se 

examina la confusión conceptual entre el dominio ad-

ministrativo provincial del mar territorial y la jurisdic-

ción judicial en materia de almirantazgo. Con apoyo en 

doctrina especializada, se sostiene que las facultades 

administrativas provinciales sobre los recursos natu-

rales no desplazan la competencia federal prevista en 

el art. 116 de la Constitución Nacional, la cual se define 
por la materia regulada y no por el espacio físico donde 

ocurre el hecho.
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I. Introducción

En la práctica judicial de la Provincia de Río Negro se 

advierte, con cierta reiteración, una interpretación que 

atribuye competencia a los tribunales provinciales en 

causas vinculadas con la navegación, sobre la base de 

que los hechos habrían ocurrido en aguas provinciales. 
Dicha postura suele apoyarse en normas que recono-

cen a las provincias facultades de dominio y adminis-

tración sobre los recursos naturales del mar territorial, 

trasladando indebidamente esas atribuciones al plano 

de la jurisdicción judicial.

El objetivo de este trabajo es demostrar que esa in-

terpretación resulta dogmáticamente incorrecta, por 

cuanto confunde planos conceptuales distintos —do-

minio administrativo y jurisdicción judicial— y des-

conoce el régimen constitucional y legal que rige las 

causas de almirantazgo, caracterizadas por su compe-

tencia federal en razón de la materia.

II. Identificación del dictamen

El dictamen que motiva el presente comentario es el 

Nº 41/11 de la Procuración General de la Provincia de 
Río Negro, de fecha 13 de mayo de 2011, dictado en el 
expediente: “C., A. C. c/ G., M. A. y otros/ Accidente 
de trabajo s/ Inaplicabilidad de ley”, originado ante 
la Cámara del Trabajo de la Primera Circunscripción 

Judicial. La resolución aborda, entre otras cuestiones, 

la determinación de la competencia judicial en un su-

puesto de fallecimiento de un trabajador embarcado, 

ocurrido durante una navegación artesanal en proxi-
midad de Punta Colorada, balneario rionegrino.

III. Hechos relevantes del caso

El caso que es objeto del presente comentario tiene ori-

gen en una acción promovida por los derechohabientes 
de un trabajador embarcado que perdió la vida como 

consecuencia del naufragio de la embarcación en la que 

prestaba servicios. El causante se desempeñaba como 

tripulante en una lancha de pesca artesanal que opera-

ba desde el puerto de Punta Colorada, en la Provincia 

de Río Negro, realizando tareas de captura en zonas 

próximas a la costa. De las constancias del expediente 
surge que la actividad desarrollada por la embarcación 

se encontraba comprendida dentro del denominado 

radio de acción de navegación marítima artesanal, ex-

tremo que fue acreditado mediante la documentación 

acompañada ante la autoridad marítima competente. 

En particular, del “rol de navegación” y de la “declara-

ción de salida/entrada” surge que el destino del buque 
era la zona de pesca artesanal, sin proyección hacia 
otras jurisdicciones provinciales ni hacia aguas inter-

provinciales o internacionales.

El siniestro ocurrió a escasa distancia de la costa 

rionegrina. En la demanda se acompañó una crónica 

periodística que indicaba que el naufragio se produjo 
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“en la zona de pesca autorizada, a unas cinco millas de 
la costa de Punta Colorada”, consignando que el des-

plazamiento posterior de la embarcación sin gobierno 

la habría llevado más allá de dicho punto. No obstan-

te ello, el propio dictamen destaca que “no surge sino 
la jurisdicción provincial, que conforme el art. 9 de la 

Constitución Provincial abarca el mar argentino adya-

cente y su lecho”, concluyendo que la embarcación “na-

vegaba (…) en aguas jurisdiccionales de la Provincia de 

Río Negro, dentro de sus límites”.
Sobre esa base fáctica, la Cámara del Trabajo inter-

viniente declaró su competencia parcial, asumiendo el 

conocimiento de los rubros estrictamente laborales y 

declinando la competencia respecto de otros reclamos 

indemnizatorios. Tal decisión fue fundada en una de-

terminada interpretación del art. 515 de la Ley de la Na-

vegación Nº 20.094, norma que atribuye competencia 

a los tribunales federales para entender en las causas 

emergentes de la navegación interjurisdiccional. En 

efecto, el tribunal sostuvo que, al no haberse acredita-

do que la embarcación desarrollara una navegación de 

carácter interjurisdiccional, no se configuraba el pre-

supuesto legal que habilitaría la intervención del fuero 
federal. En ese sentido, se afirmó que “debemos cen-

trarnos (…) en la ponderación respecto de si se trataba 

de ‘navegación interjurisdiccional’ la que realizaba la 

embarcación”, concluyendo que dicho extremo no se 
encontraba probado en autos. A partir de ello, el dic-

tamen proyecta las consecuencias jurídicas de la locali-

zación espacial del hecho, afirmando que, si la navega-

ción se desarrolló en aguas provinciales, corresponde 

la competencia de la justicia local. En particular, se 

sostiene que “frente a la costa de Sierra Grande (Pun-

ta Colorada), no surge sino la jurisdicción provincial”, 
agregando que el buque “no naufragó en aguas inter-

jurisdiccionales ni interprovinciales”, sino dentro del 
ámbito marítimo que la provincia considera propio. De 
este modo, el tribunal vincula directamente la compe-

tencia judicial con el ámbito territorial de la navega-

ción, apoyándose tanto en el art. 515 de la Ley 20.094 

como en el art. 9 de la Constitución de la Provincia de 

Río Negro, que reconoce la jurisdicción provincial so-

bre el mar adyacente a sus costas. Esa construcción 

será la que, como se verá en las secciones siguientes, 

dará lugar al problema jurídico central analizado en 

este trabajo.

IV. Problema jurídico

¿La circunstancia de que la navegación se desarrolle 
en aguas provinciales determina la competencia de los 

tribunales ordinarios, aun cuando la relación jurídica 

se encuentre regida por la Ley de la Navegación y en-

cuadre en las causas de almirantazgo previstas por el 

art. 116 de la Constitución Nacional?

1 Chami, D. E. (2010), Manual de derecho de la navegación, Buenos Aires: Abeledo-Perrot, cap. IV, Caracteres.

2 Ídem, cap. IX, Espacios acuáticos.

V. Decisión del tribunal

Al resolver la cuestión de competencia, el tribunal pro-

vincial parte de una premisa central: la atribución de 

jurisdicción judicial debe determinarse a partir del ca-

rácter interjurisdiccional o no de la navegación desa-

rrollada por la embarcación al momento del siniestro. 

En ese marco, considera aplicable el art. 515 de la Ley de 

la Navegación Nº 20.094, norma que atribuye compe-

tencia a la justicia federal para entender en las causas 

emergentes de la navegación interjurisdiccional. So-

bre la base de las constancias de la causa, el dictamen 

concluye que no se encontraba acreditado dicho pre-

supuesto legal. En particular, afirma que la embarca-

ción siniestrada desarrollaba tareas de pesca artesanal 

dentro del radio de acción autorizado y en proximidad 
de la costa rionegrina, motivo por el cual “no puede 
sostenerse (…) que se trate de una causa emergente 

de la navegación interjurisdiccional”. A partir de ello, 
el tribunal descarta la competencia federal y afirma la 
jurisdicción local.

El razonamiento decisorio se completa mediante 

una proyección directa entre el dominio provincial de 

los recursos marítimos y la competencia judicial. En 

ese sentido, el dictamen sostiene expresamente que, 
conforme a la normativa vigente en materia pesquera, 

los recursos vivos existentes en el mar territorial hasta 
las doce millas marinas pertenecen al dominio y ju-

risdicción de las provincias con litoral marítimo. Con 

apoyo en esa premisa, el tribunal afirma: “Por lo tan-

to, si el recurso es de jurisdicción provincial, también 

deben recaer en dicha órbita las consecuencias deriva-

das de los contratos celebrados para la explotación del 
mencionado recurso”. Esta afirmación resulta central 
en la construcción de la ratio decidendi, ya que permite 

al tribunal extender las facultades provinciales sobre 
los recursos naturales del mar territorial al ámbito de 

la jurisdicción judicial, vinculando la competencia del 

tribunal con el espacio donde se desarrolla la activi-

dad pesquera y con el carácter local del recurso explo-

tado. Asimismo, el dictamen refuerza esta conclusión 

remitiendo al art. 9 de la Constitución de la Provincia 

de Río Negro, destacando que dicha norma reconoce 
la jurisdicción provincial sobre el mar argentino ad-

yacente a sus costas y su lecho. En función de ello, se 
afirma que, frente a la costa de Punta Colorada, “no 
surge sino la jurisdicción provincial”, circunstancia 
que —según el tribunal— impide considerar confi-

gurado un supuesto de competencia federal. De este 
modo, la decisión articula tres elementos para fundar 

la competencia de la justicia provincial: a) la ausencia 

de navegación interjurisdiccional en los términos del 

art. 515 de la ley 20.094; b) el dominio y jurisdicción 

provincial sobre los recursos vivos del mar territorial; 

y c) la proyección de ese dominio sobre las consecuen-

cias jurídicas de los contratos celebrados para su ex-

plotación. Esta construcción argumental será objeto 

de análisis crítico en el apartado siguiente, en tanto 

supone una identificación entre potestades adminis-

trativas provinciales y jurisdicción judicial que plantea 

serios interrogantes desde la perspectiva del Derecho 

de la Navegación y del régimen constitucional de las 

causas de almirantazgo.

VI. Análisis crítico. Marco teórico en 
tensión

Como explica el profesor Diego Esteban Chami, el De-

recho de la Navegación constituye un sistema autóno-

mo, integrado por normas de derecho público y priva-

do, cuya aplicación y competencia se determinan por la 

materia regulada1. La decisión comentada se apoya en 

una identificación directa entre el dominio provincial 
del mar territorial y la competencia judicial ordinaria, 

proyectando las facultades administrativas de la pro-

vincia sobre los recursos naturales del mar hacia el pla-

no jurisdiccional. Tal razonamiento, sin embargo, no 

resulta compatible con la estructura dogmática del De-

recho de la Navegación ni con el sistema constitucional 
de distribución de competencias.

Como punto de partida, corresponde recordar que 

el Derecho de la Navegación constituye un sistema ju-

rídico autónomo, organizado en torno al hecho nave-

gatorio y no al dominio territorial del espacio acuático 

donde este se desarrolla. En este sentido, enseña Chami 
que el Derecho de la Navegación regula “todas las rela-

ciones jurídicas originadas en la navegación por agua, 

cualquiera sea el espacio acuático en que ésta se rea-

lice, integrando normas de derecho público y privado 
que se estructuran en función del hecho navegatorio”2.

Desde esta perspectiva, la materia regulada —na-

vegación, buque, tripulación, riesgos, contratos y 

responsabilidad— constituye el criterio central para 

determinar la competencia judicial. El espacio físico 

donde ocurre el hecho navegatorio cumple una función 
meramente instrumental y no define, por sí mismo, la 
jurisdicción competente. Esta distinción resulta esen-

cial para evitar la confusión entre el dominio adminis-

trativo y la jurisdicción judicial, planos conceptuales 

claramente diferenciados en la doctrina especializada.

Al respecto, Chami distingue expresamente entre 
las facultades administrativas que pueden ejercer las 

provincias sobre los espacios marítimos y la compe-

tencia judicial en materia de navegación, señalando 

que “el dominio o la jurisdicción administrativa sobre 
los espacios acuáticos no implica, por sí, atribución 

de competencia judicial para conocer en las causas 

derivadas de la navegación, cuya regulación y juzga-

miento responden a un criterio material y federal” 
². Esta afirmación resulta particularmente relevante 
para el análisis del caso comentado. En efecto, si bien 

las provincias con litoral marítimo ejercen facultades 

de administración, conservación y explotación de los 
recursos vivos del mar territorial, dichas potestades se 
circunscriben al plano administrativo. Como explica el 
autor, esas atribuciones “no alteran el régimen juris-

diccional previsto por la Constitución Nacional para 

las causas de almirantazgo, que responde a la necesi-

dad de uniformidad y especialidad propias del dere-

cho marítimo”. Sin embargo, el fallo analizado incurre 
precisamente en la confusión que la doctrina advierte 
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como impropia, al afirmar que “si el recurso es de ju-

risdicción provincial, también deben recaer en dicha 
órbita las consecuencias derivadas de los contratos 

celebrados para su explotación”. Esta proyección au-

tomática del dominio administrativo hacia la jurisdic-

ción judicial carece de sustento dogmático. El hecho de 
que un recurso natural sea provincial no transforma la 

naturaleza jurídica de los contratos celebrados a bordo 

de un buque ni desplaza el régimen legal que gobierna 

la navegación.

En este punto, resulta esclarecedora la doctrina de 

Chami, quien sostiene que los contratos celebrados 
en el marco de la navegación —incluidos los contratos 

de ajuste y las relaciones laborales embarcadas— se 

encuentran regidos por el Derecho de la Navegación 
cuando se desarrollan en el contexto propio del hecho 
navegatorio, “con independencia de que la actividad se 
lleve a cabo en aguas interiores, mar territorial o alta 

mar”. La pertenencia del recurso explotado al dominio 
provincial no altera esta conclusión. El error del tribu-

nal se profundiza al subordinar la aplicación de una 

ley federal de fondo, como la Ley de la Navegación Nº 

20.094, a normas constitucionales provinciales referi-

das al ámbito territorial. Tal razonamiento desconoce 

que, conforme al art. 116 de la Constitución Nacional, la 

competencia en causas de almirantazgo se define por la 
materia y no por el espacio. Dicha norma constitucio-

nal “atribuye a los tribunales federales el conocimiento 
de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima 

con el fin de sustraerlas de los tribunales locales y ase-

gurar una interpretación uniforme del derecho de la 
navegación”. Desde esta óptica, la exigencia de navega-

ción interjurisdiccional como presupuesto excluyente 
de la competencia federal no puede interpretarse de 

modo tal que vacíe de contenido el mandato constitu-

cional. La doctrina advierte que una lectura excesiva-

mente territorialista conduce a la fragmentación del 

Derecho de la Navegación, sometiendo situaciones ju-

rídicamente idénticas a jurisdicciones distintas según 

la distancia del buque respecto de la costa, con el con-

siguiente impacto negativo sobre la seguridad jurídica. 

En definitiva, a la luz de la doctrina especializada, pue-

de afirmarse que el dominio provincial del mar territo-

rial no desplaza ni condiciona la competencia judicial 

federal en causas de almirantazgo. La confusión entre 

facultades administrativas y jurisdicción judicial que 

se advierte en el dictamen comentado desnaturaliza 

el carácter autónomo del Derecho de la Navegación y 

debilita el diseño constitucional previsto para esta ma-

teria, razón por la cual la tesis adoptada por el tribunal 

merece una revisión crítica. y no por la titularidad ad-

ministrativa del espacio acuático.

El dominio provincial del mar territorial —reco-

nocido para fines de explotación, conservación y ad-

ministración de recursos— no redefine la jurisdicción 
judicial, que permanece regida por la Constitución Na-

cional. Las facultades administrativas no se proyectan 

automáticamente sobre el ámbito jurisdiccional.

VII. Conclusión

La tesis sostenida por la jurisprudencia provincial 

comentada revela una confusión conceptual que no 

puede pasar inadvertida: la identificación del domi-
nio administrativo provincial del mar territorial con 

la competencia judicial para conocer en causas regidas 

por el Derecho de la Navegación. Tal razonamiento, 
aunque reiterado, no encuentra respaldo ni en la es-

tructura dogmática de la materia ni en el diseño cons-

titucional de la jurisdicción de almirantazgo. Como se 

ha intentado demostrar, las facultades que las provin-

cias ejercen sobre los recursos naturales del mar terri-

torial —legítimas en el plano administrativo— no des-

plazan ni condicionan la competencia judicial federal 

establecida por el art. 116 de la Constitución Nacional. 

La navegación, como hecho jurídico complejo, se rige 
por un sistema normativo autónomo cuya aplicación 

no puede quedar subordinada a criterios meramente 

territoriales sin vaciar de contenido el propio concepto 

de jurisdicción marítima. Persistir en una lectura que 

traslada automáticamente el dominio del recurso a la 

órbita jurisdiccional implica fragmentar el Derecho 
de la Navegación, someter situaciones jurídicamente 

idénticas a soluciones dispares y debilitar la uniformi-

dad interpretativa que la Constitución buscó preservar. 

En ese escenario, el riesgo no es solo dogmático, sino 

institucional.

Este trabajo busca estimular busca una reflexión 
crítica sobre el modo en que se viene ejerciendo la 

función jurisdiccional. Porque cuando una interpreta-

ción se perpetúa sin ser repensada, el problema no es 

el fallo en sí, sino la “comodidad” de la repetición. Y el 
Derecho de la Navegación “como el mar” difícilmente 
pueda comprenderse desde una observación quieta y 

distante.
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Resumen

La odorología forense se ha consolidado en las últi-
mas décadas como una herramienta complementaria 
dentro de la investigación criminal, particularmente 

a través de la utilización de caninos entrenados para 

la identificación de rastros odorológicos humanos. Sin 
embargo, su incorporación al proceso penal continúa 

generando tensiones respecto de su validez cientí-

fica, su fiabilidad metodológica y su compatibilidad 
con las garantías constitucionales que rigen el sistema 

acusatorio.

El presente trabajo analiza críticamente la odo-

rología forense como medio de prueba en el proceso 

penal argentino, abordando sus fundamentos científi-

cos, su evolución histórica, sus aplicaciones prácticas 
y las dificultades vinculadas a su valoración judicial. 
Asimismo, se estudian casos relevantes ocurridos en 

la ciudad de Viedma, provincia de Río Negro, en los 

que esta técnica fue utilizada en investigaciones por 

homicidio, evaluando su impacto en la reconstrucción 
de los hechos y en la identificación de los autores.

A partir de un enfoque cualitativo basado en aná-

lisis documental y entrevistas a especialistas en la 

materia, se sostiene que la odorología forense puede 

constituir una herramienta criminalística útil den-

tro del proceso penal, siempre que sea utilizada de 

manera complementaria y bajo estrictos estándares 

de control técnico, cadena de custodia y valoración 

judicial. Finalmente, se reflexiona acerca de la necesi-
dad de establecer protocolos uniformes y mecanismos 

de validación científica que permitan evitar abusos, 
pseudociencia y vulneraciones al debido proceso.

Palabras clave
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I. Introducción

La evolución de las ciencias forenses ha transforma-

do profundamente la forma en que se desarrollan las 

investigaciones criminales y se construyen los marcos 

probatorios dentro del proceso penal. En este contex-

to, nuevas técnicas de investigación han comenzado a 
ocupar un lugar cada vez más relevante en la búsqueda 

de la verdad material, ampliando las posibilidades de 

identificación de autores y reconstrucción de hechos 
delictivos.

Dentro de esas herramientas aparece la odorología 
forense, disciplina que se ocupa del estudio, recolec-

ción y comparación de rastros odorológicos humanos, 
utilizando principalmente caninos especialmente en-

trenados para detectar y discriminar olores vinculados 

a personas, objetos o escenarios delictivos.

Si bien esta técnica ha demostrado resultados po-

sitivos en numerosas investigaciones criminales, es-

pecialmente en delitos graves como homicidios, se-

cuestros y abusos sexuales, su utilización continúa 
generando intensos debates dentro del ámbito jurídico 

y científico. La principal tensión se vincula con la di-
ficultad de determinar hasta qué punto los resultados 
obtenidos mediante técnicas odorológicas pueden ser 

considerados científicamente fiables y jurídicamente 
admisibles dentro de un proceso penal.

La discusión adquiere especial relevancia cuando se 

advierte que el sistema procesal penal moderno exige 
que toda prueba incorporada al proceso respete están-

dares mínimos de legalidad, objetividad, control y po-

sibilidad de contradicción. En consecuencia, surge un 

interrogante central: ¿puede una técnica basada en la 
capacidad olfativa de un animal constituir una prueba 

válida para restringir derechos fundamentales o inclu-

so fundamentar una condena penal?
En Argentina, y particularmente en la Provin-

cia de Río Negro, la odorología forense ha adquirido 
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notoriedad debido a su intervención en investigacio-

nes criminales complejas y resonantes. La experiencia 
desarrollada en la ciudad de Viedma permitió posicio-

nar a la provincia como una referencia nacional en la 

aplicación de esta técnica, tanto por la formación de 

operadores especializados como por la participación 

en la elaboración de protocolos nacionales vinculados 

a la materia.

No obstante, paralelamente al crecimiento de la 

disciplina, también surgieron situaciones que expu-

sieron los riesgos derivados de la ausencia de controles 

rigurosos y validaciones científicas uniformes. Casos 
como el protagonizado por el falso perito Marcos He-

rrero evidenciaron cómo el uso irresponsable o pseu-

docientífico de estas prácticas puede afectar grave-

mente investigaciones judiciales, vulnerar garantías 

constitucionales y comprometer la credibilidad de toda 

la disciplina (Sasso, 2024).

En virtud de ello, el presente trabajo propone un 

análisis crítico de la odorología forense como herra-

mienta probatoria dentro del proceso penal argentino, 

examinando sus fundamentos científicos, sus límites 
metodológicos, sus aplicaciones prácticas y los desa-

fíos jurídicos vinculados a su admisibilidad y valora-

ción judicial.

Asimismo, se analizarán casos concretos ocurridos 

en la ciudad de Viedma, en los que la intervención de la 

odorología forense resultó relevante para el esclareci-

miento de homicidios, permitiendo observar tanto las 
potencialidades como las limitaciones reales de esta 

técnica dentro del escenario criminalístico.

La hipótesis que guía este artículo sostiene que la 
odorología forense puede constituir una herramienta 
criminalística útil y complementaria para la investiga-

ción penal, aunque su utilización exige estrictos están-

dares de validación científica, control judicial y preser-

vación de garantías constitucionales, evitando que sea 

considerada una prueba autónoma o concluyente por 

sí misma.

II. Identificación de los casos 
analizados

El presente trabajo toma como eje de análisis dos in-

vestigaciones criminales desarrolladas en la ciudad de 

Viedma, Provincia de Río Negro, en las cuales la odo-

rología forense tuvo intervención relevante durante la 

etapa investigativa.

El primer caso corresponde al homicidio de Carlos 
Heisler, ocurrido el 31 de agosto de 2010 en el Barrio 
San Martín de la capital rionegrina. En dicha investiga-

ción fueron condenados Marta Lidia Baffigi y Ceferino 
Fabián Almeyra como coautores penalmente responsa-

bles del delito de homicidio agravado por el vínculo.
El segundo caso analizado corresponde al femici-

dio de Karen Álvarez, ocurrido entre los días 24 y 26 de 
octubre de 2014 en la ciudad de Viedma. En esa cau-

sa fueron condenados Carlos Gustavo Mobilio y Pablo 

Guillermo Jofré por abuso sexual agravado por haber 

1 Sala B de la Cámara en lo Criminal de Viedma (2012), “Almeyra, Ceferino Fabián y Baffigi, Marta Lidia s/ homicidio agravado”, Expte. 273/130/11, 7 de mayo de 2012.

2 Sala B de la Cámara en lo Criminal de Viedma (2017), “Mobilio, Carlos Gustavo y otro/s s/ abuso sexual en concurso real con homicidio”, Expte. 1VI-34454-MP2014, 10 de febrero de 2017.

sido cometido mediando acceso carnal y por dos o más 

personas en concurso real con homicidio agravado por 
alevosía, para procurar la impunidad para sí (criminis 

causa) y por haber dado muerte a una mujer habiendo 
sido el hecho perpetrado por —al menos— dos hom-

bres, mediando violencia de género.

Ambos casos permiten observar de manera concre-

ta el funcionamiento práctico de la odorología forense 

dentro de investigaciones criminales complejas, así co-

mo también las dificultades vinculadas a la valoración 
judicial de este tipo de evidencia.

III. Hechos relevantes de los casos

III.1. Caso Carlos Heisler1

La reconstrucción o descripción del caso se basará en la 

sentencia del juicio.

El 31 de agosto de 2010 la policía de la ciudad de 
Viedma recibió un llamado telefónico realizado por 

Marta Lidia Baffigi, quien manifestó que personas 
desconocidas habían ingresado a su domicilio con fi-

nes de robo y que, antes de retirarse, habían golpeado 
brutalmente a su esposo, Carlos Heisler, provocando su 

muerte.

Ante esta situación, personal policial y miembros 

de la entonces Policía Científica acudieron al lugar del 
hecho para asegurar la escena y comenzar con las ta-

reas de investigación criminalística. Durante el abor-

daje inicial se realizaron fotografías, croquis y una 

inspección preliminar destinada a identificar indicios 
relevantes.

Posteriormente intervino el área de Odorología Fo-

rense, recolectando muestras odoríficas sobre un caño 
con manchas de sangre hallado junto al cuerpo de la 
víctima y posteriormente identificado como el arma 
homicida.

A partir de dichas muestras se inició un rastreo hu-

mano mediante caninos entrenados, quienes recorrie-

ron distintas calles de la ciudad hasta llegar al domici-
lio donde se alojaba Ceferino Almeyra.

Posteriormente se realizó un allanamiento en dicho 
domicilio, secuestrando una campera con manchas de 
sangre que luego fueron sometidas a análisis de ADN. 
El resultado confirmó que la sangre pertenecía a la 
víctima.

La intervención odorológica permitió orientar la 

investigación hacia quien finalmente resultó condena-

do por el homicidio.

III.2. Caso Karen Álvarez2

Karen Álvarez, una joven de 14 años, desapareció el 24 
de octubre de 2014 en la ciudad de Viedma. Dos días 
después, su cuerpo fue encontrado en cercanías del hi-
pódromo local, semidesnudo y oculto entre tamariscos.

En el lugar intervino personal del Gabinete de Cri-

minalística, delimitándose la escena y comenzando la 

recolección de indicios. Entre las tareas realizadas, se 

procedió a la extracción de muestras odoríficas sobre el 
cuerpo de la víctima, prendas de vestir y otros elemen-

tos hallados en la escena.
Posteriormente, mediante la técnica de rastreo 

humano, los caninos recorrieron aproximadamente 
quince kilómetros hasta señalar el domicilio de Carlos 
Mobilio.

A raíz de ello se dispuso el allanamiento de la vivien-

da y la detención del sospechoso. En el procedimiento 
se secuestraron prendas con manchas hemáticas, cuyo 
análisis posterior permitió vincular genéticamente a 

Mobilio con la escena del crimen.

Además, se realizó una pericia odorológica que 

arrojó resultado positivo respecto del imputado. Sin 

embargo, dicha pericia no fue utilizada en el juicio de-

bido a defectos procesales vinculados a la falta de noti-

ficación a la defensa.
Finalmente, Mobilio y Jofré fueron condenados a 

prisión perpetua por abuso sexual agravado y homici-
dio agravado.

IV. Problema jurídico

La incorporación de la odorología forense al proceso 

penal plantea importantes interrogantes respecto de 

su naturaleza jurídica, su valor probatorio y su compa-

tibilidad con las garantías constitucionales que rigen el 

debido proceso.

En este sentido, el principal problema jurídico pue-

de formularse del siguiente modo: ¿puede la odorolo-

gía forense ser considerada una prueba científicamen-

te válida y constitucionalmente admisible dentro del 

proceso penal argentino?
La cuestión adquiere especial relevancia si se consi-

dera que la libertad probatoria reconocida por los sis-

temas procesales modernos no implica una aceptación 

irrestricta de cualquier método de investigación, sino 

que exige que toda evidencia incorporada al proceso 
respete parámetros mínimos de legalidad, fiabilidad, 
control y posibilidad de contradicción (Taruffo, 2008).

En consecuencia, el debate gira en torno a diversos 

aspectos: la fiabilidad científica de la técnica, la posibi-
lidad de replicar sus resultados, el rol de los operado-

res humanos, la incidencia de factores ambientales y la 
dificultad de controlar plenamente la conducta de los 
caninos utilizados durante los procedimientos.

Asimismo, el problema jurídico también se relacio-

na con la valoración judicial de este tipo de evidencia. 

Es decir, determinar si la odorología forense puede 

constituir una prueba autónoma suficiente para fun-

dar una condena penal o si únicamente debe ser consi-

derada como un indicio complementario dentro de un 

conjunto probatorio más amplio.

Finalmente, la problemática se complejiza aún más 

ante la aparición de falsos expertos y prácticas pseu-

docientíficas que han afectado investigaciones penales 
recientes, poniendo en evidencia la necesidad de esta-

blecer mecanismos de regulación y control mucho más 
rigurosos.
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V. Decisión judicial y valoración de la 
prueba odorológica

En ambos casos analizados, la intervención de la odo-

rología forense resultó relevante para orientar las 

investigaciones criminales y fortalecer las hipótesis 
acusatorias.

Sin embargo, resulta importante destacar que en 

ninguno de los casos la condena se sustentó exclusiva-

mente sobre la prueba odorológica.

En el homicidio de Carlos Heisler, el rastreo hu-

mano realizado mediante caninos permitió dirigir la 

investigación hacia Ceferino Almeyra, posibilitando 
posteriormente el hallazgo de evidencia genética con-

cluyente. De este modo, la odorología forense funcio-

nó como una herramienta de orientación investigativa 
que facilitó la obtención de otros elementos probato-

rios de mayor robustez científica (Gorphe, 2007).
En el precedente Karen Álvarez ocurrió una situa-

ción similar. La intervención de los caninos permitió 

señalar el domicilio de uno de los imputados, lo que 

condujo al secuestro de prendas y evidencias poste-

riormente corroboradas mediante análisis de ADN.
No obstante, la pericia odorológica practicada du-

rante la investigación no fue incorporada válidamente 

al juicio debido a defectos procesales relacionados con 

el derecho de defensa.
Este aspecto resulta particularmente relevante, 

ya que demuestra que aun cuando una técnica pueda 

resultar útil desde el punto de vista investigativo, su 

utilización dentro del proceso penal exige un estricto 
cumplimiento de las garantías procesales.

En consecuencia, ambos casos reflejan una cues-

tión central: la odorología forense puede aportar in-

formación relevante dentro de una investigación cri-

minal, pero su valor probatorio depende no solo de la 

técnica utilizada, sino también del respeto irrestricto a 

las reglas procesales y constitucionales.

VI. La odorología forense como 
técnica criminalística

La odorología forense constituye una disciplina cri-

minalística orientada al estudio, recolección y com-

paración de rastros odoríferos humanos presentes en 
objetos, superficies o escenarios vinculados a hechos 
delictivos (Guzmán, Manual de Criminalística, 2014).

Su fundamento radica en la premisa de que cada 

persona posee un olor individual y único, producto de 

la combinación de sustancias químicas generadas por 

procesos metabólicos, secreciones corporales y facto-

res ambientales.

A diferencia de otras técnicas forenses tradiciona-

les, la odorología presenta la particularidad de utilizar 

organismos vivos —principalmente caninos entrena-

dos— como herramienta central para la detección y 
discriminación de olores (Aguilar Avilés, 2015).

Esta circunstancia ha generado históricamente 
debates acerca de su verdadera naturaleza científica, 
especialmente debido a las dificultades existentes para 
medir objetivamente la capacidad olfativa animal y re-

producir los resultados obtenidos.

No obstante, diversos estudios han demostra-

do que los caninos poseen una capacidad olfativa 

extraordinariamente superior a la humana, lo que les 
permite detectar y discriminar olores imperceptibles 

para las personas.

En el ámbito criminalístico, esta capacidad se tradu-

ce en la posibilidad de vincular rastros odoríferos halla-

dos en escenas del crimen con personas determinadas, 

facilitando la orientación de investigaciones complejas.

En Argentina, la odorología forense ha tenido espe-

cial desarrollo dentro de determinadas fuerzas policia-

les provinciales, particularmente en Río Negro, donde 

se conformaron equipos especializados y protocolos 

específicos para la recolección, conservación y análisis 
de muestras odorológicas.

Sin embargo, el crecimiento práctico de la discipli-

na no ha sido acompañado de un desarrollo normativo 
uniforme ni de una consolidación doctrinaria suficien-

te respecto de sus límites y alcances jurídicos.

VII. Fundamentos científicos y límites 
metodológicos

Uno de los aspectos más controvertidos de la odoro-

logía forense se vincula con la discusión acerca de su 

validez científica.
Los defensores de esta técnica sostienen que el olor 

humano posee características individuales y persisten-

tes que permiten diferenciar a una persona de otra, in-

cluso en contextos complejos o contaminados.
Asimismo, destacan que la capacidad olfativa cani-

na ha sido comprobada científicamente en múltiples 
ámbitos, incluyendo búsqueda de personas, detección 

de narcóticos, explosivos y rastros biológicos.
Sin embargo, la principal crítica no se dirige única-

mente a la capacidad olfativa de los caninos, sino a las 

condiciones metodológicas bajo las cuales se desarro-

llan las pericias odorológicas.

Existen numerosos factores externos capaces de 
afectar la fiabilidad de las muestras odoríficas:

· contaminación ambiental;

· humedad;
· temperatura;

· tiempo transcurrido;

· manipulación indebida de indicios;

· errores humanos;
· conservación incorrecta de las muestras.

A ello se suma otra dificultad fundamental: la impo-

sibilidad de controlar plenamente las respuestas del 

animal.

A diferencia de otras pruebas científicas estandari-
zadas, donde los resultados pueden replicarse objeti-

vamente mediante equipamiento técnico, en la odoro-

logía forense existe un componente conductual animal 
que introduce un margen inevitable de incertidumbre.

Esta situación genera tensiones importantes res-

pecto del estándar de certeza requerido por el proceso 

penal moderno, particularmente cuando se pretende 

utilizar este tipo de evidencia para restringir derechos 
fundamentales.

No obstante, ello no implica necesariamente negar 

toda utilidad a la técnica.

Por el contrario, numerosos casos demuestran 

que la odorología puede constituir una herramienta 

altamente eficaz para orientar investigaciones, espe-

cialmente cuando actúa de manera complementaria 

junto a otras pruebas científicas de mayor robustez, 
como el análisis genético o la evidencia biológica.

En consecuencia, el verdadero desafío no radica en 

aceptar o rechazar de manera absoluta la odorología 
forense, sino en establecer claramente cuáles son sus 

límites metodológicos y cuál debe ser su verdadero va-

lor dentro del proceso penal.

VIII. La cadena de custodia y 
la fiabilidad de la evidencia 
odorológica

La cadena de custodia constituye uno de los pilares 

fundamentales para garantizar la autenticidad, inte-

gridad y fiabilidad de cualquier elemento probatorio 
incorporado al proceso penal.

En el caso de la odorología forense, esta cuestión ad-

quiere aún mayor relevancia debido a la extrema fragili-
dad y volatilidad de los rastros odoríferos. (Rosillo, 2017)

La recolección de muestras odorológicas exige pro-

cedimientos sumamente rigurosos destinados a evitar 

contaminación, pérdida de material odorífero o altera-

ciones que puedan comprometer el resultado final de 
la pericia.

Por ello, resulta indispensable que cada interven-

ción sea documentada detalladamente, identificando:

· lugar de extracción;
· operadores intervinientes;

· método utilizado;

· condiciones ambientales;

· almacenamiento;

· traslado;

· conservación de las muestras.

Asimismo, la intervención temprana de personal espe-

cializado resulta fundamental debido al carácter efí-

mero de los rastros olorosos.

Los casos analizados demuestran cómo el trabajo 

coordinado entre criminalística y odorología permi-

tió preservar indicios relevantes que posteriormente 

orientaron las investigaciones.

Sin embargo, también evidencian que cualquier 

irregularidad procesal puede comprometer seriamente 

la validez judicial de la prueba.

El caso Karen Álvarez constituye un ejemplo para-

digmático en este sentido, ya que la pericia odorológica 

practicada no pudo ser válidamente utilizada durante 

el juicio debido a defectos vinculados al derecho de 
defensa.

Esto pone de manifiesto que la discusión sobre la 
fiabilidad de la odorología forense no se limita única-

mente al plano científico, sino también al estricto res-

peto de las garantías procesales.

IX. Libertad probatoria y garantías 
constitucionales

El proceso penal moderno se encuentra atravesado por 

el principio de libertad probatoria, según el cual pue-

den utilizarse todos aquellos medios de prueba capaces 
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de aportar información útil para el esclarecimiento de 

los hechos.
No obstante, dicha libertad no resulta absoluta.
Toda prueba incorporada al proceso debe respetar 

garantías fundamentales como:

· legalidad;

· debido proceso;

· derecho de defensa;
· contradicción;

· control judicial;

· razonabilidad.

En este contexto, la odorología forense plantea impor-

tantes desafíos constitucionales.

Por un lado, sus defensores sostienen que impedir 

su utilización implicaría privar al sistema penal de una 

herramienta potencialmente útil para la investigación 
criminal.

Por otro lado, sus críticos advierten sobre los ries-

gos derivados de incorporar al proceso técnicas insufi-

cientemente validadas o susceptibles de manipulación.

La tensión se vuelve particularmente delicada 

cuando la prueba odorológica pretende ser utilizada 

como elemento determinante para justificar imputa-

ciones, detenciones o condenas.

En tales supuestos, el riesgo de afectar el principio 

de inocencia y el estándar de certeza requerido por el 

proceso penal resulta considerable.

Por ello, diversos autores sostienen que la odorolo-

gía forense no debe ser considerada una prueba autó-

noma o concluyente, sino un indicio complementario 

que necesariamente debe ser corroborado mediante 

otros elementos probatorios independientes.

Esta postura aparece como la más compatible con 

los principios constitucionales que rigen el sistema 

acusatorio.

X. Pseudociencia, falsos expertos y 
riesgos institucionales

Uno de los aspectos más sensibles vinculados a la odo-

rología forense se relaciona con el riesgo de pseudo-

ciencia y la actuación de falsos expertos dentro de in-

vestigaciones criminales.

El caso de Marcos Herrero constituye un ejemplo 

paradigmático acerca de cómo la utilización irrespon-

sable de supuestas técnicas odorológicas puede gene-

rar graves consecuencias institucionales y procesales.

Herrero, ex integrante de la Policía de Río Negro, 
participó en múltiples investigaciones criminales atri-

buyendo a sus perros capacidades extraordinarias que 
supuestamente permitían detectar “energías” o identi-
ficar autores luego de largos períodos de tiempo.

Numerosas de sus intervenciones derivaron en im-

putaciones y detenciones posteriormente desacredita-

das judicialmente.

Este tipo de situaciones no solo afecta investigacio-

nes concretas, sino que además perjudica seriamente 

la credibilidad de toda la disciplina.

Asimismo, evidencia la necesidad urgente de:

· establecer estándares técnicos uniformes;

· limitar intervenciones de personas no certificadas;

· fortalecer controles judiciales;

· exigir validación científica;
· evitar el ingreso de prácticas pseudocientíficas al 

proceso penal.

El problema adquiere particular gravedad cuando se 

advierte que el proceso penal no puede convertirse en 

un espacio de experimentación científica carente de 
controles.

La búsqueda de eficacia investigativa jamás puede 
justificar la flexibilización de garantías constituciona-

les ni la admisión irreflexiva de técnicas insuficiente-

mente verificadas.
En consecuencia, el verdadero desafío institucional 

consiste en distinguir claramente entre prácticas cri-

minalísticas serias y metodologías pseudocientíficas 
carentes de sustento objetivo.

XI. La experiencia de Río Negro y los 
desafíos futuros

La provincia de Río Negro ha tenido un rol destacado 
en el desarrollo de la odorología forense en Argentina.

La conformación de equipos especializados, el en-

trenamiento de caninos y la intervención en investi-

gaciones complejas posicionaron a Viedma como una 

referencia nacional en la materia.

Asimismo, la participación de especialistas locales 

en la elaboración de protocolos nacionales demuestra 

el reconocimiento institucional alcanzado por esta 

disciplina.

Sin embargo, el crecimiento práctico de la técnica 

también expuso importantes desafíos pendientes.
Entre ellos pueden mencionarse:

· ausencia de regulación uniforme;

· necesidad de protocolos nacionales obligatorios;

· capacitación permanente;

· controles de calidad;

· validación científica independiente;
· delimitación clara del valor probatorio;

· fortalecimiento del control judicial.

Además, el desarrollo tecnológico plantea nuevos hori-
zontes para la disciplina.

La posibilidad de incorporar dispositivos de detec-

ción electrónica y sistemas automatizados podría re-

ducir progresivamente el margen de subjetividad pre-

sente en las técnicas actuales.

No obstante, mientras dichos avances continúen en 
etapas experimentales, la utilización de la odorología 
forense dentro del proceso penal debe mantenerse bajo 

criterios de prudencia y razonabilidad.

XII. Conclusión

La odorología forense constituye una herramienta cri-
minalística que ha demostrado potencialidad práctica 
dentro de numerosas investigaciones penales, espe-

cialmente en delitos complejos donde otras evidencias 

resultan insuficientes o inexistentes.
Los casos analizados permiten advertir que es-

ta técnica puede aportar información relevante para 

orientar investigaciones, identificar sospechosos y 
complementar otros medios probatorios de mayor ro-

bustez científica.
Sin embargo, también quedó demostrado que la 

odorología forense enfrenta importantes desafíos vin-

culados a su validación científica, su estandarización 
metodológica y su compatibilidad con las garantías 

constitucionales del proceso penal.

La principal dificultad radica en que, a diferencia de 
otras pruebas científicas ampliamente consolidadas, la 
odorología continúa dependiendo en gran medida de 

variables biológicas, ambientales y conductuales difí-

ciles de controlar plenamente.

Ello obliga a extremar los recaudos al momento de 
valorar judicialmente este tipo de evidencia.

En consecuencia, la odorología forense no debería 

ser considerada una prueba autónoma suficiente para 
fundar una condena penal, sino una herramienta com-

plementaria cuyo valor depende necesariamente de su 

corroboración mediante otros elementos probatorios 

independientes.

Asimismo, resulta indispensable avanzar hacia:

· protocolos uniformes;

· sistemas de certificación;
· capacitación especializada;

· validaciones científicas independientes;
· mecanismos de control judicial más rigurosos.

Solo de esta manera será posible evitar abusos, pseu-

dociencia y vulneraciones al debido proceso.

Finalmente, el análisis realizado demuestra que el 

verdadero desafío no consiste en aceptar o rechazar de 
manera absoluta la odorología forense, sino en encon-

trar un equilibrio entre eficacia investigativa y protec-

ción de garantías constitucionales.

El proceso penal moderno exige herramientas ca-

paces de contribuir al esclarecimiento de los hechos, 
pero también impone límites claros destinados a evitar 

arbitrariedades.

En ese delicado equilibrio se encuentra hoy el futu-

ro jurídico de la odorología forense.
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Resumen

El mobbing, también conocido como acoso laboral, es 

un flagelo social que afecta a trabajadores y trabajado-

ras tanto en el ámbito privado como en el ámbito públi-

co. Cabe destacar que, dentro del empleo público, es el 

Estado el encargado de garantizar ambientes laborales 

saludables, libres de violencia, y donde prevalezcan los 

principios de dignidad humana, igualdad y protección 
integral del trabajador.

El presente artículo pretende identificar las formas 
en que se materializa esta persecución encubierta, así 

como las consecuencias físicas, psicológicas, laborales y 

familiares que enfrenta la víctima; analizar mecanismos 

de resolución de acoso laboral en entes estatales antes 

y después de la entrada en vigencia de la ley 5.631, para 
finalmente reconocer la importancia de fortalecer me-

canismos institucionales y la capacitación permanente 

a los agente estatales de los tres poderes con el objeto 

de prevenir, intervenir y acompañar la erradicación del 

hostigamiento laboral en todas sus representaciones.
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I. Introducción

En el plano laboral, “la violencia y el acoso nacen del en-

cuentro entre el ansia de poder y la perversidad” en pa-

labras de la psiquiatra Marie-France Hirigoyen (2000)1. 

En este sentido, destaca la autora que la víctima en prin-

cipio no pretende sentirse ofendida y descree de que se 

trate de indirectas y vejaciones. No obstante, los ataques 

se multiplican y terminan acorralando a la víctima hasta 
colocarla en una situación de inferioridad, sometida a 

prácticas hostiles y degradantes.
El acoso laboral se manifiesta mediante prácticas 

de hostigamiento, persecución, desvalorización pro-

fesional, aislamiento y abuso de poder. Estas prácticas 

se presentan muchas veces naturalizadas en estruc-

turas jerárquicas rígidas, y es este organigrama de je-

rarquías el que estructura el empleo público del Poder 

legislativo, del Poder ejecutivo y del Poder judicial así 

como organismos descentralizados, entes autárquicos, 

empresas del Estado y otros organismos públicos de la 

provincia de Río Negro.

El psicoterror o acoso moral en el ámbito laboral 

produce profundas consecuencias físicas, psíquicas, so-

ciales, laborales y familiares de la persona que padece 

estas prácticas, ya que en principio no expresa el sufri-
miento que produce el accionar del perverso. En el plano 

físico, la exposición prolongada a situaciones de hosti-
gamiento y presión constante puede generar distintas 

manifestaciones asociadas al estrés, tales como afeccio-

nes cutáneas, dermatitis, caída del cabello, dolores cróni-

cos, cefaleas, contracturas, arritmias, asma, sensación de 

ahogo, úlceras pépticas, ansiedad y depresión, entre otros 
trastornos somáticos señalados por Pérez Bilbao (2001)2.

En cuanto a las consecuencias psíquicas, Mansilla 

Izquierdo (2009)3 destaca la aparición de cuadros de 

ansiedad, apatía, alteraciones del sueño, sentimientos 

de culpa, pérdida de interés por actividades cotidianas, 

distorsiones cognitivas, impotencia y temor al ámbito 

laboral. Asimismo, el acoso suele provocar aislamiento 

social, retraimiento y conductas evitativas, afectando 

también el desempeño y la imagen profesional de la 

persona trabajadora, con repercusiones que frecuente-

mente se extienden al entorno familiar y a las relacio-

nes interpersonales.

Marie-France Hirigoyen destaca que el perverso 

comienza el acoso cuando la víctima reacciona contra 

el autoritarismo de un superior y no se deja avasallar, 

asimismo se produce una descalificación sobre la vícti-
ma con la que se justifica la crueldad ejercida sobre la 
persona damnificada. En tal sentido, cuando el ofen-

dido logra manifestar que percibe y/o siente acoso, los 
superiores inmediatos no suelen intervenir ni prestar 

demasiada importancia, llegando en ocasiones a apli-

car “soluciones” que consisten en cambios de pues-

tos de trabajo que no tienen en cuenta la opinión del 

interesado.
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En el año 1981 se sancionó en Río Negro la ley 1.5044, 

que establecía la organización y el procedimiento de la 

justicia laboral de la provincia. No obstante, esta nor-

ma no regulaba de manera específica el acoso laboral, 
ni contemplaba un procedimiento especial para los ca-

sos de mobbing o violencia institucional.

Sin embargo, los conflictos de acoso laboral eran 
reclamados judicialmente mediante acciones genera-

les, invocando los Principios Constitucionales, la Ley 

20.744 de Contrato de Trabajo (1974)5, los Tratados de 

Derechos Humanos y la jurisprudencia protectora de 
la dignidad humana y la integridad psicofísica. En este 
sentido, se analiza la sentencia definitiva nro. 209 del 
año 2020, caratulada “Carrivale, María Elena y otros c/ 
Provincia de Río Negro s/ Ordinario”6.

El marco normativo fue reemplazado por la Ley 

5.631 de Procedimiento Laboral (2023)7 sancionada en 

marzo de 2023, que establece un procedimiento espe-

cial y reconoce la figura del mobbing en el art 72º. Asi-

mismo, dispone que las personas dependientes dentro 

del ámbito laboral son consideradas víctimas de vio-

lencia, acoso o cualquier comportamiento destinado a 

provocar, directa o indirectamente, daño físico, psico-

lógico o moral, ya sea mediante amenazas o acciones 

consumadas, y que provenga tanto de niveles jerárqui-

cos superiores, como del mismo rango o inferiores.

Durante el primer semestre de 2025, el Poder Judi-
cial de Río Negro tramitó 56 denuncias por acoso la-

boral y, desde la entrada en vigencia de la ley 5.631 en 
marzo de 2023, las Cámaras del Trabajo registraron un 
total de 406 demandas vinculadas a violencia en el ám-

bito laboral (Poder Judicial de Río Negro, 2025)8.

Cabe destacar, que si bien se establece una estructura 

de actuación ante situaciones de violencia laboral donde 

se destaca la posibilidad de denunciar estas prácticas, 

cierto es que no siempre la víctima llega a realizar pre-

sentaciones legales que impidan la prosecución del acoso 

moral y este tipo de violencia institucional puede provo-

car en casos extremos la pérdida de la vida del sufriente 
ya sea por somatización en enfermedades o por suicidio.

II. El criterio de la Cámara del Trabajo 
de la 1ra circunscripción de Río Negro 
sobre la figura del acoso moral en el 
empleo público antes de la ley 5631

II.1. Identificación del fallo

Se puede observar el criterio que aplicó sobre la violen-

cia laboral en el ámbito público la Camara del Trabajo 

de la 1ra Circunscripción de Viedma, Provincia de Río 

Negro, mediante la sentencia definitiva Nº 209 del 26 

4 Provincia de Río Negro (1981), Ley P Nº 1504 – Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro, Boletín Oficial de la Provincia de Río Negro, 9 de abril de 1981.

5 Argentina. Poder Ejecutivo Nacional (1974), Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744. Publicada el 27 de septiembre de 1974. Texto ordenado por Decreto 390/76, Boletín Oficial, 21 de mayo de 1976.

6 Cámara del Trabajo de la Primera Circunscripción Judicial de Viedma (2020), “Carrivale, María Elena y otros c/ Provincia de Río Negro s/ ordinario”, Expte. B-1VI-196-L2017, Sentencia N.º 
209, 26 de mayo de 2020, disponible en el Sistema de Fallos del Poder Judicial de Río Negro.

7 Provincia de Río Negro (2023), Ley P Nº 5631 – Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro, Boletín Oficial de la Provincia de Río Negro, 27 de marzo de 2023.

8 Poder Judicial de la Provincia de Río Negro (2025, 18 de septiembre), Acoso laboral: 56 denuncias en el primer semestre de 2025, Comunicación Judicial, disponible en: https://www.jusrionegro.
gov.ar/.

9 Argentina. Congreso de la Nación (1994), Constitución de la Nación Argentina, texto oficial ordenado publicar por ley 24.430, Boletín Oficial, 10 de enero de 1995.

10 Argentina. Congreso de la Nación (2014), Código Civil y Comercial de la Nación, ley 26.994, Boletín Oficial de la República Argentina, 8 de octubre de 2014.

11 Provincia de Río Negro. Convención Constituyente (1988), Constitución de la Provincia de Río Negro, sancionada el 3 de junio de 1988, Boletín Oficial de la Provincia de Río Negro, 13 de junio de 
1988.

de mayo de 2020, en autos caratulados “Carrivale, Ma-

ría Elena y otros c/Provincia de Río Negro s/Ordinario”.

II.2. Hechos relevantes del caso

La demanda fue presentada por su esposa e hijos, quie-

nes reclamaron indemnización por daños y perjuicios 

derivados del fallecimiento de Navarro, ocurrido el 13 
de octubre de 2015.

De los hechos se destaca que, con el cambio de go-

bierno provincial en 2011, luego de un periodo de tran-

sición y sin fundamentos expuestos, el ingeniero Nava-

rro fue desafectado de sus tareas de inspector de obras 

y recluido en una oficina. Asimismo, fue despojado de 
la computadora y el teléfono que se le había provisto 
para la labor que ejercía en un principio. Aunque ha-

bía trabajado durante más de treinta años en Vialidad 

ocupando cargos técnicos y jerárquicos, fue apartado 

de las tareas que realizaba y sometido a pasar horas de 
su jornada laboral a la espera de actividades que nunca 

llegaban. Además, se denunciaron constantes cambios 

de oficina y un trato humillante prolongado en el tiem-

po, destinado a desvalorizar profesional y personal-

mente al trabajador.

Esta situación derivó en un intenso sufrimiento por 

el que padeció trastornos como insomnio, angustia y 

depresión, que lo llevaron buscar ayuda profesional y 

hacer usufructo de licencia por enfermedad, aprobada 
por la Junta Médica de la Provincia desde octubre del 

2014 hasta su fallecimiento un año después a causa de 
un paro cardiorrespiratorio.

II.3. Problema jurídico

La actora sostuvo que la muerte del ingeniero Navarro 

se vinculó con el cuadro de angustia y depresión que le 

produjo el estrés laboral, desencadenado del trato de-

nigrante que recibió por las autoridades del ente des-

centralizado de la provincia de Río Negro.

Por su parte la parte demandada, en este caso el 

Estado provincial representado por la Dra. María Va-

leria Coronel, rechazó la demanda y sostuvo que el Ing. 
Juan José Navarro se desempeñó normalmente como 

jefe de Departamento y jefe de Obra en VIARSE, con 
tareas relevantes aun después del cambio de autorida-

des del año 2011. Negó situaciones que representen hu-

millaciones, desplazamiento o privación de funciones. 

Incluso remarcó que su ámbito laboral siempre fue en 

la misma oficina y con los profesionales de ingeniería. 
Señaló también, que Navarro ejercía actividades pro-

fesionales privadas, por lo que los problemas de salud 

podrían deberse a causas ajenas al ámbito laboral esta-

tal. Sobre las causas del fallecimiento, sostuvo que no 

existía entre este último una relación directa con el su-

puesto cuadro depresivo, considerando que el fallecido 

presentaba antecedentes de hipertensión y posibles 
factores de riesgo cardiovasculares propios de la edad.

II.4. Decisión del Tribunal

El fallo destaca los principios aplicables del derecho ci-
vil, los cuales establecen que para atribuir responsabi-

lidad al Estado como persona jurídica debe acreditar-

se la antijuricidad, el daño, el factor de atribución sea 

subjetivo u objetivo y la relación causal.

Respecto de la antijuricidad, se enmarcó la respon-

sabilidad del Estado en el art 19° de la Constitución Na-

cional (1994)9, que prohíbe perjudicar los derechos de 
terceros, así como en las disposiciones del derecho civil 
que se aplican por analogía, entendiendo que si bien el 

artículo 1764° del Código Civil y Comercial de la Nación 

(2015)10 prohíbe expresamente la aplicación directa o 
subsidiaria de la responsabilidad civil al Estado, esto 

no impide la aplicación de las normas citadas de ma-

nera analógica, teniendo en cuenta que no existían en 
el caso analizado normas en el ámbito local sobre res-

ponsabilidad estatal.

Sobre el daño, sostuvo que en el caso no era materia 

de controversia entre las partes y que en defecto el he-

cho del fallecimiento del causante surge del certificado 
de defunción.

En cuanto al factor de atribución, el fallo sostiene 

que la carta magna provincial no solo faculta la deman-

da contra el Estado, sino que además establece que es 

responsable por “la actividad de los agentes o funcio-

narios de la Administración, realizada para el desen-

volvimiento del órgano o entidad a la que pertenecen, 

compromete la responsabilidad del Estado por las con-

secuencias dañosas de tal proceder”, conforme el ar-

tículo 55° de la Constitución de Río Negro (1988)11. En 

este sentido, por la teoría del órgano se establece que 

el Estado entiende como propio el acto ejecutado por 

sus funcionarios.

Asimismo, se considera el factor de atribución obje-

tivo en tanto se focaliza en la defectuosa actuación del 

Estado provincial al entender que, como empleador, no 

puede ejercer sus facultades de dirección de manera 

abusiva o degradante. Sobre las bases del art. 19° de la 

Constitución Nacional (1994), nadie está obligado a so-

portar daños injustamente causados por otro, incluido 

el propio Estado cuando actúa de manera irregular o 

arbitraria contra un trabajador.

Finalmente, en cuanto al nexo causal, sostuvo que 
la prueba testimonial reproducida constató el hosti-
gamiento, acoso moral y persecución a profesionales 

https://www.jusrionegro.gov.ar/
https://www.jusrionegro.gov.ar/
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y técnicos de la Gerencia de Obras, entre ellos el Ing. 
Juan José Navarro, por parte de las nuevas autoridades 

de la ex VIARSE tras el cambio de gobierno de diciem-

bre de 2011, especialmente durante la gestión del ar-

quitecto Guerra.

Asimismo, se valoró especialmente las declaracio-

nes testimoniales entre las que se destacaron los si-

guientes testimonios: Pridebailo, secretario general 

del Sindicato de Trabajadores Viales; los ingenieros 

Daruiz y Cueto; Díaz, chofer; y el señor Rubén Zaho-

nek, trabajador de Vialidad. En la audiencia, los testi-

gos describieron un contexto general de persecución 
hacia profesionales vinculados a gestiones anteriores, 
trabajadores desplazados, aislados o dejados sin ta-

reas, permaneciendo durante meses “sentados en una 
oficina sin trabajo”.

De los testimonios analizados surge que el ingenie-

ro Juan José Navarro fue sometido en su ámbito laboral 

a un trato humillante y desvalorizante, situación que 
afectó seriamente su estabilidad emocional y su salud. 

Estos hechos ocurrieron en el marco de una política 
impulsada por las autoridades del organismo vial rio-

negrino, orientada a desplazar a los profesionales que 

se desempeñaban en la Gerencia de Obras. Ello quedó 
reflejado además en distintos fallos del mismo Tribu-

nal, donde se ordenó la reincorporación de trabajado-

res cesanteados arbitrariamente y la reparación de los 

daños sufridos.

El Tribunal consideró acreditada la relación causal 

entre el hostigamiento laboral sufrido por el ingeniero 
Juan José Navarro y el deterioro de su salud que culmi-

nó con su fallecimiento. Para ello, valoró en conjunto 

distintos informes médicos, psicológicos y testimo-

niales que indicaron que el trabajador padecía estrés 

psicofísico, ansiedad, depresión y síndrome de bur-

nout derivados de una situación prolongada de acoso 

laboral.

Tanto los profesionales tratantes como los peritos 

intervinientes coincidieron en señalar que las condi-

ciones laborales impuestas desde la nueva adminis-

tración afectaron gravemente su estado emocional y 

físico. En especial, los informes periciales destacaron 

la estrecha relación entre depresión, estrés laboral y 
enfermedades cardiovasculares, concluyendo que re-

sultaba altamente probable que la secuencia causal 

hubiera sido: mobbing, cuadro depresivo e infarto de 

miocardio.

Asimismo, el médico tratante declaró que Navarro 

presentaba un progresivo deterioro anímico, crisis de 

angustia y alteraciones vinculadas al estrés, afirmando 
que la situación laboral tuvo incidencia directa en su 

muerte. En consecuencia, el Tribunal concluyó que el 

acoso moral sufrido en el ámbito de trabajo constituyó 

una causa eficiente del estrés y la depresión que desen-

cadenaron la falla cardíaca fatal.

Por los motivos antes expuestos, la demanda fue 
admitida parcialmente y la Provincia fue condenada 

a indemnizar a la familia de Navarro. Se reconocieron 

distintos conceptos indemnizatorios: daño material 

por pérdida de ingresos, daño moral, gastos médicos 

y tratamiento psicológico para los familiares. El fallo 

otorgó sumas importantes a la viuda y a los hijos, con-

siderando especialmente el sufrimiento emocional de-

rivado de la muerte y las circunstancias traumáticas en 

que ocurrió.

La importancia jurídica del caso radica en que reco-

noce expresamente la responsabilidad del Estado por 
violencia y acoso laboral dentro de la administración 

pública. El tribunal entendió que el hostigamiento sis-

temático y el vaciamiento de funciones pueden afectar 

gravemente la salud mental y física de un trabajador, 

generando incluso consecuencias fatales. Asimismo, el 

fallo resalta que el daño psicológico y el estrés laboral 

pueden ser considerados causas adecuadas de enfer-

medades cardíacas y muerte cuando existe prueba mé-

dica suficiente que así lo demuestre.

III. Doctrina y legislación vigente 
sobre acoso laboral en Río Negro

En su obra El acoso moral, la psiquiatra y psicoanalis-

ta francesa Marie-France Hirigoyen (2000) define al 
acoso moral “cualquier manifestación de una conducta 
abusiva y, especialmente, los comportamientos, pala-

bras, actos, gestos y escritos que puedan atentar contra 

la personalidad, la dignidad o la integridad física o psí-

quica de un individuo, o que puedan poner en peligro 

su empleo, o degradar el clima de trabajo”. La autora 
sostiene que este tipo de violencia destruye el ambien-

te de trabajo, disminuye la productividad y aumenta 

las inasistencia o licencias laborales debido a que po-

tencia el desgaste psicológico, el cansancio emocional, 

el estrés, la ansiedad y agotamiento mental, entre otras 

patologías psicofísicas.

Hirigoyen señala que el acoso moral produce an-

siedad, depresión, pérdida de confianza, aislamiento 
social y una profunda afectación de la dignidad huma-

na, pudiendo incluso derivar en cuadros extremos de 
sufrimiento psicológico.

La autora sostiene que el mobbing en el ámbito labo-

ral consiste en un hostigamiento sistemático orientado 
a aislar o expulsar a la víctima de su lugar de trabajo. 
Explica que el agresor actúa de forma manipuladora y 
aumenta la violencia cuando el trabajador intenta re-

sistir la situación. Entre las prácticas más frecuentes, 

menciona el sometimiento constante al estrés, la vi-

gilancia excesiva, los reproches permanentes y la falta 
de información para generar confusión e inseguridad. 

Asimismo, señala que la víctima suele soportar progre-

sivamente estas conductas sin expresar el nivel de su-

frimiento que padece, mientras que el entorno laboral, 

en lugar de intervenir, termina profundizando el daño.

Hirigoyen explica que evitar el diálogo es una for-

ma de profundizar el conflicto y aislar a la víctima, 
haciéndole sentir que no importa o que “no existe”. El 
acoso suele manifestarse mediante silencios, gestos de 

desprecio, críticas indirectas, insinuaciones y descali-

ficaciones constantes, más que a través de agresiones 
abiertas. También puede incluir el aislamiento dentro 

del grupo de trabajo, la falta de tareas o la asignación 

de actividades inútiles o degradantes con el objetivo de 

humillar y desacreditar al trabajador.
Asimismo, menciona que los agresores buscan 

provocar reacciones de enojo o impulsividad para 

luego responsabilizar a la víctima por la situación. Fi-

nalmente, la autora señala que el acoso sexual es otra 
modalidad presente en el ámbito laboral, especialmen-

te hacia las mujeres, y puede manifestarse mediante 

comentarios sexistas, conductas seductoras, chantajes 
o imposiciones de carácter sexual.

Marie-France Hirigoyen señala que el mobbing sue-

le aparecer en organizaciones con estructuras jerár-

quicas rígidas y ambientes laborales donde el maltrato 

se encuentra normalizado. Según la autora, el silencio 

de compañeros y superiores contribuye a sostener la 

violencia y aumenta la vulnerabilidad de la víctima. 

Asimismo, explica que algunos agresores adoptan con-

ductas de dominio y trato paternalista hacia la persona 
acosada. En muchos casos, las autoridades jerárquicas, 
en lugar de abordar el problema y promover un entor-

no saludable, optan por trasladar a la víctima de sector, 

desacreditando mediante argumentos vinculados a un 

supuesto mal desempeño o dificultades para integrar-

se al equipo de trabajo.

Hirigoyen considera que reconocer e identificar 
estas conductas resulta fundamental para prevenir 

el daño psicológico y promover ambientes laborales 

basados en el respeto y la dignidad de las personas 

trabajadoras.

La Provincia de Río Negro incorporó, mediante la 

ley provincial 5.631, un procedimiento sumarísimo es-

pecial para abordar casos de violencia y acoso laboral, 

que constituye un avance significativo en materia de 
protección laboral. La norma reconoce el derecho de 
las personas trabajadoras a iniciar acciones judiciales 

frente a conductas de hostigamiento o violencia que 
afecten su integridad física, psicológica o moral, ya 

provengan de superiores, compañeros o subordinados.

El procedimiento se basa en principios como la ce-

leridad, confidencialidad, gratuidad y no revictimiza-

ción, garantizando una intervención judicial rápida y 

protectora. Además, permite realizar denuncias por 

medios digitales o telefónicos para facilitar el acceso a 

la justicia.

La ley otorga al juez amplias facultades para inter-

venir de manera urgente, dictar medidas preventivas, 

convocar audiencias inmediatas y producir pruebas 

con apoyo de equipos interdisciplinarios. También 

prevé mecanismos de resolución pacífica de con-

flictos, siempre con el consentimiento de la persona 
denunciante.

En definitiva, la ley 5.631 busca promover ambien-

tes laborales libres de violencia y discriminación, res-

tableciendo condiciones de trabajo dignas tanto en el 

ámbito público como privado.

IV. Desarrollo argumental. 
Materialización y prevención del 
mobbing en el ámbito público

Tal como hemos podido observar hasta aquí en los ar-

gumentos antes expuestos, la materialización del mob-

bing en el empleo público constituye una de las formas 

más complejas y silenciosas de violencia institucional 

dentro de las relaciones laborales contemporáneas. El 

acoso moral se caracteriza por la reiteración sistemá-

tica de conductas hostiles dirigidas a degradar psico-

lógica, profesional y socialmente a una persona tra-

bajadora, con el propósito de aislarla, disciplinarla o 

provocar su exclusión del ámbito laboral.
Dentro de cualquiera de los tres poderes del Estado, 

este fenómeno adquiere características particulares 
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debido a las estructuras jerárquicas rígidas, la estabi-

lidad laboral, las relaciones de poder verticalizadas y, 

muchas veces, la naturalización de prácticas autorita-

rias dentro de las instituciones estatales. El mobbing 

puede manifestarse mediante descalificaciones cons-

tantes, sobrecarga o vaciamiento de tareas, aislamien-

to deliberado, negación de información necesaria para 

el desempeño laboral, cuestionamientos permanentes, 

sanciones encubiertas en cambios arbitrarios de fun-

ciones o lugar de trabajo, humillaciones públicas, ame-

nazas veladas o descrédito profesional frente a compa-

ñeros y superiores.

El hostigamiento institucional suele presentarse 
bajo aparentes decisiones administrativas o meca-

nismos formales de organización interna que, en la 

práctica, encubren conductas persecutorias. De este 
modo, la violencia psicológica se invisibiliza detrás de 

la discrecionalidad jerárquica, generando en la víctima 

sentimientos de confusión, inseguridad e indefensión.

Asimismo, el empleo público presenta condiciones 

que pueden favorecer la persistencia de estas prác-

ticas. La burocratización institucional, el temor a re-

presalias, la dependencia económica, las dificultades 
para acceder a mecanismos eficaces de denuncia y el 
silencio de quienes integran el entorno laboral contri-

buyen a perpetuar situaciones de violencia moral. En 

muchos casos, la víctima evita denunciar por miedo al 
aislamiento, a la pérdida de oportunidades laborales o 

al agravamiento del hostigamiento.
Dentro de las consecuencias del mobbing se pueden 

identificar el deterioro de la salud mental, el ausentis-

mo, la pérdida de motivación, la disminución del ren-

dimiento laboral y la ruptura de vínculos interpersona-

les impactan negativamente en la calidad institucional 

y en la prestación de servicios públicos.

En todo caso es el Estado como empleador, quien 

tiene el deber de garantizar ambientes laborales sa-

ludables, dignos y libres de violencia, conforme a los 

principios constitucionales y de derechos humanos.

V. Conclusión

En función de lo desarrollado, puede concluirse que 

el acoso laboral en el ámbito público se manifiesta 
mediante prácticas sistemáticas de hostigamiento y 
violencia psicológica que colocan a la víctima en una 

situación de humillación, aislamiento y descrédito 
profesional.

Asimismo, se observa la existencia de herramientas 
normativas, doctrinarias y protocolares orientadas a la 

prevención, denuncia y reparación de los supuestos de 

acoso moral en el trabajo. En tal sentido, el Gobierno de 

Río Negro dispone una página exclusiva para Denuncia 
por Acoso y/o Violencia Laboral12.

No obstante, uno de los principales obstáculos 

para erradicar estas prácticas de sufrimiento radica 

en el peso del silencio por la dificultad de las propias 
víctimas para reconocer y exteriorizar las situaciones 
de mobbing padecidas, debido al temor a represalias, 

12 Gobierno de Río Negro (s.f.). Denuncia por acoso y/o violencia laboral. Secretaría de Trabajo de Río Negro. Disponible en https://trabajo.rionegro.gov.ar/denuncia-por-acoso- 

y-o-violencia-laboral.

estigmatización o consecuencias negativas dentro del 

ámbito laboral.

Este silencio a su vez tiene un precio muy elevado, 

que no solo se paga con el desgaste psicofísico de la víc-

tima, sino que además destruye ámbitos laborales sa-

nos y favorece la persistencia y naturalización de estas 

prácticas abusivas.

En este marco, la Ley Provincial Nº 5.631 (2023) de 
Río Negro constituye un avance relevante en el reco-

nocimiento jurídico del acoso laboral y en la consoli-

dación de mecanismos procesales de tutela efectiva 

para las personas trabajadoras. Sin embargo, la erra-

dicación del mobbing no depende exclusivamente de 
la existencia de herramientas legales, sino también de 
profundas transformaciones culturales e instituciona-

les que permitan desarticular prácticas históricas de 
abuso de poder legitimadas dentro del empleo público.

Finalmente, resulta necesario destacar el valor de 

quienes deciden visibilizar estas situaciones y denun-

ciar las conductas de violencia laboral, contribuyendo a 

la generación de conciencia institucional y social.

El verdadero compromiso estatal y la efectiva pre-

vención del acoso moral exige el compromiso activo 
de las estructuras jerárquicas del Poder ejecutivo, del 

Poder legislativo y del Poder judicial mediante políti-

cas de sensibilización, programas de capacitación y 

proyectos que promuevan ambientes laborales dignos, 

saludables y libres de violencia.

https://trabajo.rionegro.gov.ar/denuncia-por-acoso-y-o-violencia-laboral
https://trabajo.rionegro.gov.ar/denuncia-por-acoso-y-o-violencia-laboral
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1 Legislatura de la Provincia de Río Negro. Facundo Manuel López, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/institucional/legisladores/ver?id=450.

2 Legislatura de la Provincia de Río Negro. Lucas Romeo Pica, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/institucional/legisladores/ver?id=636.

3 Gobierno de Río Negro. Alberto Weretilneck. Gobernador de Río Negro, disponible en: https://rionegro.gov.ar/gobernador-alberto-weretilneck.
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Resumen

El artículo aborda el proceso de actualización de los có-

digos procesales de la provincia de Río Negro, iniciado 

hacia fines de 2019, y pone el foco no solo en las refor-

mas sancionadas, sino también en el camino institu-

cional y político que permitió su construcción. En ese 

sentido, recupera los antecedentes, los debates y los 

objetivos que dieron fundamento a las modificaciones 
introducidas en los procedimientos laboral, penal, civil 

y comercial.

Uno de los aspectos centrales del trabajo es la im-

portancia otorgada a las Comisiones Interpoderes, 

espacios en los que participaron representantes del 

Poder Judicial, Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, 

Colegios de Abogados/as, Fiscalía de Estado y otros 
actores vinculados al funcionamiento del sistema de 

justicia. A partir de esa dinámica, las reformas fueron 

presentadas como el resultado de un proceso delibera-

tivo amplio, orientado a dotar de mayor legitimidad y 

solidez técnica a los nuevos textos procesales.
El artículo destaca que las reformas tuvieron como 

denominador común la necesidad de adecuar los pro-

cedimientos judiciales a las transformaciones sociales, 

tecnológicas e institucionales de los últimos años. La 

digitalización, la oralidad, la reducción de plazos, la 

simplificación de trámites y la incorporación de nuevas 

herramientas procesales aparecen como ejes destina-

dos a mejorar el acceso a justicia y a brindar respuestas 

más ágiles y eficaces.
En materia laboral, se resalta la sanción de la Ley 

N° 5.631, que reemplazó integralmente el régimen an-

terior. Entre sus principales avances se mencionan el 

procedimiento especial para situaciones de violencia y 

acoso laboral, en consonancia con el Convenio 190 de la 

OIT, y la acción especial ejecutiva, pensada para facili-
tar el reclamo de indemnizaciones y liquidaciones en 

supuestos de despido directo no controvertido.

En el ámbito penal, el trabajo analiza las reformas 

orientadas a fortalecer la protección de las víctimas, 

particularmente en casos de violencia de género, así 

como aquellas vinculadas al cumplimiento efectivo de 

condenas y a la incorporación de criterios procesales 

frente a la reiterancia delictiva.

Respecto del Código Procesal Civil y Comercial, el 

artículo examina la reforma integral sancionada por 
Ley N° 5.777, con especial atención al fortalecimiento 

de la oralidad, la inmediación, la celeridad y el rol acti-

vo del juez o jueza en la conducción del proceso. Tam-

bién se destaca la incorporación del proceso de trami-

tación simplificada, concebido como una herramienta 
para resolver con mayor rapidez conflictos de menor 
complejidad.

En definitiva, el artículo presenta las reformas pro-

cesales rionegrinas como parte de un cambio más am-

plio en la forma de concebir el servicio de justicia: más 

cercano, moderno, eficiente y orientado a las necesida-

des concretas de la ciudadanía.

Palabras clave

Reformas procesales; Río Negro; códigos procesales; 

acceso a justicia; oralidad; digitalización judicial; tu-

tela judicial efectiva; procedimiento laboral; procedi-

miento civil y comercial; proceso penal; violencia labo-

ral; modernización judicial; celeridad procesal.

I. Breve introducción

Sobre fines del año 2019, los legisladores Facundo M. 
López1 y Lucas Romeo Pica2 ambos pertenecientes al 

Bloque de Juntos Somos Río Negro, cuyo proyecto polí-

tico es encabezado por el gobernador Alberto Weretil-

neck3, tomaron la decisión de iniciar un proceso de ac-

tualización y modernización de los códigos procesales 

de la provincia de Río Negro (laboral, civil y comercial, 

administrativo, contravencional, constitucional —es-

te último de autoría del Supremo Tribunal de Justicia 

https://web.legisrn.gov.ar/institucional/legisladores/ver?id=450
https://web.legisrn.gov.ar/institucional/legisladores/ver?id=636
https://rionegro.gov.ar/gobernador-alberto-weretilneck
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de Río Negro—), lo que ha consolidado a la provincia 
como una jurisdicción de vanguardia en cuanto a las 

normas de forma que regulan las diferentes temáticas 

jurídicas provinciales.

Entre las principales reformas que a lo largo de es-

tos años se han instrumentado, se pueden destacar las 
modificaciones al Código Procesal Penal (artículos 109° 
y 110°) (ley 5.509, 20214) y (ley 5.720, 20245), el Código de 

Procedimiento del Fuero de Familia (ley 5.396, 20196), 

el Código Contravencional (ley 5.592, 20217 y ley 5.714,  

20248), el Código de Procedimiento Laboral (ley 5.631, 
20239), el Código de Procedimiento Minero (ley 5.702, 

202310), el Código de Procedimiento Administrativo 

(ley 5.106, 201611 y ley 5.773 - Nuevo Código, 202412), y el 

Código Procesal Civil y Comercial (ley 5.777, 202413 y ley 

5.780, 202514).

II. Propósito de la publicación

La presente publicación tiene por objeto visibilizar y 

sistematizar los antecedentes materiales, los motivos 

determinantes y los objetivos perseguidos en cada uno 

de los procesos de reforma de los códigos procesales de 

la provincia de Río Negro. En tal sentido, no se limita a 

una mera descripción normativa de los textos sancio-

nados, sino que procura reconstruir el contexto en el 
cual dichas reformas fueron gestadas, atendiendo a las 
particularidades propias de cada fuero y a las proble-

máticas específicas que motivaron la necesidad de su 
actualización.

Desde esta perspectiva, el análisis se orienta a poner 
en valor el proceso de formación de las normas, desta-

cando el rol de los distintos actores intervinientes, los 

debates desarrollados en el ámbito de las Comisiones 

Interpoderes y las tensiones propias de toda transfor-

mación legislativa de envergadura. Asimismo, se busca 

evidenciar cómo las reformas respondieron a deman-

das sociales concretas, a la evolución del derecho y a 

4 Provincia de Río Negro (2021), Ley Nº 5509. Modifica los artículos 109 y 110 del Código Procesal Penal de la Provincia de Río Negro (ley n.º 5020), en relación con el instituto de la prisión pre-

ventiva para los casos de violencia de género, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10442.

5 Provincia de Río Negro (2024), Ley Nº 5720. Incorpora como artículos 109 bis y 241 bis al Anexo de la Ley P Nº 5020 –Código Procesal Penal de la Provincia de Río Negro–, Viedma: Legislatura 
de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10863.

6 Provincia de Río Negro (2019), Ley P Nº 5.396. Código Procesal de Familia de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=10180.

7 Provincia de Río Negro (2022), Ley S Nº 5.592. Código Contravencional de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=10608.

8 Provincia de Río Negro (2024), Ley S Nº 5.714. Modifica la Ley S Nº 5592 –Código Contravencional de la Provincia de Río Negro–, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.
gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10815.

9 Provincia de Río Negro (2023), Ley P Nº 5.631. Reforma integral de la Ley de Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.
gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10680.

10 Provincia de Río Negro (2023), Ley Q Nº 5.702. Código de Procedimientos Mineros de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=10787.

11 Provincia de Río Negro (2016), Ley A Nº 5.106. Código Procesal Administrativo de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=9506.

12 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5.773. Código Procesal Administrativo de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=10966.

13 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5.777. Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/
legislacion/ver?id=10973.

14 Provincia de Río Negro (2025), Ley Nº 5.780. Modificatoria de la Ley P Nº 5.777 (Código Procesal Civil y Comercial) y de la Ley P Nº 5.773 (Código Procesal Administrativo), Viedma: Legislatura de Río 

Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10992.

15 Consejo de la Magistratura de la Provincia de Río Negro, disponible en: https://magistraturarn.org.ar/.

16 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, disponible en: https://www.jusrionegro.gov.ar/web/institucional/stj.php.

17 Fiscalía de Estado de la Provincia de Río Negro, disponible en: https://fiscaliadeestado.rionegro.gov.ar.

la necesidad de adecuar los procedimientos a nuevos 

paradigmas, tales como la digitalización, la oralidad y 

la tutela efectiva de derechos fundamentales.
En definitiva, la presente publicación pretende 

ofrecer una mirada integral que permita comprender 

no solo el “qué” de las reformas, sino fundamentalmen-

te el “por qué” y el “para qué” de las mismas, contribu-

yendo así a una mejor interpretación y aplicación de los 

nuevos ordenamientos procesales.

III. Los procesos

Resulta muy interesante explicar cómo se sucedieron 
los diferentes proyectos de reforma, para poder dimen-

sionar el grado de legitimidad que estos alcanzaron en 

la comunidad jurídica, y que posteriormente también 

contaron con el apoyo de los diferentes bloques legisla-

tivos para sus correspondientes sanciones.

En el caso de los códigos procesales laboral y civil 

y comercial, el mecanismo de reforma transitó simi-

lares caminos: todo comenzó con la presentación an-

te la Legislatura provincial un proyecto disparador de 

reforma impulsado por los legisladores Pica y López. 

Posteriormente, se procedió a dar tratamiento de estos 

en la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Le-

gislatura (comisión que al día de la fecha se encuentra 
presidida por el Dr. Pica) donde se decidió a convocar 
a la Comisión Interpoderes, que acompañó y discutió 

la reforma de los códigos procesales en cada caso. Di-
cho aspecto es de trascendental relevancia, dado que su 
conformación hace partícipes a todos los actores jurí-
dicos relacionados en la materia. Tal es así, que todas 

las comisiones han sido integradas por representantes 
de los cuatro Colegios de Abogados/as de la provincia, 
del Colegio de Magistrados15, del Superior Tribunal de 

Justicia16, de la Fiscalía de Estado17, de la Secretaría Le-

gal y Técnica del Poder Ejecutivo y de los distintos blo-

ques de la Legislatura rionegrina.

Como puede observarse, la Comisión Interpoderes 

se constituye con múltiples actores de distintas índo-

les (Poder ejecutivo, Poder legislativo, Poder judicial, 

profesiones liberales, etc.) que tienen vasto interés y 

expertise en la materia.
Es dable destacar que esta modalidad de encuen-

tros programados evita crear una legislación apresura-

da o sin suficiente deliberación, lo que puede generar 
normas defectuosas que den lugar a interpretaciones 

erróneas o inconsistencias con otras leyes existentes, 
afectando la seguridad jurídica de los ciudadanos y las 

instituciones. En este sentido, el Estado de derecho se 
basa en la existencia de normas justas, legítimas y apli-
cables de manera equitativa. Un proceso de reforma 
que no se somete a un debate profundo puede dar lugar 

a decisiones arbitrarias, impulsadas por intereses par-

ticulares o coyunturales. La ausencia de discusión limi-

ta la posibilidad de detectar y corregir abusos o errores 

en la formulación de la norma. Por esta razón, cada de-

bate resultó de suma importancia, debido a que, fruto 

de estos, se pudo avanzar en la reforma/mejora de los 
diversos institutos jurídicos.

El pluralismo es un principio esencial en la for-

mación del derecho, ya que permite la coexistencia de 
diferentes perspectivas en la construcción de normas. 

Las reformas de leyes que afectan a sectores amplios 

de la población (como el caso de los códigos procesa-

les provinciales) deben necesariamente contar con un 

proceso de consulta que integre la voz de diversos gru-

pos, especialmente aquellos que cuentan con relación 

directa con la temática.

Un debate amplio en la reforma de los códigos pro-

cesales contribuye a la confianza en el sistema jurídico, 
fortaleciendo la democracia y protegiendo los derechos 
fundamentales, asegurando la transparencia y previ-

niendo arbitrariedades, a la vez que le da legitimidad 

y legitimación.

Asimismo, un debate legislativo de estas caracterís-

ticas no solo es una herramienta técnica para mejorar 

https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10442
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10863
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10180&utm_source=chatgpt.com
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10180&utm_source=chatgpt.com
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10608
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10608
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10815
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10815
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la calidad de las normas, sino un mecanismo esencial 

para la construcción de un sistema legal justo y equita-

tivo. La historia ha demostrado que las leyes impuestas 
sin discusión suelen generar resistencia, conflictos y 
en muchos casos, ineficacia en su aplicación. Por ello, 
el diálogo y la deliberación han sido los pilares esen-

ciales que se han adoptado a la hora de impulsar todos 
estos procesos de reforma legislativa.

IV. El Código Procesal Laboral

La Ley provincial N° 150418 que regía el Procedimiento 

Laboral en la Provincia de Río Negro fue sancionada en 

el año 1981. Si bien tuvo reformas parciales (19 en total), 

está claro que desde su creación al año 2020 sucedie-

ron una multiplicidad de cuestiones (políticas, legales 

e institucionales) que impactaron de forma directa en 

el mundo del trabajo. En este sentido, los legisladores 

Pica y López advirtieron la necesidad de realizar una 

profunda revisión integral de esta normativa, propo-

niendo un proyecto de reforma total.

Algunos de los hechos de importancia que se pueden 
mencionar, a título ejemplificativo, que se produjeron 
de forma posterior a la sanción de la ley provincial N° 

1504, son: la reforma constitucional de la Provincia de 

Río Negro19 del año 1987; la Reforma de la Constitución 

Nacional del año 199420; la sanción de la ley provincial 

N° 3.80321 del año 2003, posteriormente reemplaza-

da por la ley provincial N° 5.25522, ley que determina 

las funciones de la actual Secretaría de Trabajo de la 

provincia de Río Negro; la ley provincial N° 5.25323 que 

adhirió a la Ley Nacional de Riesgo de Trabajo; la ley 
provincial que impuso los métodos autocompositivos 

de resolución de conflictos N° 5.45024 y a nivel nacional 

también la sanción de la ley 27.58025 que adhirió y ra-

tificó el convenio 190 de la Organización Internacional 
del Trabajo, que refiere a la erradicación del acoso la-

boral y a la violencia laboral por cuestiones de género.

Como puede observarse en base a los hechos des-

criptos, el escenario para una sustitución integral del 

texto de la Ley Provincial N° 1504 era no solo propicio, 

18 Provincia de Río Negro (1981), Ley P Nº 1.504. Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/
ver?id=1981040009.

19 Legislatura de la Provincia de Río Negro (2022), Se cumplen 34 años de la reforma de la Constitución de Río Negro: “Fue un triunfo del diálogo”, Información Parlamentaria, 02/06/22, disponible 
en: https://web.legisrn.gov.ar/comunicacion/se-cumplen-34-anos-de-la-reforma-de-la-constitucion-de-rio-negro-fue-un-triunfo-del-dialogo

20 Argentina - Ministerio de Economía - Centro de Documentación e Información (2025), 22 de agosto de 1994 – Promulgación de la Nueva Constitución Nacional, disponible en: https://www.argentina.gob.ar/noticias/22-de-agosto-de-1994- 

promulgacion-de-la-nueva-constitucion-nacional.

21 Provincia de Río Negro (2003), Ley Nº 3.803. Secretaría de Estado de Trabajo – organización, competencias y funciones, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/
legislativa/legislacion/ver?id=6857.

22 Provincia de Río Negro (2017), Ley K Nº 5.255. Secretaría de Estado de Trabajo – jurisdicción, competencia, policía del trabajo, conciliación y arbitraje, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: 

https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=2017120022.

23 Provincia de Río Negro (2017), Ley D Nº 5.253. Adhesión al régimen de Riesgos del Trabajo (Ley Nacional Nº 27.348) y regulación de Comisiones Médicas jurisdiccionales, Viedma: Legislatura de Río Negro, 

disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=2017120008.

24 Provincia de Río Negro (2020), Ley P Nº 5.450. Métodos Autocompositivos de Resolución de Conflictos (MARC), Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/digesto/
normas/ver?id=2020070021.

25 Argentina (2020), Ley Nº 27.580. Aprobación del Convenio sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo (Convenio OIT Nº 190), Buenos Aires: Congreso de la Nación Argentina, 

disponible en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27580-345170.

26 Provincia de Río Negro (2020), Proyecto de Ley Nº 918/2020. Reforma integral de la Ley P Nº 1504 –Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro–, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: 

https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/ver?c=P&n=918&a=2020.

27 Organización Internacional del Trabajo (2019), Convenio sobre la violencia y el acoso, 2019 (núm. 190), Ginebra: OIT, disponible en: https://c190.lim.ilo.org/.

28 Organización Internacional del Trabajo, disponible en: https://www.ilo.org/es.

29 Argentina (2020), Ley Nº 27.580. Aprobación del Convenio sobre la eliminación de la violencia y el acoso en el mundo del trabajo (Convenio OIT Nº 190), Buenos Aires: Congreso de la Nación Argentina, 

disponible en: https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-27580-345170.

sino necesario y urgente. De esta manera, en fecha 6 
de octubre del año 2020, los legisladores mencionados, 

integrantes del bloque oficialista de Juntos Somos Río 
Negro, presentaron el Proyecto de Ley N° 918/202026 

que tuvo por objeto reformar de forma integral la Ley 

de Procedimiento Laboral de la Provincia de Río Negro.

Este hecho de trascendental importancia para el 
mundo jurídico laboral rionegrino generó la convoca-

toria en reiteradas oportunidades a la ya mencionada 

Comisión Interpoderes, la cual nutrió de múltiples 

aportes al proyecto original, dotándolo de un grado de 

legitimidad absoluto en el marco de la comunidad jurí-

dica y legislativa provincial.

Entre sus principales características podemos des-

tacar la implementación y utilización de nuevas tecno-

logías, como por ejemplo la instrumentación del do-

micilio electrónico y las notificaciones electrónicas, la 
firma digital y el expediente electrónico, la reducción 
de los plazos, la creación de nuevos procedimientos, 

logrando con todas ellas que la Provincia de Río Negro 

se transforme en una provincia vanguardista en cues-

tiones que tienen que ver con la ampliación y mejora de 

derechos en el mundo laboral. Se procuró despapelizar 
el procedimiento, digitalizarlo, tornándose más eficaz, 
ágil y práctico a la hora de transitar el procedimiento 
laboral.

Dos de los grandes hitos que marcaron esta refor-

ma y que tuvieron un fuerte debate en el seno de la Co-

misión Interpoderes, fueron la creación por un lado, 

del procedimiento especial para abordar la temática de 

la violencia y el acoso laboral en el mundo del traba-

jo, siendo la primera provincia del país en dar cumpli-

miento con los parámetros establecidos a nivel inter-

nacional por el Convenio 19027 de la OIT28 y, como ya se 

mencionara anteriormente, con la ley 27.58029, que lo 

ratifica a nivel nacional.
A su vez, se previó un procedimiento específico pa-

ra que las personas dependientes que sean víctimas de 

violencia o acoso en el ámbito laboral puedan presen-

tar su denuncia. Su principal objetivo fue proporcionar 

un marco legal que garantice la protección y el respeto 

de los derechos de las víctimas, permitiendo que estas 

denuncias sean presentadas de forma accesible y segu-

ra, a través de múltiples canales. El procedimiento se 

rige por principios claves como la celeridad, reserva, 

confidencialidad, autonomía, gratuidad y la no revic-

timización. Estos principios aseguran que las víctimas 

puedan actuar sin temor a represalias, garantizando 

un proceso justo y eficaz. Las denuncias deben ser rati-
ficadas por el denunciante con patrocinio jurídico y se 
presentan con información detallada sobre la víctima, 

el agresor, el contexto laboral y pruebas pertinentes 
asegurando que las mismas sean tomadas en serio y 

que el proceso judicial tenga fundamento sólido.

Se les otorga a los/as jueces/as la facultad de adop-

tar medidas preventivas urgentes y fijar audiencias 
dentro de las 48 horas, asegurando que el proceso no 
se dilate y que se actúe con prontitud para proteger a 

la víctima. Se debe citar al empleador, en tanto este no 

sea el sujeto denunciado, siendo obligatoria su compa-

recencia con patrocinio letrado, integrándose al pre-

sente como tercero citado en los términos del Código 

Procesal Civil y Comercial de Río Negro, pudiendo en 

los mismos términos hacerse extensiva la citación a la 
Aseguradora de Riesgo del Trabajo.

El uso de herramientas autocompositivas es una 
opción para resolver conflictos de manera menos ad-

versarial, siempre con el consentimiento de la parte 

denunciante. Los objetivos del procedimiento son cla-

ros: promover un ambiente laboral libre de violencia y 

restaurar las condiciones laborales adecuadas. El juez 

tiene amplias facultades para investigar y conocer la 

verdad material de los hechos. Además, se minimiza 
la revictimización al evitar actuaciones que puedan 

perjudicar a la parte denunciante. Por último, se puede 

destacar que el/la juez/a debe dictar sentencia en un 
plazo de diez días tras el periodo probatorio, homolo-

gando acuerdos y disponiendo medidas protectorias 

adecuadas. Esto incluye la opción de reubicación labo-

ral y la realización de cursos de sensibilización, asegu-

rando que se respeten los derechos de las víctimas y se 
promueva un ambiente laboral saludable.

Las virtudes de este procedimiento incluyen su en-

foque en la protección de la víctima, la rapidez en la 

https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=1981040009&utm_source=chatgpt.com
https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=1981040009&utm_source=chatgpt.com
https://web.legisrn.gov.ar/comunicacion/se-cumplen-34-anos-de-la-reforma-de-la-constitucion-de-rio-negro-fue-un-triunfo-del-dialogo?utm_source=chatgpt.com
https://www.argentina.gob.ar/noticias/22-de-agosto-de-1994-promulgacion-de-la-nueva-constitucion-nacional
https://www.argentina.gob.ar/noticias/22-de-agosto-de-1994-promulgacion-de-la-nueva-constitucion-nacional
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=6857
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https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=2020070021
https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/ver?id=2020070021
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actuación judicial, la accesibilidad de los canales de de-

nuncia y la promoción de un ambiente de trabajo res-

petuoso y equitativo. Además, el énfasis en la confiden-

cialidad y la no revictimización refuerza la confianza 
en el sistema, incentivando a las víctimas a hacer uso 
de sus derechos sin temor.

A su vez, otro hito que marcó la reforma al Códi-
go de Procedimiento Laboral provincial fue la creación 

de un procedimiento especial totalmente nuevo en su 

especie, al que se denominó Acción Especial Ejecuti-

va, que consistió en una vía específica para el caso de 
despido directo de un/a trabajador/a cuando la causa 
de extinción de la relación laboral no se encontrare en 
disputa. Este mecanismo buscó facilitar el acceso a la 

justicia y asegurar el cobro de indemnizaciones y liqui-

daciones que, por diversas razones, no son abonadas 

por el empleador en tiempo y forma. El procedimiento 

se inicia con la obligación del trabajador/a de enviar 
una intimación extrajudicial a su empleador, utilizan-

do medios fehacientes, como carta documento o tele-

grama. La intimación debe incluir datos fundamenta-

les como la antigüedad de la persona trabajadora, su 

categoría profesional y los conceptos específicos que 
se reclaman. Este paso es crucial, ya que establece un 

marco formal y documentado que respalda el reclamo. 

El empleador, a su vez, debe responder de manera pun-

tual y detallada a la intimación recibida. La normativa 

exige que su respuesta no sea genérica; debe abordar 
cada uno de los puntos planteados y en caso de silencio 

o falta de respuesta, se interpretará como una acepta-

ción tácita del reclamo. Esto promueve un sentido de 

responsabilidad y transparencia en la comunicación 

entre las partes.

Si el empleador acepta pagar, deberá realizar el de-

pósito correspondiente en la cuenta de la parte trabaja-

dora o consignar el monto ante la autoridad laboral, lo 

que garantiza que el pago se realice de manera formal 

y adecuada. La acción ejecutiva en sí se presenta ante 

el tribunal de manera autónoma, lo que significa que 
no puede acumularse con otras acciones judiciales. De 
esta forma se ayuda a mantener el foco en el reclamo 

específico de indemnizaciones y liquidaciones, evitan-

do complicaciones adicionales.

Una vez presentada la demanda, el tribunal tiene 
un plazo de cinco días para verificar que se cumplan 
todos los requisitos establecidos y solicitar la confir-

mación de la autenticidad de las comunicaciones y mo-

vimientos de la cuenta de la persona trabajadora. Este 

procedimiento ágil asegura que los reclamos se trami-

ten rápidamente, evitando dilaciones innecesarias.

Finalmente, al cumplirse todos los requisitos y reci-

bir las confirmaciones pertinentes, se integra el título 
ejecutivo, permitiendo que la parte trabajadora pue-

da exigir el cumplimiento de su derecho a cobrar las 
sumas adeudadas, que se considerarán como pagos a 

30 Argentina. Poder Ejecutivo Nacional (1974), Ley de Contrato de Trabajo Nº 20.744. Publicada el 27 de septiembre de 1974. Texto ordenado por Decreto 390/76, Boletín Oficial, 21 de mayo de 1976.

31 Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, Repositorio Institucional, cit.,

32 Provincia de Río Negro (2020), Ley P Nº 5.450, cit.

33 Provincia de Río Negro (2023), Ley P Nº 5.631, cit.

34 Provincia de Río Negro (2014), Ley Nº 5.020. Código Procesal Penal de la Provincia de Río Negro, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/digesto/normas/
ver?id=2015010019.

35 Provincia de Río Negro (2021), Proyecto de Ley Nº 116/2021. Modificación de los artículos 109 y 110 del Código Procesal Penal de Río Negro (Ley P Nº 5020), en relación a la prisión preventiva en casos de violencia 
de género, Viedma: Legislatura de Río Negro, disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/ver?c=P&n=116&a=2021.

cuenta según lo dispuesto en el artículo 260° de la Ley 

de Contrato de Trabajo30.

Como conclusión del procedimiento descripto, se 

puede decir que, en primer lugar, promueve un acceso 

más rápido y eficiente a la justicia laboral para las per-

sonas trabajadoras, asegurando que puedan reclamar 

sus derechos sin enfrentar una burocracia excesiva. 
Al establecer una vía clara y directa para el reclamo de 

las deudas descriptas, se reduce la incertidumbre y se 

ofrece protección eficiente a la parte trabajadora ante 
posibles abusos.

Además, la exigencia de una respuesta detallada 
por parte del empleador fomenta la responsabilidad y 

la transparencia en la relación laboral, creando un en-

torno donde se valoran y respetan los derechos de los/
as trabajadores/as. La posibilidad de que el empleador 
salde la deuda de manera directa y formal contribuye a 

un proceso más amigable y menos confrontativo.

Por último, el carácter autónomo de la acción eje-

cutiva asegura que los reclamos por despido sean tra-

tados de manera específica y rápida. En resumen, este 
procedimiento refuerza la protección de los derechos 
laborales y facilita la resolución de conflictos, promo-

viendo un ambiente laboral más justo y equitativo.

Por otro lado, cabe destacar que muchas de las re-

formas propuestas ya habían tenido recepción a través 
del dictado de acordadas por parte del Superior Tribu-

nal de Justicia31, siendo necesaria su incorporación en 

la norma de forma provincial.

Otro punto para descartar de la norma es la ratifica-

ción de la implementación de la ley 5.45032, que regula 

los Procedimientos o de Métodos Autocompositivos de 

Resolución de Conflictos, instaurando a la conciliación 
laboral previa obligatoria la cual se puede llevar a cabo 

tanto en los centros de mediación que ofrece el Poder 

Judicial provincial como en las diversas delegaciones 

zonales que posee la Secretaría de Trabajo provincial.

También la reforma contempló la unificación del 
plazo de 10 días para contestar demanda en cualquiera 

de las latitudes de la provincia y cuando fuera una de-

manda dirigida afuera de las latitudes provinciales se 

redujeron los plazos en un día de ampliación por cada 

200 kilómetros o fracción no menor de 100 kilómetros.

Una incorporación novedosa fue la de normar una 
práctica que en algunas cámaras laborales provinciales 

se realizaba y en otras no (unificando criterios de es-

ta manera) que establece que, para aquellos casos que 

refieren a accidentes de trabajos, una vez trabada la li-

tis, la cámara laboral correspondiente, pueda realizar 

prontamente la pericia médica, circunstancia que, en 

definitiva, termina siendo un aporte de importantísi-
mo valor probatorio para la resolución del pleito.

Por último, en referencia al proyecto del Código 

Procesal Laboral, se tuvo en consideración la incor-

poración de nuevos medios de prueba: WhatsApp, la 

utilización de medios digitales, virtuales, correos elec-

trónicos, etc.

Finalmente, luego de varios debates en el marco de 

la Comisión Interpoderes y tras más de dos años de 

discusión jurídica, se logró un texto que fue presenta-

do en el recinto de la Legislatura de Río Negro, alcan-

zando su sanción por unanimidad en fecha 16 de marzo 
de 2023 bajo el número de ley provincial 5.63133.

V. El Código Procesal Penal

En los últimos diez años, la Provincia de Río Negro 

ha mostrado avances significativos en la ampliación y 
protección de los derechos de las víctimas de un delito 
penal. La sanción de la ley Nº 5.02034, instauró en el año 

2015 un nuevo Código Procesal Penal, bajo un sistema 

acusatorio, consagrando una reforma profunda y ne-

cesaria. Este cambio no solo implicó una modificación 
técnica, sino una transformación en la política crimi-

nal, en la manera de entender el rol del Estado frente al 

delito y los derechos de las personas involucradas. No 
obstante, la violencia de género continuó representan-

do un desafío alarmante. En relación a los femicidios, 

para el año 2021 era imperioso tomar cartas en el asun-

to, ante la dolorosa estadística de un femicidio cada 22 

horas en nuestro país. Este dato, junto con el aumento 
constante de denuncias por violencia (dentro y fuera 

del ámbito familiar) y el reiterado incumplimiento de 

medidas de restricción, dejaba en evidencia que el sis-

tema judicial aún no contaba con las herramientas su-

ficientes para proteger a las mujeres que realizaban de-

nuncias. La sociedad reclamaba una respuesta, ya que 

las víctimas vivían limitadas, con miedo o sometidas 

a medidas de seguridad que, lejos de protegerlas, ter-

minaban revictimizándolas. Era el agresor quien debe 

cargar con las consecuencias de su accionar, y para eso, 

la Justicia debía contar con mecanismos eficaces. Por 
ello, los legisladores Facundo M. López, Lucas R. Pica, 

Julia Elena Fernández y Graciela Miriam Valdebenito 

presentaron el proyecto de ley 116/202135 con el objetivo 

de modificar el instituto de la prisión preventiva —tal 
como estaba regulado en los artículos 109 y 110 del Có-

digo Procesal Penal de Río Negro— considerando que 

en los casos de violencia de género debía permitirse el 

dictado de la prisión preventiva incluso si la pena pre-

vista no superara ese umbral, porque lo que estaba en 

juego era mucho más que una abstracción jurídica: era 
la integridad física, psíquica y emocional de una mujer 

que confió en el Estado para ser protegida. Este posi-
cionamiento no surgió de una interpretación aislada, 

sino que encuentra respaldo en normativas naciona-

les e internacionales como la ley 26.485, la CEDAW y 
la Convención de Belem do Pará. Todas ellas obligan al 

Estado argentino a prevenir, investigar y sancionar la 
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violencia de género con la debida diligencia. No ade-

cuar nuestras leyes procesales a ese mandato implica, 

en los hechos, desproteger a quienes más lo necesitan. 
Por eso, se consideró urgente y necesario una reforma 

del Código Procesal Penal de Río Negro, que permitie-

ra aplicar prisión preventiva en casos de violencia de 

género donde existan elementos que justifiquen su 
procedencia, más allá del cálculo de la pena en abstrac-

to. Cabe destacar que, no se trata de usar esta medida 

de manera automática, sino de garantizar que la res-

puesta estatal esté a la altura del daño que se pretende 

evitar.

Por ello, luego de un gran debate legislativo, el 29 

de abril de 2021 el proyecto en cuestión fue sancionado 

en primera vuelta y luego aprobado por unanimidad en 

segunda instancia el 17 de junio de 2021, bajo el número 

de ley 5.50936.

Más tarde, a principios del año 2024, nuevamente 

los legisladores oficialistas Facundo López y Lucas R. 
Pica, acompañaron el proyecto N° 214/202437, impulsa-

do por el gobernador Alberto Weretilneck. En esta ins-

tancia, vislumbraron que existía un profundo malestar 
social que generaba la percepción de impunidad frente 

a ciertos delitos. En muchos casos, la sociedad observa 
con preocupación que personas condenadas a penas 

privativas de la libertad no cumplen efectivamente sus 

condenas. Esta situación, que obedece a razones de ín-

dole procesal, institucional o incluso política, termina 

por alejar a la Justicia de las expectativas de la ciuda-

danía. Esta disociación entre condena y cumplimiento 

efectivo de las penas daña la credibilidad del sistema 

penal. Es comprensible el reclamo generalizado que 

se produce cuando transcurre un largo período entre 

el hecho delictivo y la efectivización de la pena. Más 
aún cuando, durante ese tiempo, el imputado incurre 

en nuevos delitos, lo que intensifica el sentimiento 
de frustración colectiva. Frente a este escenario, am-

bos legisladores sintieron la necesidad de actuar con 

responsabilidad. Por eso, acompañaron en el seno de 

la Legislatura provincial la iniciativa que buscaba co-

rregir ese desfasaje, garantizando al mismo tiempo el 

pleno respeto de los derechos humanos que el ordena-

miento jurídico consagra. La intención no fue debilitar 

las garantías procesales del imputado, sino compatibi-

lizar el derecho a la defensa con una respuesta penal 
efectiva, que no resulte abstracta o tardía. En el siste-

ma procesal penal vigente en la provincia de Río Negro, 

toda persona condenada tiene derecho a impugnar esa 

36 Provincia de Río Negro (2021), Ley Nº 5509, cit.

37 Provincia de Río Negro (2024). Proyecto de Ley Nº 214/2024, incorpora como artículo 241 bis al Anexo de la Ley P Nº 5020 –Código Procesal Penal de la Provincia de Río Negro–. Viedma: Legis-

latura de la Provincia de Río Negro. Disponible en https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/ver?c=P&n=214&a=2024.

38 Organización de los Estados Americanos (1969). Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica). San José de Costa Rica: Organización de los Estados 
Americanos (OEA), 22 de noviembre de 1969. Disponible en: https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf.

39 Provincia de Río Negro (2014), Ley Nº 5.020, cit.

40 Provincia de Río Negro (2024), Ley Nº 5720, cit.

41 Provincia de Río Negro (2025). Ley N° 5.790. Sustituye la Ley P N° 5.115 e incorpora el Registro Provincial de Condenados por Delitos contra la Integridad Sexual (ReProCoInS), el Registro Pro-

vincial de Identificación Genética de Abusadores Sexuales (RePrIGAS) y el Registro Provincial de Huellas Genéticas. Modifica los artículos 100 y 109 de la Ley P N° 5020 –Código Procesal Penal 
de la Provincia de Río Negro– e incorpora el instituto de la reiterancia delictiva. Boletín Oficial de la Provincia de Río Negro, Viedma, 12 de junio de 2025. Disponible en: https://web.legisrn.
gov.ar/legislativa/proyectos/documento?c=P&n=488&a=2025&e=aprobado.

42 Provincia de Río Negro (2016). Ley P N° 5.115. Crea el Registro Provincial de Condenados por Delitos contra la Integridad Sexual (ReProCoInS) en el ámbito del Poder Judicial de la Provincia 
de Río Negro. Boletín Oficial de la Provincia de Río Negro, Viedma, 23 de junio de 2016. Disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/documento?id=9522.

43 Provincia de Río Negro (2014), Ley Nº 5.020, cit.

44 Provincia de Río Negro (2006). Ley P N° 4.142. Aprueba el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Río Negro. Sancionada el 28 de noviembre de 2006. Boletín Oficial de la Provincia 
de Río Negro, Viedma, 18 de enero de 2007. Disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=7576.

decisión mediante el recurso previsto en el artículo 236 
y siguientes del Código Procesal Penal. Este recurso 

se tramita ante un tribunal colegiado, integrado por 

tres jueces o juezas que ejercen funciones de revisión. 

De esta manera, se garantiza el principio de la doble 
instancia, como parte esencial del debido proceso le-

gal. El derecho a recurrir la sentencia no es una mera 
construcción normativa local, sino una exigencia del 
derecho internacional de los derechos humanos. Así lo 
establece claramente la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, también conocida como Pacto de 
San José de Costa Rica38.

La reforma constitucional de 1994, al consagrar en 

el artículo 75, inciso 22, el rango constitucional de los 

tratados internacionales de derechos humanos, re-

fuerza este mandato y lo convierte en una exigencia in-

eludible para todos los operadores del sistema judicial. 

En este marco, lo que los legisladores mencionados 

propusieron en una primera instancia fue fortalecer el 

sistema de revisión, al tiempo que daban respuesta al 

reclamo ciudadano de mayor eficacia en la ejecución 
de las penas. Por ello, en un principio (atento a que se 

trataba de un proyecto de doble vuelta) la propuesta de 

reforma legislativa implicaba que las resoluciones del 

Tribunal de Impugnación y los recursos que pudieran 

interponer las partes (imputado, fiscal o querellante) 
tengan efecto devolutivo, es decir, que no suspendan 

automáticamente la ejecución de la condena mientras 

se resuelven nuevas instancias recursivas. Si bien el 

proyecto fue aprobado en primera instancia, producto 

de la convocatoria de la Comisión Interpoderes de se-

guimiento de reforma del Código Procesal Penal bajo la 

ley N° 5.02039 y de un enriquecedor debate en su seno, el 

proyecto en análisis devino en un nuevo texto de refor-

ma, ya no del original artículo 241 bis, sino del artículo 

109 bis, lo que generó un ajuste, cuidadosamente for-

mulado, que no afectó los derechos del condenado, ni 
el control de legalidad ni la revisión amplia de su causa. 

De esta manera, se logró, mediante la sanción de la ley 
N° 5.72040 de fecha 16 de mayo de 2024, aprobada por 
unanimidad, que mientras se sustancian los recursos 

posteriores, pueda comenzar a cumplirse la condena 

impuesta por un tribunal, que ya ha evaluado la cau-

sa en dos instancias. Es decir, los condenados en esta 

instancia pueden acudir a la Corte Suprema de Justicia 

estando efectivamente en prisión, evitando que con-

tinúen por el camino serpenteante delictivo entre sus 

víctimas. Con este paso, se logró otorgar a la sociedad 

una herramienta concreta y equilibrada para atender 
una demanda legítima de la ciudadanía, sin desnatu-

ralizar las garantías fundamentales. Es una manera de 

responder al descontento social con soluciones insti-

tucionales, en el marco de la legalidad, el respeto a la 

Constitución y a los tratados internacionales.

Por último, en el mes de junio del año 2025, a tra-

vés del impulso del gobernador Alberto Weretilneck, 

se aprobó mediante la sanción de la ley N° 5.79041  

una reforma al texto de la ley N° 5.11542, creando “en el 
ámbito del Poder Judicial de la Provincia, de Río Negro, 

el Registro Provincial de Condenados por Delitos con-

tra la Integridad Sexual -ReProCoInS-; Crea el Registro 
Provincial de Identificación Genética de Abusadores 
Sexuales -RePrIGAS”. Además, se introdujeron refor-

mas al instituto de la prisión preventiva a través de la 

“reiterancia delictiva” de la ley N° 5.02043.

En este sentido, se procedió a unificar, ampliar y 
modernizar los registros de identificación genética 
e incorporar la reiterancia delictiva como parámetro 

procesal. Con ello se buscó equilibrar la protección de 

derechos fundamentales con la necesidad de dotar al 
sistema judicial de herramientas eficaces para la per-

secución penal, la prevención del delito y la seguridad 

ciudadana.

Por último, con la incorporación de la “reiteran-

cia delictiva” se dio fin a la puerta giratoria, dado que 
aquellos delincuentes que inician un “raid delictivo” y 
que cuenten con más de una causa con formulación 

de cargos, se le podrá aplicar el instituto de la prisión 

preventiva.

VI. El Código Procesal Civil y 
Comercial

En Río Negro, el Procedimiento Civil y Comercial se 

regía por la ley N° 4.14244 sancionada en fecha 28 de 
noviembre de 2006, motivo por el cual, al igual que el 

Código Procesal Laboral, con el transcurso de los años, 

dicha norma sufrió modificaciones que, en esencia, al-
teraban procedimientos, plazos, formas, etc., resultan-

do necesario una reforma estructural del mencionado 

Código.

Por un lado, la sanción de diversas leyes procedi-

mentales provinciales, pero principalmente por la im-

plementación del nuevo Código Civil y Comercial de la 

https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/ver?c=P&n=214&a=2024
https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/documento?c=P&n=488&a=2025&e=aprobado
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/proyectos/documento?c=P&n=488&a=2025&e=aprobado
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/documento?id=9522
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=7576
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Nación a través de la sanción de la ley 26.99445 en el año 

2015.

Nuevamente, los legisladores Facundo M. López y 

Lucas R. Pica, en el mes de junio de 2023 presentaron 
a la Legislatura de Río Negro un proyecto de reforma 

integral de la Ley P N° 4.14246 que regulaba el Procedi-

miento Civil y Comercial en la provincia de Río Negro.

Posteriormente, en el mes de septiembre del mis-

mo año, se constituyó y convocó a una Comisión In-

terpoderes de reforma del Código Civil y Comercial de 

la provincia de Río Negro, la que se integró por repre-

sentantes de los Colegios de Abogados/as de las cuatro 
circunscripciones judiciales, Superior Tribunal de Jus-

ticia, Legal y Técnica, Fiscalía de Estado y legisladores 

provinciales.

El debate producido fue muy enriquecedor y todas 

las partes de la comisión asumieron el compromiso de 

aportar ideas y sugerencias al proyecto en cuestión. 

Los principales ejes de discusión se dieron en relación 

a la reducción de plazos, la digitalización de los expe-

dientes, el acercamiento de la justicia a los ciudadanos, 

la implementación de nuevas tecnologías y la creación 

de un nuevo proceso llamado de “tramitación simplifi-

cada”, entre otros.
Durante el transcurso del año 2024, la Comisión 

Interpoderes se reunió en dos ocasiones (agosto y sep-

tiembre), ya con un texto muy superior a la versión ori-
ginal, donde fueron incorporados los diversos temas 

consensuados y debatidos en el seno de esta.

Finalmente, el 5 de septiembre del 2024, tras más 

de un año y medio de ardua labor, el texto fue aproba-

do por mayoría en primera vuelta y por unanimidad en 

segunda vuelta en el mes de diciembre del mismo año, 

bajo el número de ley provincial 5.77747. Cabe destacar 

que, entre primera y segunda vuelta, se realizaron in-

corporaciones/modificaciones sugeridas por los dife-

rentes actores jurídicos de la comisión interpoderes. 

Por otra parte, en el mes de marzo de 2025, la Legis-

latura provincial dictó la ley 5.78048 conocida como “Fe 
de Erratas”, que procedió a corregir algunos errores 
materiales de este gran Código que posee más de sete-

cientos artículos.

La reforma partió del principio rector de que el pro-

ceso judicial debía actualizarse para ser más accesible, 

eficaz y eficiente. De este modo, se abandonó el modelo 
de expediente papel como centro del proceso y se adop-

tó un enfoque de expediente digital que promueve la 
oralidad, inmediación y concentración. Además, se dio 

centralidad a la audiencia como escenario de diálogo, 

debate y decisión y al juez/a como figura protagonista.

45 Argentina. Congreso de la Nación (2014), Código Civil y Comercial de la Nación, ley 26.994, Boletín Oficial de la República Argentina, 8 de octubre de 2014. Disponible en: https://www.argentina.
gob.ar/normativa/nacional/ley-26994-235975/actualizacion.

46 Provincia de Río Negro (2006), Ley P Nº 4.142, cit.

47 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5777, cit.

48 Provincia de Río Negro (2025), Ley Nº 5780. Modificación de las leyes Nº 5777 (Código Procesal Civil y Comercial) y Nº 5773 (Código Procesal Administrativo), Viedma: Legislatura de la Pro-

vincia de Río Negro. Disponible en: https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10992.

49 Corte Interamericana de Derechos Humanos (2001), Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros vs. Chile). Sentencia de 5 de febrero de 2001 (Fondo, Reparaciones y Costas), Serie C Nº 73, 

San José de Costa Rica: Corte Interamericana de Derechos Humanos. Disponible en: https://biblioteca.corteidh.or.cr/tablas/r36279.pdf.

50 Hitters, J. C. (2009), Control de constitucionalidad y control de convencionalidad. Comparación, La Ley, Tomo 2009-D, pp. 1205-1228.

51 Superior Tribunal de Justicia de Río Negro (2023), “Llebana, Marina c/ Yasco, Antonio s/ Liquidación de la Sociedad Convivencial (f) s/ Casación”, Sentencia del 2 de fe-

brero de 2023, Viedma: Superior Tribunal de Justicia de Río Negro. Disponible en: https://fallos.jusrionegro.gov.ar/protocoloweb/protocolo/protocolo?id_protocolo= 

7357649e-183d-4ea0-b011-9284decb6a0c&stj=1.

52 Provincia de Río Negro (2006). Ley P N° 4.142, cit.

53 PUMA – Sistema de Gestión Judicial del Poder Judicial de Río Negro, disponible en https://puma.jusrionegro.gov.ar/expjud/.

El nuevo texto procesal se construyó sobre princi-
pios que guían su aplicación e interpretación. Entre 

ellos se encuentran la oralidad, que reemplaza la rigi-

dez del expediente escrito; la inmediación, que exige la 
presencia directa del juez/a con las partes y la prueba; 
la concentración, que evita la dispersión de actos; la 

publicidad, que garantiza transparencia; y la celeridad, 

que acorta plazos y trámites innecesarios. Asimismo, 

el principio de gratuidad protege el acceso a justicia a 

quienes se encuentran en situación de vulnerabilidad, 

mientras que la buena fe procesal y la igualdad se pre-

sentan como valores esenciales en toda actuación.

Entre los deberes que se les imponen a los/as jue-

ces/as, el artículo 32 le ha otorgado la facultad de reali-
zar control de convencionalidad

(…) que puede ser entendido como una concor-

dancia que realizan los jueces/as de las normas de 
derecho interno vigentes de cada país subscriptos 
a la Convención Americana de Derechos Humanos 
y el mismo instrumento supranacional. El control 

de convencionalidad, busca, establecer si la norma 

que está siendo objeto de revisión se adecúa a lo 

determinado por la Convención de Derechos Hu-

manos, es decir, si la misma resulta convencional o 

no. En caso de ser tenida como “inconvencional”, el 
efecto que la misma trae aparejada es su invalidez y 

esto por ende determina que la misma no pueda ser 

aplicada, incluso si se trata de la propia Constitu-

ción Nacional, como lo deja ejemplificado el célebre 
fallo49 de la CIDH “La última tentación de Cristo”.50

También se incorporó como obligación para los ma-

gistrados, en virtud de varias decisiones del Superior 

Tribunal de Justicia de la Provincia de Río Negro, pero 

principalmente el leading case “Llebana, Marina c/ Yas-

co, Antonio s/ Liquidación de la Sociedad Convivencial 
(F) s/ Casación” (Expte. Nº BA-26980-F-0000)51 la obli-

gatoriedad de realizar un abordaje judicial con pers-

pectiva de género en las situaciones que involucren los 

derechos de mujeres, diversidades y/o disidencias con 
el objeto de garantizar la igualdad y el acceso a justi-

cia y de evitar análisis que pueden resultar estandari-

zados, simplificados y/o sesgados en base a prejuicios 
y/o estereotipos de género, aplicando en cada caso, los 
protocolos y/o glosarios que se encuentren vigentes 
según la reglamentación que el Superior Tribunal de 

Justicia establezca a tales efectos.

Un interesante debate se produjo en torno al ins-

tituto de la audiencia preliminar. La ley N° 4.14252 

establecía su obligatoriedad, lo que producía en ciertas 

ocasiones, en la práctica, una extensión significativa 
de los plazos del proceso judicial. En el seno de la Co-

misión Interpoderes, surgieron dos posturas (ambas 

más que razonables por sus fundamentos) pero dia-

metralmente opuestas: por un lado, los representantes 

del Colegio de Abogados/as de San Carlos de Bariloche, 
pretendían su eliminación, es decir, que no exista más 
como una etapa previa a la producción probatoria y su 

consecuente audiencia, con argumentos basados en el 

bajo porcentaje de conciliación que la misma arrojaba 

y el largo período que utilizaban los magistrados para 

su convocatoria. En sentido contrario, los representan-

tes del Colegio de Abogados/as de General Roca, enten-

dían que era fundamental conservar su obligatoriedad, 

ya que en dicha circunscripción judicial sí, resultaba 
ser una audiencia enriquecedora a los fines procesales, 
debido a que los/as jueces/as en muchas ocasiones lo-

graban conciliar a las partes o depurar ciertas pruebas, 

con lo cual tenía un resultado altamente positivo para 

el proceso judicial. Luego de un arduo debate, los au-

tores del proyecto decidieron tomar una posición salo-

mónica, que la audiencia preliminar fuera facultativa a 

discreción del/de la juez/a teniendo en consideración 
la complejidad del proceso y las pretensiones de las 

partes: “si existen hechos controvertidos el Juez o Jueza 
abre la causa a prueba y, en caso de considerarlo perti-

nente en virtud de la naturaleza del conflicto, fija la fe-

cha para la audiencia preliminar prevista en el artículo 
siguiente, la que debe realizarse dentro del plazo de 30 
días computados desde la apertura”.

De esta forma, es el/la juez/a quien como conductor 
del proceso, va a determinar, conforme la naturaleza 

del conflicto si es conveniente o no la convocatoria de la 
audiencia preliminar, con el objetivo que, en la misma, 

se puedan resolver cuestiones incidentales y aclarar el 

objeto litigioso, evitando dilaciones futuras.

Otro de los grandes cambios que presentó el pro-

yecto está relacionado con la instrumentación del sis-

tema PUMA53, lo que ha permitido digitalizar la totali-
dad del expediente y que los abogados/as que ejercen 
la profesión puedan, en conjunto, con los operadores 

judiciales, tramitar de forma digital las actuaciones, 

incorporando la totalidad de la prueba documental de 

forma digital al expediente y la firma digital de los es-

critos judiciales. En este sentido, también se incorporó 

la constitución del domicilio electrónico, la vinculación 

al sistema PUMA de las partes intervinientes y las no-

tificaciones electrónicas, lo que permitió la despapeli-
zación para la posteridad de los tiempos en la provincia 

https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-26994-235975/actualizacion
https://www.argentina.gob.ar/normativa/nacional/ley-26994-235975/actualizacion
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10992
https://biblioteca.corteidh.or.cr/tablas/r36279.pdf
https://fallos.jusrionegro.gov.ar/protocoloweb/protocolo/protocolo?id_protocolo=7357649e-183d-4ea0-b011-9284decb6a0c&stj=1
https://fallos.jusrionegro.gov.ar/protocoloweb/protocolo/protocolo?id_protocolo=7357649e-183d-4ea0-b011-9284decb6a0c&stj=1
https://puma.jusrionegro.gov.ar/expjud/
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de Río Negro en materia judicial, en este caso, civil y 

comercial.

Asimismo, se reflejó un cambio en las estructuras 
de los juzgados que ya se estaba implementando a tra-

vés de acordadas, que tiene relación con el funciona-

miento de las oficinas de tramitación integral, creando 
la figura de los coordinadores de estas áreas y otorgán-

doles las correspondientes facultades de actuación.

Por otro lado, se aprovechó la oportunidad de la re-

forma para dar un orden normativo en varias cuestio-

nes: primero se eliminó el Capítulo V Sección Cuarta 
del Título II, referido a la prueba confesional y toda 

otra referencia en el nuevo Código, por haber caído la 
misma en desuso. Además, se realizaron adecuaciones 

genéricas de redacción teniendo en consideración los 

términos e institutos consagrados por el nuevo Código 

Civil y Comercial de la Nación y las diversas leyes pro-

vinciales como la Ley Nº 5.45054, que regula los Métodos 

Autocompositivos de Resolución de Conflictos, la Ley 
N° 5.39655 que crea el Código Procesal de Familia, y la 

ley N° 5.63156 que modifica íntegramente la Ley de Pro-

cedimiento Laboral.

También corresponde comentar que hubo dos mi-
graciones que se realizaron en torno a la reforma anali-

zada: la primera de ellas tiene que ver con las ejecucio-

nes fiscales, las cuales fueron remitidas en su totalidad 
al Código de Procedimiento Administrativo bajo el N° 

de ley 5.77357, y la segunda, que se relaciona con la su-

presión del “Juicio de Inconstitucionalidad” y las cues-

tiones sobre “Competencia y Conflictos de Poderes 
Públicos”, en razón de haber sido contemplados en el 
proyecto del Nuevo Código de Procedimiento Consti-

tucional, presentado a mediados del año 2024 en la Le-

gislatura provincial por el Superior Tribunal de Justicia 

y que fuera sancionado bajo el número de ley 5.77658. 

En este sentido, es importante destacar que los tres Có-

digos Procesales, Civil y Comercial, Administrativo y 

Constitucional debieron ser aprobados en simultanei-

dad, debido justamente a la posibilidad de que, si así 

no fuera, quedaran institutos derogados y sin funcio-

namiento hasta tanto lograran su aprobación los res-

tantes. Es por ello que, al ser proyectos de aprobación 

legislativa en doble vuelta (dos sesiones legislativas), si 

bien en la primera no coincidieron en su aprobación, sí 

lo hicieron en la segunda y definitiva, siendo aproba-

dos los tres Códigos en fecha 18 de diciembre de 2024, 
bajo los números de leyes siguientes: Código Procesal 

Administrativo, ley 5.77359; Código Procesal Constitu-

cional, ley 5.77660, y el Código Procesal Civil y Comer-

cial bajo ley 5.77761.

Por último, es importante mencionar la aparición, 

en el marco de la transformación profunda del Códi-

go Procesal Civil y Comercial, del Proceso de Tramita-

ción Simplificada, el cual surge como una herramienta 

54 Provincia de Río Negro (2020), Ley P Nº 5.450, cit.

55 Provincia de Río Negro (2019), Ley P Nº 5.396, cit.

56 Provincia de Río Negro (2023), Ley P Nº 5.631, cit.

57 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5.773, cit.

58 Provincia de Río Negro (2024), Ley Nº 5.776. Código Procesal Constitucional de la Provincia de Río Negro., Viedma: Legislatura de la Provincia de Río Negro. Disponible en https://web.legisrn.gov.
ar/legislativa/legislacion/ver?id=10970.

59 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5.773, cit.

60 Provincia de Río Negro (2024), Ley Nº 5.776, cit.

61 Provincia de Río Negro (2024), Ley P Nº 5.777, cit.

procesal innovadora, eficiente y moderna, que buscó 
dotar al sistema judicial de mayor agilidad y flexibili-
dad en aquellos casos que, por su naturaleza y carac-

terísticas, no justifican una tramitación ordinaria, ex-

tensa o excesivamente formalista, en un proceso que se 
define como oral. Este instituto jurídico permite que 
el/la juez/a, de oficio o a pedido de parte, pueda dis-

poner fundadamente que un determinado proceso sea 

tramitado de forma simplificada, ya sea desde la provi-
dencia de inicio o luego de trabada la litis. La finalidad 
esencial de esta facultad fue lograr una justicia más ac-

cesible, oportuna y proporcional a las verdaderas exi-
gencias del conflicto, sin sacrificar el debido proceso ni 
las garantías básicas de defensa y contradicción.

El proceso estableció una lista enunciativa de su-

puestos que pueden ser encuadrados bajo su particu-

lar régimen: cuestiones consumeriles, desalojos por 

falta de pago o por vencimiento del plazo contractual, 

interdictos, accidentes de tránsito con daños exclusi-
vamente materiales y procesos de usucapión o escritu-

raciones con allanamiento de la parte contraria. Esta 

enumeración no fue cerrada, ya que el criterio rector es 

la valoración concreta que realice el órgano jurisdiccio-

nal sobre la baja complejidad del asunto. Este enfoque 

permitió una lectura flexible y casuística, que evita ri-
gideces innecesarias y habilita una mejor adecuación 
del proceso a las verdaderas necesidades de cada caso.

Entre las virtudes más destacables del instituto se 

encontró la racionalización del procedimiento. El ar-

tículo 435° establece reglas específicas que promueven 
la concentración y celeridad: las etapas postulatorias, 

el ofrecimiento y sustanciación de pruebas, la interpo-

sición de recursos y su contestación, ambas por escri-

to, reduciendo así la dispersión y prolongación de los 

actos procesales. A su vez, se exige a las partes ofrecer 
toda su prueba en los escritos iniciales, lo que favorece 

la transparencia, la previsibilidad y la economía proce-

sal desde las primeras etapas del juicio.

Particular relevancia tiene la audiencia multipro-

pósito obligatoria, que se erige como el eje central del 

procedimiento. En ella se recibe toda la prueba, se for-

mulan los alegatos conforme a la teoría del caso de cada 

parte, se clausura el debate y el/la juez/a queda habili-
tado a dictar sentencia en forma oral. Esta concentra-

ción de actos en una sola audiencia multipropósito no 

solo reduce los tiempos del proceso, sino que también 

garantiza una inmediación efectiva, una valoración 

más directa de la prueba y una mayor coherencia lógi-
ca en la decisión. De manera excepcional y fundada, la 
sentencia puede diferirse para su dictado escrito, pero 

siempre dentro de los plazos breves que establece el 

trámite sumarísimo.

En cuanto a los recursos, se impone un régimen 

también simplificado. Las sentencias definitivas solo 

pueden ser recurridas dentro del plazo de cinco días 

desde su notificación, y la apelación debe limitarse a 
señalar concretamente los puntos de agravio. La omi-

sión de esta precisión acarrea la deserción del recurso, 

lo cual desalienta prácticas dilatorias o recursos me-

ramente formales. En segunda instancia, el trámite se 

desarrolla mediante audiencia oral, lo que da lugar a 

decisiones inmediatas y evita los extensos plazos de 
resolución que muchas veces afectan la confianza en 
el sistema judicial. El tribunal puede optar por dictar 

sentencia oral en el mismo acto, diferir su fundamen-

tación o bien postergar la decisión para un dictado 

posterior por escrito, en todos los casos dentro de un 

plazo máximo de quince días.
Este modelo de tramitación representa un cambio 

de paradigma en la manera en que se concibe el proce-

dimiento civil, siendo la semilla gestante de un proceso 

indetenible de oralización del derecho procesal civil en 
la provincia de Río Negro. Rompe con la lógica tradi-

cional de un procedimiento uniforme y escrito, mu-

chas veces lento y costoso, para dar paso a un esquema 
más dinámico, flexible y ajustado a la realidad del con-

flicto. El/la juez/a asume un rol activo en la gestión del 
proceso, no solo en cuanto a su dirección formal, sino 

en la evaluación material de su complejidad, el impulso 

de su desarrollo y la eventual emisión oral de la senten-

cia, lo que promueve una justicia más cercana, directa 

y eficaz.
En suma, el Proceso de Tramitación Simplificada 

no solo acelera la resolución de litigios de menor com-

plejidad, sino que democratiza el acceso a la justicia, 

reduce la litigiosidad innecesaria, optimiza recursos y 

promueve una respuesta judicial proporcional. Es, sin 

duda, una herramienta imprescindible en la búsqueda 
de un servicio de justicia más moderno, eficiente y cen-

trado en las personas.

Por último, es importante comentar que la reforma 

lograda al Código Procesal Civil y Comercial ha sido 
fruto de una incansable labor de múltiples actores que 

dotaron a la misma de un grado de legitimidad muy al-

to, siendo destacado en múltiples ocasiones por la co-

munidad jurídica rionegrina.

VII. Conclusión

La reforma integral de los Códigos Procesales de la 

Provincia de Río Negro que han instado desde el año 
2019 los legisladores Facundo M. López y Lucas R. Pica, 

ambos pertenecientes al bloque de Juntos Somos Río 

Negro, constituye una transformación significativa en 
la justicia rionegrina y sus procedimientos, reflejando 
no solo la necesidad de adaptar las normas a las nuevas 

realidades sociales, sino también el compromiso con la 

https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10970
https://web.legisrn.gov.ar/legislativa/legislacion/ver?id=10970
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justicia accesible, eficiente y equitativa. Este proceso 
de actualización normativa, que abarca tanto el Código 

Procesal Civil y Comercial, el Código Procesal Penal y 

el Código Procesal Laboral, fue producto de un análi-

sis profundo del sistema procesal rionegrino, en el que 

se han incorporado medidas concretas orientadas a la 
optimización del servicio judicial, la protección de los 

derechos fundamentales de los ciudadanos y la actua-

lización a las nuevas exigencias sociales y tecnológicas. 
El objetivo principal se basó en que el nivel de respues-

ta a aquel vecino/a rionegrino que toca las puertas de 
tribunales sea mejor, que signifique una respuesta con 
los operadores del sistema, pero con significancia para 
su gente.

Uno de los pilares centrales de las reformas ins-

trumentadas fue acotar los plazos y simplificar los 
sistemas, a la vez de la implementación de una mayor 

oralidad en los procedimientos, lo que permitió una 

agilización del proceso judicial y una mayor transpa-

rencia en las decisiones que afectan a los justiciables. 

Esta transición hacia una justicia más dinámica, en la 
que se privilegió la inmediación entre los/as jueces/as, 
las partes y los/as abogados/as, se tradujo en un avan-

ce hacia una justicia más cercana y menos burocráti-
ca. Además, la integración de tecnologías digitales en 

la gestión de los procesos judiciales no solo promovió 

la eficiencia administrativa, sino que también ofreció 
una alternativa para hacer frente a las limitaciones 

físicas y logísticas del sistema tradicional, particular-

mente en tiempos de crisis como los derivados de la 

pandemia.

En cuanto al enfoque participativo, resulta crucial 

destacar el papel que han jugado las distintas Comisio-

nes Interpoderes en la génesis de las reformas anali-

zadas. El proceso participativo de consulta, discusión 

y ajuste de las propuestas normativas ha otorgado le-

gitimidad a las reformas, asegurando que los cambios 

respondan a las necesidades de todos los actores invo-

lucrados en la administración de justicia. Este enfoque 

colaborativo es clave, ya que fomenta una visión inte-

gral y colectiva de la justicia, permitiendo que los dis-

tintos actores, desde los jueces/as hasta los abogados/
as y las partes, puedan aportar sus perspectivas y pro-

puestas, lo que contribuyó a una reforma más sólida y 

representativa.

Por otro lado, los nuevos procedimientos estableci-

dos en la reforma laboral, como la acción ejecutiva es-

pecial y el régimen específico para los casos de acoso y 
de violencia laboral, no solo reforzaron la protección de 

derechos sustantivos, sino que también respondieron 
a problemáticas específicas de la sociedad actual. La 
creación de un marco normativo más ágil y especiali-

zado para abordar situaciones de violencia laboral, re-

flejó un compromiso explícito con la equidad de género 
y con la creación de un ambiente laboral seguro, que 

protegiera a las personas trabajadoras frente a abusos 

y arbitrariedades.

Es importante subrayar que, más allá de las innova-

ciones procesales, esta reforma también logró crear un 

marco de legitimidad y confianza en el sistema judicial, 
al ofrecer un modelo que no solo buscó la eficiencia y la 
rapidez, sino también la equidad y la justicia material. 

Los nuevos códigos, al incorporar mecanismos de reso-

lución alternativa de conflictos y procedimientos más 
ágiles y accesibles, promovieron la cultura de la paz y 

el respeto por los derechos humanos, contribuyendo a 
fortalecer la cohesión social en la provincia.

En conclusión, las reformas impulsadas de los có-

digos procesales de Río Negro han pretendido ser no 
solo un cambio en las normas procesales, sino una evo-

lución del sistema judicial hacia un modelo más inclu-

sivo, transparente, accesible y adaptado a los tiempos 

contemporáneos. Esta transformación, que buscó op-

timizar los procesos y garantizar el acceso igualitario 

a la justicia, se presentó como un avance significativo 
para la provincia, pero también como un compromiso 

continuo con la mejora y la consolidación de un siste-

ma judicial que, en última instancia, debe seguir res-

pondiendo a las necesidades de la sociedad rionegrina. 

Así, las reformas procesales no deben ser entendidas como una 

meta alcanzada, sino como el inicio de una etapa de cons-

tante evaluación y perfeccionamiento, en la que la justicia se 

reconfigura permanentemente para brindar respuestas más 
eficaces, accesibles y acordes a las demandas de la sociedad 
contemporánea.
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Sustitución integral de la Ley K 5255
Nueva ley para la Secretaría de Trabajo de la Provincia de Río Negro
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Resumen

El presente procura analizar el Proyecto de Ley relativo 

a la Sustitución Integral de la Ley K 5.255 de la Provin-

cia de Río Negro, que propone actualizaciones en ma-

teria de fiscalización, prevención, conciliación y asis-

tencia técnico-jurídica a los trabajadores/as.
La iniciativa del Ejecutivo combina el fortalecimien-

to de las facultades inspectivas con la incorporación de 

herramientas tecnológicas, destacándose la digitali-
zación de los procedimientos, la implementación de la 

autoinspección y la creación del registro de infractores.

Asimismo, amplía el alcance de la Secretaría de Tra-

bajo como autoridad de aplicación a nuevas modalidades 

de trabajo como son el teletrabajo y las plataformas digi-

tales, e innova con instancias de regularización voluntaria 

orientadas a la corrección temprana de incumplimientos.

Como novedad, el régimen sancionatorio se estruc-

tura sobre el valor del JUS y se propone ejecutar con 
criterios de proporcionalidad y reincidencia.

En síntesis, el proyecto propone un modelo de fisca-

lización moderno que hace hincapié en la prevención, 
la eficiencia administrativa y la protección efectiva de 
los derechos laborales.

Palabras claves

Procedimiento administrativo; autoinspección; digi-

talización; derecho laboral; cumplimiento normativo; 
fiscalización; conciliación; regularización.

I. Introducción

El presente tiene por objeto el estudio de la Sustitución 

Integral de la Ley de la Secretaría de Trabajo de la Pro-

vincia —K 5.255—; una nueva ley que propone moder-

nizar, sistematizar y fortalecer el rol del Estado.

Digitalización, conciliación, prevención y registro 
resultan ser los ejes del Proyecto de Ley aprobado por 

la Legislatura de Río Negro el pasado 30 de abril.
En vísperas del Día Internacional del Trabajador, 

y a 42 años de la creación de la Secretaría de Trabajo 

de la Provincia, el cuerpo de legisladores y legisladoras 

decidió, por unanimidad, aprobar la sustitución de la 

Ley K 5.255.

II. Sobre la actual Ley K 5.255

En torno a la ley actual surgen cuestionamientos diver-

sos, como es —a consideración de quien suscribe— el 

propio cumplimiento de funciones. Esto, debido a que 

la Secretaría de Trabajo debe: promover el trabajo dig-

no y decente, la registración de las relaciones laborales, 

la mejora de las condiciones de trabajo y la prevención 

y resolución de conflictos laborales.
En rigor de verdad y en términos estrictamente 

prácticos, la ley sustituida ya no resulta contemporá-

nea. Y es que se entiende desde el Estado que el régi-

men punitivista, v. gr., ya no resulta oportuno; dada la 

realidad de la Provincia en materia laboral, se procu-

ra promover el empleo formal y el cumplimiento de la 

normativa a partir de la conciliación y no del castigo.

Otro cuestionamiento surge alrededor de las mul-
tas, que se gradúan a partir del salario mínimo vital 

y móvil, lo cual resulta irrisorio y, consecuentemente, 

conveniente para los infractores.

La Ley K 5.255, si bien suficiente, en la actualidad 
no resulta todo lo eficiente que el rol de Estado ame-

rita en la materia. Y es que, más allá de las buenas 

herramientas que brinda, en la era de la digitaliza-

ción y la virtualidad, termina por ser absolutamente 

necesaria una nueva ley que incluya consideraciones 

—quizás— innovadoras.

Es a partir de lo expuesto que el Poder Ejecutivo 
Provincial remite al Poder Legislativo un Proyecto de 

Ley que procura dar respuesta eficiente a fenómenos 
tales como el crecimiento del trabajo no registrado o 

deficientemente registrado, la expansión del trabajo 
remoto y de las plataformas digitales, la necesidad de 

intervenciones más ágiles, preventivas y tecnológica-

mente integradas, entre otros aspectos.

III. Nuevo ordenamiento integral

Fue entonces la Secretaria de Trabajo de la Provincia 

quien defendió en comisiones legislativas el proyecto 

en cuestión, dejando a las claras el marco normati-

vo que se pretende a partir de la realidad productiva 

actual.

A mayor abundamiento, el Proyecto de Sustitución 

Integral de la Ley K Nº 5255 propone modernizar la ma-

teria, actualizarla y acompañar el trabajo de campo de 

inspectores e inspectoras. Y es que, a mayor desarrollo, 

mejores herramientas; porque no es posible gestionar 
la realidad actual con reglas del pasado. Tal es así que 

formalizar un enfoque conciliatorio pero de estricto 

control acaba siendo mayor y mejor protección para ca-

da uno de los trabajadores y trabajadores de esta Pro-

vincia. Y es que bajo ningún término puede la Secreta-

ría de Trabajo promover el empleo registrado y seguro 

sin claridad normativa.

Ante este escenario, vastas medidas innovadoras: 

pasar de un modelo punitivo a un Estado inteligen-

te y preventivo, crear la Audiencia de Regularización, 

crear el Registro Provincial de Infractores, incorporar 

la unidad de medida JUS como parámetro de actuali-
zación de multas, incorporar la posibilidad de contar 

con el auxilio de la fuerza pública. Todo, en pos de que 
existan menos incumplimientos a las normativas labo-

rales, consolidándose así un Estado moderno.

Ahora bien, cabe expedirse respecto al impacto de 
este Proyecto de Ley por fuera de la Legislatura. Lo 

cierto es que la Confederación General del Trabajo de 

la República Argentina (CGT) expresó de inmediato su 
respaldo, entendiendo que se trata del fortalecimiento 

del poder de policía y de terminar con la precarización 

laboral: “el que cumple no tiene nada que temer; el que 
no, tiene que saber que ahora hay consecuencias”.

Resultará ser, entonces, una ley que logre brindar 

protección sustancial; por un lado, en materia de nor-

mativa laboral, y por el otro y en el marco de los gran-

des proyectos productivos de la Provincia, en materia 

de higiene y seguridad. A su vez, se ve claramente re-

flejada la búsqueda de consensos desde el momento 
en que se incorporan las mesas de coordinación inte-

rinstitucional, a partir de las cuales la Secretaría de 
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Trabajo como autoridad de aplicación podrá convocar 

a los privados a través de las Cámaras y a los trabaja-

dores a través de los Sindicatos con el objeto de diseñar 

estrategias conjuntas de fiscalización y prevención de 
la informalidad laboral.

IV. Motivación institucional

A propósito de ello y a efectos de aclarar cuestiones 

de interés, fue consultada sobre tópicos varios la Dra. 
María Martha Avilez, actual secretaria de Trabajo de la 
Provincia. Esto, a fin de enriquecer el abordaje jurídico 
de la reforma legislativa en análisis.

La información relevada procura analizar las moti-

vaciones institucionales que impulsaron el Proyecto de 

Ley en estudio. Tales aportes son utilizados en el pre-

sente como referencia analítica que permita compren-

der el contexto y las proyecciones prácticas.
Ante la consulta sobre cómo cree que será, en 

términos prácticos, el primer impacto de esta nue-

va ley, manifestó la funcionaria que el primer im-

pacto será una Secretaría de Trabajo con más he-

rramientas, más presencia territorial y mayor 

capacidad de respuesta. Plantea asimismo que es-

ta ley ordena, moderniza y fortalece el sistema la-

boral de Río Negro para acompañar una realidad 

del trabajo que ha cambiado en los últimos años. 
En términos concretos, de la consulta con la Secretaría 

de Trabajo surge que esta nueva ley significa más fis-

calización, procedimientos más claros, mejores herra-

mientas para prevenir conflictos y una intervención 
más rápida ante situaciones de irregularidad laboral 

o riesgos para las y los trabajadores, así como también 

implica incorporar nuevas modalidades de empleo, 

como el trabajo remoto o por plataformas, que forman 

parte de la realidad laboral actual y que necesitaban 

un marco específico. Esta reforma pone el foco en la 

prevención, en llegar antes del conflicto, antes del ac-

cidente y antes de la vulneración de derechos.
Tanto en Comisión Legislativa como en el recin-

to se generó controversia en torno a la “autoinspec-

ción laboral”, y fue en ese sentido que se le consultó 
a la secretaria de Trabajo sobre la motivación detrás 

de la creación del instituto. En ese sentido, deja a las 

claras que la motivación fue incorporar herramientas 
modernas de cumplimiento laboral que ya existen en 
distintos ámbitos administrativos y que no reempla-

zan de ninguna manera el poder de fiscalización del 
Estado. Y es que la autoinspección no implica que el 

Estado deje de controlar; al contrario: permite gene-

rar mecanismos de declaración, trazabilidad y regu-

larización temprana que agilizan procesos adminis-

trativos y fortalecen la capacidad de control posterior. 

Vale la mención: el poder de policía laboral sigue in-

tacto y fortalecido; la Secretaría conserva plenamente 

las facultades de inspección, sanción, clausura y re-

querimiento de documentación. Se procura con es-

te instituto complementar el sistema tradicional con 

herramientas más dinámicas y acordes a los tiempos 
actuales. A su vez, se incorporan mecanismos de segui-

miento y sanciones ante incumplimientos, por lo que 

lejos de flexibilizar controles, los robustece.
Respecto a cómo surge la incorporación de audien-

cias de regularización laboral, la consultada planteó 

que surge de algo muy concreto: la experiencia coti-
diana. Cierto es que muchas veces las irregularidades 
laborales terminaban derivando automáticamente en 

procesos sancionatorios largos, judicialización o con-

flictos mayores, cuando en realidad existía la posibili-
dad de corregir rápidamente la situación y garantizar 

derechos de manera inmediata.
Las audiencias de regularización laboral nacen, en-

tonces, con una lógica preventiva y resolutiva: buscan 

sentar a las partes, intervenir tempranamente y gene-

rar un espacio institucional donde el empleador pue-

da regularizar incumplimientos bajo supervisión del 

organismo laboral. Esto no elimina sanciones cuando 

corresponden, pero sí prioriza que el trabajador vea 

efectivamente reconocido su derecho: registración, 
condiciones adecuadas, cobertura y cumplimiento 

normativo. La mirada de la ley es clara: más que recau-

dar multas, el objetivo es ordenar relaciones laborales y 

proteger a las y los trabajadores.

Por último, se le consultó cómo surge la incorpora-

ción de lo relativo a la investigación de accidentes de 

trabajo; en ese sentido, sostuvo que surgió desde una 

fuerte convicción de la gestión: la seguridad y la salud 

laboral no pueden ser un aspecto secundario. Conside-

ra que cada accidente de trabajo representa una situa-

ción humana, familiar y social que el Estado no puede 
mirar únicamente desde lo administrativo.

Es una realidad el hecho de que Río Negro viene 
desarrollando una política muy activa en materia de 

higiene y seguridad laboral, incluso reconocida a nivel 
nacional, y esta ley debía reflejar esa prioridad insti-
tucional. Se entiende, entonces, que es por ello que se 

incorpora expresamente la posibilidad de investigar 
accidentes laborales, no solo para determinar respon-

sabilidades sino fundamentalmente para identificar 
causas, prevenir nuevas situaciones y mejorar las con-

diciones de trabajo. Y es que la investigación permite 

construir estadísticas, detectar prácticas de riesgo, 

fortalecer protocolos y actuar preventivamente en sec-

tores donde existen mayores niveles de exposición. La 
prevención salva vidas, y cierto es que esa es una de las 

bases centrales de esta reforma.

V. Conclusión

A efectos de concluir, cabe mencionar que el Proyecto 

de Ley en estudio fue publicado en el Boletín Oficial de 
la Provincia el pasado 11 de mayo, entrando en vigencia 

a los 30 días.
Ha sido promulgado como ley N° 5.852, sin modifi-

caciones sustanciales.

El rol de la Secretaría de Trabajo resulta sumamen-

te necesario y funcional en lo que respecta a la defensa 

de los derechos de las y los trabajadores.
Partiendo de ello y continuando por la realidad ac-

tual respecto al derecho laboral, tener la posibilidad de 
ordenar, modernizar y fortalecer el sistema —al me-

nos— provincial, pone de manifiesto que el empleo no 
puede ser —bajo ningún término— el ala conflictual de 
la vida de las personas; no puede ser el empleo sinóni-

mo de preocupación, accidente, inseguridad o explota-

ción; no puede ser el empleo sinónimo de desigualdad; 

y por supuesto, no puede el Estado mirar hacia un cos-

tado cuando se trata de empleo.

Es por ello que la nueva ley 5.852 de la Provincia de 

Río Negro resulta tan provechosa; porque propone un 
modelo igual de ágil que eficiente, igual de preventivo 
que conciliador e igual de fluido que acabado.

Contar los empleadores con la posibilidad de par-

ticipar activamente de la subsanación de irregularida-

des, estructurar las multas en base al JUS, fomentar el 
Registro de Infractores, entre tantas otras novedades, 

da cuenta de la intención última: el empleo es formal y 

seguro o no es.
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